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RESUMEN 
La Tesis que será materia de aprobación, ha sido denominada “El delito de feminicidio 
y el principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019”, se 
orienta a determinar la incidencia del delito de Feminicidio en el Principio de Igualdad 
Constitucional, desde el punto de vista de su constitucionalidad y demás teorías 
compatibles que serán plasmadas en el decurso del presente trabajo de investigación. 
La metodología empleada en el presente trabajo investigación es de tipo “No 
experimental”, por cuanto describe los diversos criterios que valieron de sustento para la 
presente investigación, y en la cual se utilizan conocimientos de las ciencias jurídicas, 
relacionados con valores cuantitativos; teniendo en cuenta las variables “El delito de 
Feminicidio” y “Principio de Igualdad”. Del mismo modo, el diseño a aplicar será el 
Correlacional - Causal, con enfoque de tiempo Transversal. 
Finalmente, en esta investigación, contamos principalmente con los siguientes resultados, 
en la Tabla 1, se observa la distribución de los operadores jurídicos, según su nivel de 
comprensión respecto al delito de feminicidio en el distrito judicial de Trujillo; podemos 
afirmar que el 93% de los operadores jurídicos ostentan un nivel “medio” de 
comprensión, mientras que el 7% ostentan un nivel “alto” de comprensión al delito de 
feminicidio en el distrito de Trujillo en el año 2019; del mismo modo en la Tabla 4, se 
observa la distribución de los operadores jurídicos, según su nivel de comprensión 
respecto al principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo; podemos 
afirmar que el 80% de los operadores jurídicos ostentan un nivel “medio” de 
comprensión, mientras que el 20% ostentan un nivel “alto” de comprensión al principio 
de igualdad constitucional en el distrito de Trujillo en el año 2019; y como conclusión 
principal del contraste del resultados y la discusión pertinente, adecuado; el estadístico 
Tau B de Kendall fue de 0.200 por lo que existe una relación positiva baja entre el delito 
de feminicidio y el principio de igualdad constitucional, luego se tiene una significancia 
de (0.438 > 0.05) donde se rechaza la hipótesis de investigación; por lo tanto: Se puede 
concluir que el delito de feminicidio no incide en el principio de igualdad constitucional 
en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
Palabras clave: Delito de Feminicidio, Principio de Igualdad Constitucional, Marco 
Constitucional, Principio de Legalidad y Fundamentos Político criminales. 
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ABSTRACT 
The thesis that will be a matter of approval, has been called "The crime of femicide and 
the principle of constitutional equality in the judicial district of Trujillo – 2019", is aimed 
at determining the incidence of the crime of Femicide in the Principle of Equality 
Constitutional, from the point of view of its constitutionality and other compatible 
theories that will be reflected in the course of this research work. 
The methodology used in this research paper is of the "non-experimental" type, in that it 
describes the various criteria that were supported by the present research, and in which 
knowledge of the legal sciences is used, related to quantitative values; taking into account 
the variables "The Crime of Femicide" and "Principle of Equality". Similarly, the design 
to be applied will be the Correlation - Causal, with Transversal time approach. 
Finally, in this investigation, we mainly have the following results, in Table 1, we see the 
distribution of legal operators, according to their level of understanding regarding the 
crime of femicide in the judicial district of Trujillo; we can say that 93% of legal operators 
have an "average" level of understanding, while 7% have a "high" level of understanding 
the crime of femicide in the Trujillo district in 2019; similarly in Table 4, the distribution 
of legal operators is observed, according to their level of understanding of the principle 
of constitutional equality in the Judicial District of Trujillo; we can say that 80% of legal 
operators have an "average" level of understanding, while 20% have a "high" level of 
understanding of the principle of constitutional equality in the Trujillo district in 2019; 
and as a main conclusion of the contrast of the outcome and the relevant, appropriate 
discussion; Kendall's Tau B statistic was 0.200 so there is a low positive relationship 
between the crime of femicide and the principle of constitutional equality, then there is a 
significance of (0.438 > 0.05) where the research hypothesis is rejected; therefore: It can 
be concluded that the crime of femicide does not influence the principle of constitutional 
equality in the judicial district of Trujillo – 2019. 
Keywords: Femicide Crime, Constitutional Equality Principle, Constitutional 
Framework, Principle of Legality and Criminal Political Fundamentals. 
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I. INTRODUCCIÓN
Dentro de la realidad problemática, a la temática materia de investigación, se le ha 
denominado “El delito de feminicidio y  el principio de igualdad constitucional en el 
distrito judicial de Trujillo – 2019”, respecto al delito Feminicidio o Femicidio, viene 
originando serios cuestionamientos y controversias, que vienen siendo materia de debate; en 
primer lugar que estaría vulnerando principios que comprenden el marco constitucional, 
específicamente el principio de igualdad constitucional, del mismo modo se estaría 
vulnerando el Principio de Legalidad, en cuanto a su estructura típica comprendida en el 
artículo 108-B del Código Adjetivo, asimismo, cuáles han sido los fundamentos políticos 
criminales que han motivado la incorporación de dicha figura legal;  motivo por el cual, está 
latente el debate, a fin de establecer si es factible añadir al Feminicidio como delito en la 
legislación penal vigente, como una figura autónoma, ello con la clara finalidad de reducir 
los índices de violencia contra  la mujer. Los más representativos antagonistas a esta 
modificación legal señalan que, con la incorporación de dicha norma, se pretende sosegar a 
la opinión pública, siendo que los legisladores busquen soluciones pragmáticas, para un 
delito que adquiere magnánima trascendencia en los diferentes medios  de comunicación, 
que implícitamente revisten gravedad extrema, sin considerar la raigambre del problema, y 
advertir si efectivamente éste comportamiento es más grave en relación a otros, y sí 
indudablemente la intervención del Derecho Penal ofrecería una solución. (Arangurí, 2018). 
Que, dentro del cúmulo de investigaciones que se acercan a la temática abordada, es el 
referido a “La Inconstitucionalidad del Delito de Feminicidio en el Código Penal 
Peruano”, en esta investigación el autor llega a concluir que “La conculcación del principio 
de igualdad se trasluce en primer término por encima del resto de individuos pasibles, 
quienes no forman parte del marco de protección del Derecho Penal (niños, ancianos, 
personas con capacidades diferentes y personas integrantes de la comunidad LGBT). En 
segundo término, la desproporcionalidad de las penas, en el sentido que se imponen 
condenas con mayor punibilidad en un atentado contra la mujer, en contraste con el del 
varón” (Arangurí, 2018). 
Del mismo modo, señala Peña Cabrera Freyre “…a nuestra discrecionalidad, el bien jurídico 
vida tiene igual valor, ya sea de una fémina, un infante, un longevo o un hombre, etc., y vaya 
que también estos ataques aparecen en menor frecuencia-; la diferenciación que actualmente 
sufren las mujeres a merced del hombre, no puede ingresar en la esfera del derecho Penal, 
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sino a través de otros mecanismos de control social. Sí compartiésemos la idea que el derecho 
penal tiene como misión excluir toda apariencia de discriminación, puede colegirse bajo esta 
misma premisa, que sería admisible la punición de la figura penal del “Gaycidio”, en razón 
que puede asumirse que la comunidad homosexual son foco -también- de constante 
discriminación, bajo esa conclusión, tendríamos que responder a la interrogante ¿cuál sería 
la base para denegar dicha equiparación punitiva, a dichas personas, no es aplicable acaso el 
principio de ”igualdad constitucional”?. Dicho segmento social (minusválido, anciano), que 
se consideren segregados, sería factible amparar el mismo tratamiento por parte de la norma 
penal, coligiéndose que esta herramienta jurídica, constituye un filtro de todas las diferencias 
y/o distinciones que soporta determinado sector de la sociedad. Que, estando a lo señalado 
por un determinado sector de la doctrina especializada, indicaremos que el derecho penal ha 
de regirse por razonamientos de rígida igualdad: todos los comportamientos, tanto 
estructural e imparcialmente símiles, deben ser castigados del mismo modo. El delito de 
homicidio es  homicidio invariable, independientemente de quien sea la persona que lo 
cometa (hombre o Mujer)...” (Peña, 2013). 
Dentro de los trabajos previos 
En este tópico de la presente investigación, mencionaremos los diferentes estudios que, de 
forma directa e indirecta, se han presentado como antecedentes, ello con relación a nuestra 
temática de estudio. Dentro de antecedentes importantes, hemos encontrado los siguientes: 
Trabajos previos internacionales 
Luciano Censori (2014), en su artículo científico titulado “El delito de femicidio y su 
Constitucionalidad”. Plantea efectuar un enfoque sistémico del tema, desentrañando los 
fundamentos de este agravamiento. Para ello, comienza con antecedentes históricos sobre el 
rol de la mujer en terminado contexto histórico, hasta la actualidad, con la finalidad de 
advertir bajo qué situaciones se interrelacionan ambos sexos, y desde que instante emergen 
los escenarios de violencia. Desde esa óptica, se estará en óptimas condiciones para analizar 
de qué se trata el femicidio/feminicidio, y cuáles fueron las razones de su acogimiento en las 
legislaciones de ciertos países en forma autónoma al delito de homicidio. 
Carolina Adriana Lata Llamuca (2015), en su tesis titulada: “El Feminicidio y el principio 
de igualdad de la constitución”. Plantea que la presente investigación se realizó dando 
énfasis en el marco constitucional, doctrinario y legal en conexión al principio de igualdad 
y no discriminación, respecto a cada persona, sin hacer distinciones al género que pertenece. 
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Adriana Ramos De Mello (2015), en su tesis titulada: “Feminicidio: Un análisis 
criminológico-jurídico de la violencia contra las mujeres”. Plantea como punto de partida un 
análisis de las diferentes acepciones de femicidio/feminicidio, de su nacimiento, sus 
diferentes contextos, del mismo modo, respecto a sus ramificaciones y la diversa legislación 
internacional, en disposición a efectuar un enfoque desde la perspectiva de la 
normativización del feminicidio/femicidio, actualmente, en los países latinoamericanos. 
Que, a efectos de delimitar los objetivos en la investigación, se traerá a colación tres tipos 
de clasificaciones a saber: países acogieron leyes autónomas (externas de la codificación 
penal), tal como ocurre con los países centroamericanos Costa Rica y Guatemala; los cuáles 
han publicado leyes internas que se decantan por la aplicación del femicidio/feminicidio 
como figura penal autónoma, pero circunscribiéndolo al código adjetivo, como sucede en 
México; y, finalmente, por las iniciativas legislativas que han incorporado en los códigos 
penales, el delito de femicidio/feminicidio como circunstancia que agrava el delito de 
homicidio, que en su momento fueron adoptados por Chile y Perú. 
Jhoanna Caterine Prieto Moreno (2016), en su tesis titulada: “El Feminicidio en el Derecho 
Penal Colombiano”. Plantea que su tema de investigación, resulta trascendental, al hacer 
hincapié en tres conceptos: violencia, género y mujer. Tales conceptos, en el decurso del 
trabajo, a pesar de su autonomía, se interconectan  para reconocer dos contextos distintos: 
de una  parte la violencia de género, que se origina en contra determinada población, 
independientemente de ser mujeres o varones, por pertenecer indistintamente a estos géneros 
de la raza humana o de igual forma, por distintos matices intrínsecos a su personalidad 
respecto del otro, el fenómeno de la violencia contra de la mujer, donde la agraviada resulta 
ser ella, y nos enfocaremos en el arquetipo de violencia radical, donde se produce el 
femicidio o la asesinato de féminas por su condición de tal. 
Vilma Begoña Gamboa González (2018), en su tesis titulada: “El Feminicidio como tipo 
penal de Violencia de Género en Venezuela”. Plantea que el desarrollo de este trabajo de 
investigación, pretende determinar la eficacia de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia; así como también estudiar el fenómeno del 
feminicidio como norma punitiva de la violencia de género en Venezuela, ya que el mismo 
ha sido un tema muy trillado en la últimas décadas a nivel académico y jurídico, que ha 
girado en gran medida sobre la interpretación de cara a los usos originales en la lengua 
inglesa. 
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Que, mi opinión en torno a los trabajos previos internacionales, debo indicar que convergen 
de forma parcial, por cuanto algunos inciden en el Principio de Igualdad, y cuestionan la 
constitucionalidad del delito de feminicidio, como es el caso de Luciano Censori y Carolina 
Adriana Lata Llamuca; mientras las tesis restantes analizan la aplicación del delito de 
feminicidio con otros matices, tales como la violencia de genero. 
Trabajos previos nacionales 
Reyna Gissella Gutiérrez Gamboa (2017). En su tesis titulada “El delito de feminicidio y la 
Prevención de la Violencia de Género en Huánuco - 2016”. Plantea, que existe la necesidad 
de evitar posibles daños potenciales a víctimas del delito de femicidio, pues la solución no 
radica únicamente en buscar castigos o reprimendas graves contra el culpable de feminicidio, 
es decir, tipificar como un delito grave, el feminicidio, pero sin solucionar el tema preventivo 
de violencia de género resulta un fracaso para la sociedad, cuyo fin supremo es el individuo 
y su desarrollo, razón demás para otorgar una adecuada tutela. 
Gladys Beatriz García Quispe (2019), en su tesis titulada: “El delito de feminicidio y la 
vulneración de los derechos humanos, en el distrito de San Juan de Lurigancho, Lima 2015”. 
Plantea comprobar la correlación que cohabita entre el delito de femicidio y la vulneración 
de los derechos humanos en un tiempo y lugar específico; donde la violencia ejercida contra 
la mujer constituye sólo una de las múltiples manifestaciones de violencia que exhibe el 
distrito de San Juan de Lurigancho dentro del contexto nacional del fenómeno social 
violencia de género, donde las féminas históricamente han sido prejuzgadas y discriminadas 
de diferentes índoles, y entre otras, la lesión más grave es la que vulnera el bien jurídico 
protegido, como es la vida de cualquier persona; singularmente el derecho humano más 
básico y fundamental en razón que sin su existencia es imposible ejercitar algún otro 
derecho. 
Misael Román García Ureta (2019), en su tesis titulada: “Derecho comparado del Perú entre 
Chile y España, sobre el delito de feminicidio en el año 2018”. Plantea analizar el derecho 
comparado del Perú, Chile y España, en torno al delito de femicidio en el año 2018. La 
investigación fue descriptiva simple, la muestra lo conformaron la documentación recabada 
del Ministerio Público, el instrumento de recolección de información fue el fichaje. Los 
resultados Chile tipificó el delito de feminicidio, con penas mayores cuando se cumplen 
algunos agravantes, como suele ocurrir, tenía falencias graves, al no contemplar los crímenes 
cometidos por parejas, exparejas o con quien la mujer haya tenido un hijo. No resultan en 
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consecuencia afectados los novios, los que matan a menores y hombres que no tenían 
vinculación con las asesinadas. En España se realizaron reformas en la Ley Orgánica 
14/1999 que modificó la Ley Penal y Procesal Penal, en la temática de tutela a las víctimas 
de maltratos, Ley 11/2003 medidas puntuales en temas de seguridad ciudadana y violencia 
doméstica, Ley orgánica 1/2004 Medidas de protección integral contra la violencia de 
género, Ley orgánica 13/2003 que reglamentó la medida coercitiva de prisión preventiva y 
la Ley Orgánica 13/2003 que reglamenta el marco de protección a las mujeres que sufran 
violencia doméstica. 
Walker Steve Cuenca Quiróz (2019), en su tesis titulada: “La vulneración del Principio de 
Mínima Intervención del Derecho Penal y el de Igualdad de la Constitución por parte de la 
Política Criminal Estatal al incorporar en la legislación peruana el delito de Feminicidio”. 
Plantea determinar la manera en que la política criminal estatal trasgrede el principio de 
mínima intervención (Penal) y de igualdad de la Constitución, al haberse incorporado al 
Código Penal el delito de feminicidio; para cumplir con tal propósito se ha estructurado una 
investigación que se basa en una metodología orientada por la revisión sistemática de la 
literatura que ha desarrollado el tema en específico, concretamente la legislación que incluye 
el delito en el ordenamiento jurídico peruano, la jurisprudencia desarrollada al respecto y las 
disertaciones que sobre el particular ha desarrollado la doctrina. 
José Agustín Rodríguez Ponce (2018), en su tesis titulada: “El artículo 108-B del Código 
Penal incorporado por la Ley N° 30068 sobre Feminicidio y la vulneración del derecho de 
Igualdad ante la ley”. Pretende plantear una iniciativa legislativa, que modifique el artículo 
108-B de la Ley N° 30068 sobre el delito de feminicidio en el Código Penal, que reivindique
los derechos de igualdad de la mujer frente al varón. Como hipótesis se tuvo que si se 
propone y aplica una medida legislativa que modifique el artículo 108-B del Código Penal, 
entonces se reivindicará el derecho a la igualdad del hombre frente a la mujer afectada por 
este artículo de la Ley N° 30068, ley de feminicidio, en cuanto a la pena. 
Que, respecto a estas tesis nacionales, el suscrito, converge parcialmente con la gran 
mayoría, por cuanto tienen como común denominador la vulneración al Principio de 
Igualdad y otros que se encuentran comprendidos dentro del marco constitucional incluso 
convencional; mientras los otros se enfocan en hacer una análisis con otros matices, como 
es el caso de la violencia de género, analizar el delito de feminicidio desde la perspectiva de 
la legislación comparada, y como resulta su  aplicación en las legislaciones extranjeras. 
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Trabajos previos locales 
Anyelo Yonny Arangurí Castillo (2018). En su tesis titulada “La Inconstitucionalidad del 
delito de Feminicidio en el Código Penal Peruano”. Plantea comprobar el quebrantamiento 
de principios constitucionales, en torno a la validez de la Ley Nº 30068, que incorpora en la 
legislación peruana el tipo penal de Feminicidio. 
Respecto a éste trabajo de investigación a nivel local, el suscrito, tiene similar opinión, en el 
sentido que el delito de Feminicidio vulnera principios dentro del marco constitucional como 
el Principio de Igualdad que conllevaría a su inconstitucionalidad y consecuentemente a su 
derogatoria. 
Dentro de las teorías relacionadas al tema, estas comprenden, la evolución histórica del 
feminicidio. 
La mujer y su rol en la Edad Antigua 
De lo reseñado por el autor Fernández Santiago, señala qué: “En el intervalo de los siglos V 
– IV a.c., desde los primeros años de su vida, las mujeres no dejaban de ser individuos
tutelados; el rol de tutor lo ejercía su padre, y posteriormente se ocuparía su marido o su hijo 
-éste último en caso faltase el marido-. Además, el autor precisa que en aquellos tiempos, el
rol de la mujer estaba limitado a las labores domésticas y la procreación, desempeñando 
dichos roles tanto como esposas y madres, y qué recientemente ante la pérdida física de sus 
esposos, se encargaban de la economía del hogar. Desde esta perspectiva, se podrá 
evidenciar desde esa época, existía una sumisión de la mujer a la voluntad del hombre, tanto 
así que, tanto las mujeres y las esclavas, se situaban en distintos lugares a los ocupados por 
los hombres; incluso siendo ofrecidas como botines a quien resultaban vencedores en una 
guerra” (Fernández, 2009). 
Racionalmente, es factible hacerse la interrogante respecto a las causas por las cuales se 
tornaba esta situación, y que ante una eventual respuesta a dicha interrogante, será obtenida 
a través del pensamiento de los cimentos filosóficos en la época, quienes consideraban al 
hombre como un individuo en posición de privilegio respecto a la mujer. En esa línea, Platón 
(427-327 a.c.), tenía como concepto que la mujer era producto de una degradación física 
humana, pues según él "… Solos los varones fueron creados por los Dioses, y acogen su 
alma. Quienes íntegramente viven retornan a las estrellas, pero quienes actúan con cobardía 
o viven al margen de la justicia, han obtenido la esencia de las féminas en su segunda
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generación…". Por otra parte, Aristóteles (384-322 a.c.), sostenía que el varón está 
premunido de un intelecto superlativo, y por tal motivo, un ser humano perfecto; entre tanto, 
realizaba distinciones con las féminas catalogándolas de seres humanos imperfectos. Bajo la 
premisa anterior, el sofista, tenía la creencia que "… La correlación entre varón y  mujer es 
en esencia aquella en la cual el hombre ostentaba una condición de privilegio respecto de la 
mujer, la cual se encontraba en una posición infravalorada; el hombre manda y la mujer 
acata…" (Wijngaards, 2013). 
El rol de la mujer en la Edad Media 
La posición de la mujer al interior de una sociedad patriarcal, siempre estuvo sumisa al 
hombre, su función se limitaba a procrear y desempeñar las tareas del hogar, no obstante en 
caso de no ser parte de la nobleza o de la burguesía, podían dedicarse a otras labores y generar 
otros ingresos, accediendo determinado sector de mujeres -generalmente las de clases altas- 
a recibir educación, lo que motivó que emerja un sector de opositores, pretendiéndose de 
esta forma constreñir su mente. Sin embargo, con el devenir del tiempo, algunas 
conceptualizaciones que se tenía respecto a la mujer fueron variando, obteniendo en algunas 
circunstancias un rol preponderante, lo que originó un lenguaje decente y enaltecedor que 
magnificaba las cualidades de la mujer. Ello dio inicio que, en el intervalo los siglos X y 
XIII, las mujeres extendieran sus privilegios, posicionándose a ostentar y gerenciar feudos, 
partir a cruzadas, ejercer representación, presidir iglesias y templos, incluso algunas llegaron 
a ostentar un gran  poderío, de connotación política, económica y social; ya sea con motivo 
de  sus extensiones de tierra, cargo y/o actividad y vínculo parental. Empero, dicha  
reciprocidad para con la mujer, era solo aparente, evidenciándose en aquella época una alta 
incidencia en delitos de caracter sexual -por lo general violaciones-, quedando establecido 
que circular por las calles en determinadas horas se tornaba peligroso. Sin embargo, esta 
clase de delitos podía cuestionarse, imputándole a la mujer el ejercicio de la prostitución. 
Así las cosas, era improbable imponer una sanción a los agresores, la cual era de muy poca 
magnitud,  como por es el caso del destierro. Por otro lado, en ese periodo, se avizoraban 
represalias contra las mujeres que actuasen de forma contraria a la impuesta por los hombres, 
instaurándose en normativa española de esa época -específicamente en  Cuenca-, que la 
mujer acusada de “descarada” podía ser agredida, ultrajada y en el caso extremo eliminada. 
A modo de conclusión, podemos colegir que la situación de la mujer en la Antigüedad nunca 
se encamino, sino que por el contrario, empeoró, pues la violencia física arraigada y contraria 
a la posición  de que las mujeres, a las cuáles por su condición no eran accesitarias a los 
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derechos humanos, inclusive llegó a tal extremo que los hombres realizaban crueldades a las 
mujeres, quienes eran tratadas como animales. Bajo este marco contextual, mientras nace la 
Inquisición en el siglo XIII, como el primer ente burocratizado imperioso respecto a la 
imposición de correctivos y la definición de dogmas (Fernández, 2009). 
Posteriormente, a la cimentación de la rigidez de las alianzas de poder, mediante el 
sometimiento a las mujeres, quienes en el siglo XVI, tentaban en ser competencia en temas 
políticos y teológicos; ello conllevaría a enfocare en ejercer el control total, para lo cual se 
utilizaría como pretexto a la hechicería de ese aparente mal, el cual debería ser aniquilado 
para conservar un ambiente de tranquilidad en la colectividad, adoptando los postulados del 
“Malleus Maleficarum” (Kramer & Sprenger, 2012), como métodos que la santa inquisición 
adoptó para realizar una “cacería de brujas”. Establecido lo antes reseñado, debe tenerse en 
consideración que el asecho contra la mujer, tendría sustento en que era procreadora 
generacional de ciencia; y como consecuencia de ello, debía ser castigada y oprimida, con 
la finalidad de imponerle lenguajes, religiones y paradigmas políticos innovadores (Anitua, 
2005). 
Posteriormente, las mujeres, dentro de la esfera privada, eran asignadas al hogar, 
desempeñando entre sus actividades principales: criar y educar a los hijos, solucionar los 
temas caseros, y ser custodia de la estricta educación en el aprendizaje de los valores tanto 
culturales y morales, del mismo modo su función ante la sociedad era acompañar a su 
marido, acudir a misa y colaborar con casos benéficos. No obstante, al quedar viudas, ellas 
tomaban posesión de los bienes, encargándose de su administración, actividad que si era 
desempeñada con éxito, les permitiría ingresar a la órbita masculina, relacionándose así con 
las entidades. Que, entre la mujer mestiza y la mujer de élite, hubo un rol diferenciado. Cabe 
señalar que la perspectiva de claustro no fue del todo aceptada, por cuanto tuvieron que 
desempeñarse en labores de comercio, servicio fuera del hogar -trabajo doméstico-, lo que 
conllevo a tener acercamiento y roce con la sociedad. En aquella época, el matrimonio 
primaba un rol preponderante como ideal en su vida, sin embargo, éste no era complejo, a 
diferencia de los sectores de élite, por cuanto no estaba de por medio la disputa de un apellido 
de abolengo, se encontraba en juego salvaguardar la estirpe, originándose con ello mayor 
aceptación del matrimonio sentimental. Debido a esta situación, la mujer mestiza no debía 
alarmarse por conservar su honor, no obstante, esta práctica continuó como un ideal 
dominante. Por su parte, tanto el catecismo y el trabajo eran adoptados como parte integrante 
su educación. En conclusión, debe expresarse, que desde un comienzo, el mestizo -sea 
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hombre o mujer-, eran de cierta forma vetados tanto por los hispano-criollos y los indígenas. 
Empero, en el transcurso del tiempo, la sociedad se fue fusionando. La mujer indígena: 
Luego del arribo de los hispanos, fueron las responsables de imponer particularidades 
propias de su cultura. No obstante, con la imposición de la monogamia, la cual colisionaba 
con la poligamia, provocó que se resquebraje la sociedad, quedando abandonadas 
demasiadas mujeres. De forma adicional, se vio reflejado un incremento en la tasa 
mortalidad de los indios, debido a los extenuantes trabajos a los cuáles eran obligados, lo 
cual trajo como consecuencia que sus mujeres al igual que las abandonadas, busquen nuevas 
oportunidades de trabajo. Así fue como se accedieron a diferentes tipos de trabajo, entre 
ellos el de ama de casa, aunque también se desempeñaban en actividades comerciales, y a 
través de esa vía, aprendieron el idioma español y el uso de la moneda, inclusive antes que 
los indios. De esta forma,  paulatinamente se fue desvaneciendo el grupo indígena, producto 
de la hispanización  de  estos  últimos.  La  mujer  aprisionada: La razón del déficit de la 
etnia indígena, trajo consigo la introducción de esclavos negros al continente americano, 
para que puedan cumplir labores agrícolas, asimismo, realizar el trabajo doméstico y para 
servir en los fundos. Es así qué, las esclavas citadinas se desempeñaban generalmente como 
comadronas, lavanderas y panaderas, siendo consideradas como bienes y/o objetos, y su 
propiedad era ostentada por las señoras blancas casadas. En conclusión, la posición de las 
mujeres en la colonia, no proyectaron un poder directo sino más bien subrepticio, lo cual 
incidía en las decisiones adoptadas por sus maridos. De igual modo, debe obviarse el estigma 
en torno a una mujer sumisa dedicada a las labores de casa, pues ya hemos señalado que 
tuvo incidencia en los roles que desempeñó, tanto de comerciante, trabajo de administración, 
transmisión de títulos valores y herencias producto las uniones parentales. Pese a ello, 
aunque se desenvolvieron realizando roles propios de una sociedad, había un común 
denominador respecto a todas las féminas: ser el cimiento de su familia. (Toledo, 2011). 
La mujer y su rol en la Edad Moderna - Contemporánea 
Fernández Santiago, destaca que hubo una evolución histórica dentro del intervalo que 
comprenden los siglos XVI y XVIII, donde la situación de la mujer no tuvo trascendencia, 
encontrándose sumisas a la figura del hombre, y que cumplía con ciertos roles, tales como: 
el matrimonio, la procreación, las labores domésticas y cuidado de la familia. Para 
ejemplificar la postura preponderante por aquellas épocas, el autor trae a colación la crítica 
de Rousseau, el cual argumentaba que una fémina estaba creada para el varón, y que debía 
lidiar con las injusticas del marido y sin oposición (Fernández, 2009). 
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De lo reseñado, no obstante, la revolución francesa; la proclamación de los derechos del 
hombre y del ciudadano del año 1789; los principios de: libertad, igualdad y fraternidad que 
se encumbraban; aunque es cierto, se enunciaban como símbolo de la universalidad y del 
idealismo a la igualdad, el escenario era disímil, solo algunos eran incluidos. Bajo ese 
contexto, los "iguales", fueron aquellos quienes se adaptaron al modelo "humano" liderado 
por un grupo dominante, conformado por el hombre blanco, educado y potentado, 
segregándose a las féminas, a los ciudadanos modestos,  a los iletrados, a un sector 
minoritario de etnias y religiones, los cuáles eran calificados y equiparados a sus bestias. Al 
mismo tiempo, Fernández Santiago, “señala que hubo matices que repercutieron en la 
realidad de la mujer, entre ellas, la revolución industrial, la cual se originó en Inglaterra, 
desde el año 1780 hasta el año 1830, esparciéndose posteriormente por toda el continente 
europeo, trayendo consigo innovaciones en el campo agrícola, la creación de textilerías, así 
como la implementación del vapor a la industria, cambió radicalmente el modo de afrontar 
la vida y el trabajo, contribuyendo a un traslado paulatino del campo a la ciudad. De esta 
forma, el autor señala, que la sublevación sirvió para forjar más rígidamente la divisibilidad 
de las labores, dependiendo del género, abarcando la posibilidad que un hombre desempeñe 
un número mayor de actividades, en tanto que en las mujeres surgían diversos problemas, 
ya sea por motivo del trabajo en sí, o por la estigmatización de las labores del hogar como 
algo asociado a lo femenino” (Fernández, 2009). 
Bajo el contexto anterior, se puede colegir que, la forma del trato, según el sexo, muestra 
distinciones, y actualmente se considera a la mujer como un ser inferior y sumiso a la merced 
del hombre. No obstante ello, con el transcurso del tiempo, algo ha variado. En efecto, 
conforme señala Anitua, como réplica a los exabruptos cometidos por quienes impartían 
justicia en el Régimen Antiguo; en el transcurso del siglo XVII emerge la civilización, 
trayendo consigo diversas mutaciones tanto a nivel político, económico y jurídico, que de 
cierta forma terminarían con tal flagelo. Fue así como éste ciclo se particularmente se 
distinguiría, por la exacerbación del valor de la razón, originándose a partir de este instante, 
toda la gama de derechos y garantías de caracter procesal penal, destinadas a delimitar el 
poderío de determinado Estado, siendo una de sus principales expresiones el principio de 
legalidad, y de ésta manera la ley recopila y define una serie de delitos y la respectiva 
imposición de penas (Anitua, 2005). 
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El feminismo 
La primera fase del feminismo, durante el Siglo XIX, trae como consecuencia  la premisa 
“sometimiento de la mujer al hombre”, éste es definido como un fenómeno social y político, 
con el objetivo claro de las mujeres, de obtener una igualdad de género, adquiriendo un 
bloque de derechos que, anteriormente carecían, firmándose para tal fin convenciones 
internacionales, como es el caso de la Declaración Universal de Derechos Humanos (1948), 
la Convención Interamericana de Bogotá (1957), la Convención sobre Eliminación de toda 
forma de Discriminación contra la Mujer (1979), la Declaración sobre la Eliminación de la 
Violencia contra la Mujer (1993) y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención de Belem Do Pará, 1994), etc. 
Resulta conveniente resaltar que el feminismo, no solo se ha limitado a obtener como 
resultado que, los derechos mencionados precedentemente, sean extensivos a favor de las 
féminas, sino que, conforme señala Kohen, han influido en el campo jurídico mismo, de 
forma determinante.  
Señala Kohen que, a finales del siglo XIX, hace aparece en escena un grupo de feministas 
jurídicas liberales, las cuales realizan un comparativo entre varones y mujeres, señalando 
que las divergencias surgidas entre ellos no son trascendentales para determinar que existan 
exclusiones por cuestiones de sexo. De esta forma, sostienen que tanto hombres y mujeres 
son iguales, una vez que la legislación excluya barreras que impiden la evolución de las 
mujeres. Pese a ello, señala la autora, a los inagotables esfuerzos de sus adeptas por obtener 
la autodeterminación e independencia a través de modificaciones legales, el feminismo 
liberal no fue la herramienta idónea para conseguir la anhelada correspondencia jurídica 
efectiva de ellas, sobre el particular, en torno a las cuestiones relacionadas a lo femenino, 
como es el caso de la reproducción y la sexualidad. Finalmente, indica que existe el pánico 
fundamentado por el hecho que se registraban divergencias notorias entre ambos sexos, éstas 
resultaban ser ventajosas para las mujeres, en tal sentido se depuso a las feministas liberales 
en determinado contexto incompatible, en buena cuenta que obtuvieron una igualdad formal, 
la cual no lograron efectivizarla, con motivo de las peculiaridades de la vida en concreto de 
las mujeres, ya que el ejercicio de sus derechos como paradigma del estándar masculino, 
nunca concretaría su igualdad. (Kohen, 2000). 
La segunda etapa de la teoría jurídica feminista, según Kohen, inicia desde la década del 60, 
y pude advertirse que existe un cambio de periodo, marcando distancia de la anterior, la cual 
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pretende esquivar las controversias de género, donde son consolidadas, es aquí donde 
algunas estudiosas consideran las diferencias existentes son de orden biológico, distante a lo 
señalado por un gran sector, quienes entienden que tanto varones y mujeres son formados, a 
través del proceso de socialización. Ahora bien, queda claro que en este escenario, debe 
considerarse que el derecho es de corte machista, no únicamente por el hecho que esté 
conformado por varones, dado que además, consuetudinariamente transmitía sus usos y 
prácticas, siendo considerados los principios de: neutralidad, objetividad e imparcialidad, 
como masculinos; los mismos que se desarrollaron para ocultar la parcialización de la ley, 
el evidente decanto por el varón y su perspectiva del mundo, cimentaron su posición 
dominante. Según Kohen, “las representantes de esta etapa, señalan que el derecho debe ser 
aplicado desde un punto de vista feminista, que emerja de su experiencia en su vida social, 
visión que recibió sendos cuestionamientos, argumentándose que de materializarse dicho 
contexto, devendría en un concepto feminista, por cuanto se evaluaría reemplazar un nivel 
de verdad por otro, intentándose con ello replantear teorías masculinas instituidas, 
universales y abstractas, por otras igualmente estrictas” (Kohen, 2000). 
Finalmente, la tercera etapa de la teoría jurídica feminista,  según Kohen, “la misma se 
enmarca en última etapa de la década de los 60, y conceptualiza al derecho como masculino, 
por cuanto encarna los paradigmas de neutralidad, objetividad e imparcialidad, que rodean 
en su estructuración una concepción machista, consecuentemente, se instrumentalizaría 
subrepticiamente  las desproporciones que cometa el patriarcado, y que en cierta medida la 
propia ley reproduce”. Del mismo modo, señala la autora, que en torno a las teorías de este 
segmento, el derecho no constituiría el puente masculino en la hegemonía de las féminas, 
mucho menos su incorporación en los valores de la práctica masculina, en contraste, dichas 
posiciones asentirían que el derecho ostenta  una lógica intrínseca que fácticamente no 
tendría, optándose por desertar las magnas corrientes, para dar la debida importancia 
mediante el estudio a determinadas instancias. Por lo que, se concluye que el derecho tiene 
un tratamiento diferenciado al sexo femenino, del mismo modo, puede constituirse en una 
herramienta de innovación social y energía que coadyuva a la protección de las mujeres en 
su respectivo lugar. Empero, revelan el hecho que en los distintos matices en los cuales  la 
ley interviene en la vida de las féminas, éste  punto actualmente resulta ser trascendental en 
la lid feminista. (Kohen, 2000). 
Es cierto que, podría alegarse que el actual contexto social,  ha progresado en este tópico, 
sin embargo,  aún se evidencian algunas peculiaridades que persisten. Por ejemplo, en el 
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caso de las mujeres de los sectores sociales pobres, ya sea que laboren o no en sus domicilios, 
tiene como cargo principal las tareas domésticas, dentro de las cuáles, evidentemente se 
posiciona la de servir a su marido, del mismo modo las mujeres adineradas, no están 
dispuestas a afrontar el trabajo del hogar, contrata para ello personas que se encarguen de 
dichas labores que no quieren hacer, con el detalle que se trata de personas del mismo sexo; 
aún en el caso concreto, la estructura en el seno familiar continuará es el punto central. Bajo 
esa premisa, se podría colegir que, la economía  para el sustento de la familia, recaería en el 
varón, y que el aporte de la fémina resulta ser adicional a sus otras actividades, lo cual en 
diversas ocasiones incide en desmedro sobre la remuneración que perciben – de forma 
genérica buscan empleos a medio tiempo para no descuidar su hogar, creándose de esta 
manera un sometimiento de ellas para con los hombres, al menos en el tema económico 
(Censori, 2014). 
El derecho comparado en el delito de femicidio 
Guatemala  
Guatemala, forma parte de los estados donde los indicadores de violencia contra la mujer 
son elevados, por el constante asesinato a mujeres; llegándose a determinar que la edad 
media entre las víctimas es de los 15 a los 44 años; y que se han acrecentado con el devenir 
de los años. Esta clasificación de delitos específicos en agravio de las mujeres, tienen ciertos 
matices, donde se trasluce a una sociedad intolerante a las relaciones entre géneros. Un 
estudio estadístico de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), resaltó 
que en el intervalo de los años 2001-2004 ocurrieron 1.118 homicidios contra mujeres; en 
tanto que entre los meses de enero a septiembre del año 2004, se reportaron 352 casos de 
féminas asesinadas. Se concluyó que el 28% de mujeres, previo a su asesinato sufrió 
violencia sexual, mientras que el 31% fueron previamente amenazadas y ejercieron 
violencia. 
Que, el informe “Guatemala: Ni protección ni justicia: Homicidios de mujeres en 
Guatemala”, emitido por Amnistía Internacional  en el año 2005, precisa que,  los escenarios 
de violencia hacia la mujer, nace como consecuencia del contexto histórico y cultural donde 
las mujeres son consideradas inferiores; situación que se tornó evidente en el ínterin de la 
guerra civil, la cual se extendió por 36 años. 
A lo largo de esta fase se ha incrementado el clima de violencia, trayendo como resultado 
impunidad. Éste precepto “impunidad”, en las averiguaciones en torno a casos de homicidios 
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de féminas en Guatemala, es el principal distintivo. Las limitaciones para determinar 
exitosamente este tipo de crímenes, son: la ausencia de exámenes físicos o científicos, 
carencia de recursos personales y logísticos, necesarios para investigar esta clase de delitos, 
infraestructura deficiente, aunada a la poca o nula voluntad política; determinan que gran 
parte de las indagaciones no sobrepasen la etapa inicial de un proceso. De igual forma, es 
una tarea titánica realizar un análisis de la dimensión de la violencia contra las mujeres en 
Guatemala, debido a la imprecisión y carencia información fidedigna. (Aguilar, 2013). 
Toledo Vásquez, señala que la figura legal del feminicidio se añadió a la legislación interna, 
a través del Decreto N° 22/2008 - Ley contra el Femicidio y otras formas de Violencia contra 
la Mujer, que data del mes de mayo del año 2008. (Toledo, 2011). 
“La legislación de Guatemala, señala que el homicidio contra una mujer sea considerado 
como feminicidio, será preciso tener en cuenta los siguientes términos: 1) el crimen se 
origine dentro de un contexto de  relaciones disímiles de poder entre varones y féminas; 2) 
se produzca el crimen de una fémina por su condición de tal; y 3) se produzca alguno de los 
escenarios enumerados en los literales a) a h) del art. 6 de la ley. Aclarado este punto, el 
autor puntualiza que la estructura de sus dos primeros elementos, y la imprecisión fáctica, 
dan como resultado que tales elementos generen cierta incertidumbre jurídica, o respecto a 
los requisitos exigidos para acreditarlo, lo cual colisiona con el Principio de Legalidad. Por 
otra parte, respecto a los otros requisitos, si bien es cierto representa un menor rango de 
dificultad en el tema probatorio respecto a los primeros, sin embargo, no se encuentran 
excluidos de aristas.  
Conforme señala la autora, tanto es así qué, el inciso c), al describir la premisa “antecedentes 
de violencia contra la mujer”, supondría una conculcación al principio non bis in idem, por 
haberse sancionado nuevamente por los mismos hechos” (Luciano, 2014). 
México: el caso de Ciudad Juárez 
El escenario en Ciudad Juárez es representativo, por cuanto forma parte de las tantas 
metrópolis con mayor incidencia en asesinato contra mujeres lo cual en la última década se 
ha dado de forma paulatina; debido a los diversos matices sociales, económicos y culturales, 
lo que ha motivado una colisión entre ambos sexos; concepción que no ha sido desarraigada 
mentalmente de la sociedad. Que, a comienzos del año 1999, la comunidad internacional ha 
puesto énfasis en los complejos sucesos acaecidos en Ciudad Juárez, siendo que su principal 
recomendación se enfoca en dar soluciones pragmáticas céleres a las víctimas. Para el mes 
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de noviembre de 2003, especialistas de la “Agencia de las Naciones Unidas contra la Droga 
y el Delito”, entregaron una crónica pormenorizada respecto a la gestión en Ciudad Juárez, 
Chihuahua y el Distrito Federal México; donde se hace hincapié  y se responsabiliza al 
Estado por una serie de omisiones en el decurso de las indagaciones y en los procesos. El 
informe emitido por el Comité de la CEDAW sobre México, en el año 2004, mostró una 
magnánima intranquilidad por la persistencia de más de diez años de aberrantes violaciones 
contra los derechos humanos cometidos en agravio de mujeres, que actualmente no han sido 
erradicados y menos sancionados. El contexto de los acontecimientos en Ciudad, resulta ser 
un caso emblemático, por cuanto representa las secuelas de una globalización económica 
cimentada en el modelo neoliberal; la cual involucra alarmas en la vida de las féminas, las 
cuales son apreciadas como artículos que pueden ser adquiridos. La sociedad, construye la 
idea imperante del concepto “impunidad”, y ello se ve reflejado en la discriminación de 
género, que conlleva a situar a las mujeres como “subordinadas” y restarle la condición de 
“sujeta de derecho”, tópicos que inciden en la extrema violencia contra la mujer, lo cual se 
ve reflejado en los cruentos asesinatos en esa ciudad. Es preciso mencionar que por espacio 
de 10 años, fueron asesinadas en Ciudad Juárez, más de 320 mujeres; empero, las 
organizaciones que conforman la sociedad civil dan cuenta que el número real de víctimas 
se eleva a 359. Las víctimas asesinadas previamente fueron raptadas, violadas y torturadas, 
incluso los cuerpos de las víctimas fueron encontrados con vestigios de abusos sexuales y 
amputaciones (Aguilar, 2013). 
Que, luego de levantar las sugerencias conclusivas, respecto al sexto informe periódico de 
México, elaboradas en 2006, el comité de la Convención para la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer –CEDAW-,  proporcionó al Estado una serie de 
directrices, con la finalidad que adoptaran los reajustes necesarios, para tratar de erradicar la 
violencia contra la mujer, sugiriendo que se dé celeridad a la aprobación de la modificación 
del Código Penal, el cual tipifica como delito al femicidio. 
Código Penal Federal Mexicano. 
Artículo 325. 
Comete el delito de feminicidio quien prive de la vida a una mujer por razones de género. 
Se considera que existen razones de género cuando concurra alguna de las siguientes 
circunstancias: 
I. La víctima presente signos de violencia sexual de cualquier tipo;
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II. A la víctima se le hayan infligido lesiones o mutilaciones infamantes o degradantes,
previas o posteriores a la privación de la vida o actos de necrofilia; 
III. Existan antecedentes o datos de cualquier tipo de violencia en el ámbito familiar, laboral
o escolar, del sujeto activo en contra de la víctima;
IV. Haya existido entre el activo y la víctima una relación sentimental, afectiva o de
confianza […]. 
Colombia 
El Informe del año 2004, formulado por  Amnistía Internacional, señala que: “En Colombia, 
las féminas luchan por la vigencia de sus derechos, muchas veces se encuentran propensas a 
recibir amenazas y hechos de violencia, y en el caso más extremo a morir producto de la 
guerra civil entre los bandos en disputa”. El contexto, es tan preocupante que según las cifras, 
cada dos días fallece una fémina como resultado del conflicto interno. En Colombia se 
correlacionan los preceptos “entorno de violencia” y “diferenciación contra la mujer”, 
producto del conflicto interno que se perenniza. El 47% de mujeres en dicho país, conforme 
precisa la Encuesta Nacional de Demografía y Salud, han sufrido violencia por su pareja. 
(Aguilar, 2013). 
En la actualidad, el delito de femicidio, en el Código Penal Colombiano, se encuentra 
tipificado del siguiente modo: 
‘‘Artículo 104 A. Feminicidio. Quien causare la muerte a una mujer, por su condición de ser 
mujer o por motivos de su identidad de género o en donde haya concurrido o antecedido 
cualquiera de las siguientes circunstancias, incurrirá en prisión de doscientos cincuenta (250) 
meses a quinientos (500) meses.  
a) Tener o haber tenido una relación familiar, íntima o, de convivencia con la víctima, de
amistad, de compañerismo o de trabajo y ser perpetrador de un ciclo de violencia física, 
sexual, psicológica o patrimonial que antecedió el crimen contra ella. 
e) Que existan antecedentes o indicios de cualquier tipo de violencia o amenaza en el ámbito
doméstico, familiar, laboral o escolar por parte del sujeto activo en contra de la víctima o de 
violencia de género cometida por el autor contra la víctima, independientemente de que el 
hecho haya sido denunciado o no.[…]. 
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Argentina 
En Argentina, se tiene como antecedente histórico que, los derechos civiles de las féminas, 
son objeto de limitación. Que, producto del régimen conservador y falaz durante la década 
siniestra, el sufragio de la mujer venía prorrogándose, por lo que en el año de 1947, 
recientemente fue implementado; ello dentro del periodo presidencial de Juan Domingo 
Perón, siendo su primera vez en las elecciones del año 1952, mientras tanto en Estados 
Unidos, una política de igual envergadura había sido corregida en la década de los años 1920, 
o en Chile que, se corrigió en el año 1934. La igualdad en la vida política tanto de varones y
féminas, se integró con la igualdad jurídica entre cónyuges y la patria potestad simultánea 
que, avaló el artículo 37 (II.1) de la carta magna de 1949. 
En el presente caso, no existe un informe estadístico oficial en torno al tema, Argentina no 
fue parte del Informe que presentó Naciones Unidas en el año 2015, respecto a la posición 
coyuntural de las féminas en el mundo. Desde el 2008, la directora de la Casa del Encuentro, 
reclama al gobierno nacional datos oficiales. Según, encuestas realizadas por la Asociación 
Civil la Casa del Encuentro, presidida por Fabiana Tuñez, muestra el siguiente cuadro: una 
fémina víctima de asesinato cada treinta horas, y el riesgo más latente en la producción de 
su muerte proviene de su propio hogar  (producto de una relación convivencial con su pareja, 
novio o marido) que en la vía pública. En el año 2014, los feminicidios incrementaron hasta 
en un 14% con relación al año anterior, donde las edades de las víctimas fluctúan entre los 
19 a 50 años. 
Desde el año 2008, se han reportado 2098 mujeres asesinadas, en un escenario de violencia 
de género, y solo en  2014, se obtuvo datos que, 200 niños sufrieron la pérdida de sus madres. 
Los datos, reportan que en el año 2014 se produjeron 277 asesinatos, en donde solo 39 de 
ellos eran denunciados, entre tanto, en otros cuatro casos se emitía una orden de supresión 
al agresor. Principalmente, Las jurisdicciones de Buenos Aires, Córdoba y Salta, encabezan 
la lista. La comisión de estos crímenes, dejó sin madre a un número de 330 personas, 200 de 
los cuales, no sobrepasan los 18 años. La colectividad, reclama ante el Poder Legislativo, la 
implementación de un reglamento que suprima de plano la patria potestad al victimario, lo 
cual evitaría recurrir judicialmente (Zambrano, 2015). 
En el año 2010, el asesinato de Wanda Taddei, cometido por su entonces pareja Eduardo 
Arturo Vázquez, ubicó desde una perspectiva amplia el precepto “violencia de género” y la 
coyuntura de los feminicidios en Argentina; de esa forma, los medios de comunicación y la 
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sociedad se fueron involucrando en dicho tema. En el año 2012, se implementó  la ley contra 
el feminicidio. 
El 03 de junio del año 2015, se llevó a cabo una jornada de grandes magnitudes, en diversas 
ciudades tanto de Argentina, Chile y Uruguay, resaltando el rótulo "Ni una menos". Esa 
circunstancia coadyuvaría a concientizar a la sociedad, en torno a la magnitud de tales 
crímenes, lo cual se vio plasmado en un considerable incremento de denuncias, teniendo 
como escenario la violencia de género. Pese a ello, las cifras de feminicidios se acrecentaron 
considerablemente en el mes de octubre. 
El Código Penal Argentino, actualmente acoge el delito de feminicidio, en  los siguientes 
términos: 
‘‘Artículo 80.- Se impondrá reclusión perpetua o prisión perpetua, pudiendo aplicarse lo 
dispuesto en el artículo 52, al que matare: 
1º A su ascendiente, descendiente, cónyuge, ex cónyuge, o a la persona con quien mantiene 
o ha mantenido una relación de pareja, mediare o no convivencia. (… )
4º Por placer, codicia, odio racial, religioso, de género o a la orientación sexual, identidad 
de género o su expresión. (Inciso sustituido por art. 1° de la Ley N° 26.791 B.O. 14/12/2012) 
11° A una mujer cuando el hecho sea perpetrado por un hombre y mediare violencia de 
género. 
12° Con el propósito de causar sufrimiento a una persona con la que se mantiene o ha 
mantenido una relación en los términos del inciso 1°. 
Cuando en el caso del inciso 1° de este artículo, mediaren circunstancias extraordinarias de 
atenuación, el juez podrá aplicar prisión o reclusión de ocho (8) a veinticinco (25) años. Esto 
no será aplicable a quien anteriormente hubiera realizado actos de violencia contra la mujer 
víctima”. 
Chile 
A nivel social y político en el país de Chile, la acepción del  vocablo femicidio emerge por 
intermedio del movimiento feminista, que realiza uso de él desde inicios de la década,  para 
referirse a la muerte de féminas que, tanto la prensa y la colectividad la catalogaban como 
“crímenes pasionales”. En el año 2004, se llevó a cabo en el país, la primera investigación, 
respecto de este fenómeno criminógeno, siguiendo la tendencia palmaria con motivo del 
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estudio de Carcedo y Sagot (2000) en el país de Costa Rica, y su respectivo plan a nivel 
regional llevado a cabo en 2001,  por la Red Feminista Latinoamericana y del Caribe contra 
la Violencia Doméstica y Sexual “Por la vida de las mujeres: Ni una muerta más” (Toledo, 
2012). 
Las actuación de las organizaciones feministas, sin embargo, no eran encaminadas a 
cuestionar la tipificación del delito; su perspectiva era modificar el contexto en el cual se los 
homicidios de mujeres se producían, poniendo especial énfasis en los realizados por sus 
parejas, los cuales eran clasificados como “crímenes pasionales”, y de forma indirecta 
“justificados” desde igual óptica. La denuncia, formulada por el movimiento feminista, 
obtuvo una  transformación evidente con el devenir de los años posteriores, del mismo modo 
atrajeron notoriedad en la “prensa seria”, los homicidios de mujeres; inclusive, en mayor 
magnitud a las crónicas de “sucesos”. El impulso para añadir la figura penal de feminicidio 
en la normatividad interna, se llevó a cabo en abril del año 2007, a través del respectivo 
trámite legislativo, encabezado por un sector de diputados y diputadas desde el Congreso 
Nacional, en especial por dos diputadas feministas vinculadas al colectivo feminista. 
La implementación legislativa del delito de feminicidio, no constituye una expresión como 
petición del colectivo, su tipificación ha sido materia de debate en unidad con los colectivos 
de mujeres. El proyecto de ley se justificaba, bajo las siguientes premisas, “entre la gama de 
delitos que producen más pavor en la colectividad, se encuentran aquellos relacionados al 
contexto familiar, y que  tiene a las mujeres como víctimas, concretamente, cuando se 
producen en el escenario de una relación sentimental”. Ante esta eventualidad, la 
inicialmente se postulaba que el marco legal vigente contemplaba “tipos deficientes que no 
cumplían teleológicamente con el tema, y que además concedía a los victimarios ciertos 
beneficios que permitían atenuar su pena” 
Actualmente, el tipo penal se encuentra descrito del siguiente modo; 
“Art. 390.-El que, conociendo las relaciones que los ligan, mate a su padre, madre o hijo, a 
cualquier otro de sus ascendientes o descendientes o a quien es o ha sido su cónyuge o su 
conviviente, será castigado, como parricida, con la pena de presidio mayor en su grado 
máximo a presidio perpetuo calificado. 
Si la víctima del delito descrito en el inciso precedente es o ha sido la cónyuge o la 
conviviente de su autor, el delito tendrá el nombre de femicidio”. 
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El delito de Feminicidio en Perú 
Los indicadores de violencia contra la mujer en el Perú se han acrecentado en forma 
exponencial, los registros presentados por Ministerio Público muestran incidencia de 
homicidios por razones de género, equivalente a las analizadas en años precedentes. De tal 
registro, se advierte que durante el año 2010, las mujeres víctimas de homicidios  reportados, 
el 46.8 % fue asesinada por su pareja, ex parejas, familiares y/o personas que la conocían –
hombres-, entre tanto que el 3.8 % de los hombres se encontró en similar contexto 
(Ministerio Público del Perú, 2011). Lo reseñado, se evidencia en forma notoria, si se toma 
en cuenta que, del número integral de víctimas de homicidios, el 79.4 % fueron hombres y 
el 20.6 % fueron féminas, y en el caso específico de la mujeres hubo una propensión a que 
su muerte se efectuó por personas de su entorno (Ministerio Público del Perú, 2011). Del 
mismo modo, Motta y Enciso (2018) lo contrastaron con las cifras proporcionadas por el 
INEI, las cuáles indican que en el año 2017, el íntegro de personas asesinadas por sus parejas, 
asciende al 78 %, las cuáles fueron féminas, mientras que el 22 %  fueron hombres. Además, 
del número íntegro de varones asesinados, el 1.7 % fue cometido por su pareja o ex pareja; 
y en contraste, en el caso de las mujeres la cantidad asciende al 22.2 %. (Ministerio Público 
del Perú, 2011). 
Aunque el concepto de femicidio no se restringe a evaluar la correlación entre el autor del 
acto con las mujeres, sino el contexto de discriminación, es importante añadir que debe 
tomarse en cuenta los datos que arrojan  las estadísticas. Ello en razón que la mayoría de 
feminicidios se originan en la esfera privada de las mujeres, los cuáles son producidos tanto 
por parientes, parejas o ex parejas, quienes asumen que son de su propiedad, las minimizan 
y segregan, conforme se puede verificar en las cifras consignadas por el Observatorio de 
Criminalidad del Ministerio Público del Perú (Ministerio Público del Perú, 2015). Los datos 
estadísticos del MIMP (2018) del mismo modo expresan eso, y ello se ve reflejado en que 
53 % de los casos de femicidios acaecidos entre los meses de enero a setiembre de 2018, 
atendido por los Centros de Emergencia Mujer (CEM), fueron producidos por la pareja de 
la víctima; mientras que un 18%  fueron provocados por sus ex parejas; y finalmente un 6% 
fueron realizados por otro familiar.  
Es preciso señalar que, las estadísticas concatenadas por el MIMP, ascienden a 2631 casos 
de feminicidios que fueron evacuados por los (CEM), tanto consumados y en grado de 
tentativa, los cuáles ocurrieron en el intervalo del mes de enero 2009 al mes de septiembre 
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de 2018 en Perú (MIMP, 2018). Sobre la base de lo señalado por esta entidad y tomando en 
consideración la fase del año 2007, en donde se produjeron 368 feminicidios tanto 
consumados como en grado de tentativa, concluyéndose que, el índice de femicidios por 
cada 100,000 féminas peruanas sería de 2.327. 
La Violencia de Género 
La concepción del precepto violencia afirmada en cuestiones de género, sugiere aquella 
conducta que tiene una estrecha vinculación con una percepción social, donde se minimiza 
a las mujeres y deprecia lo femenino, al mismo tiempo se generan barreras que acentúan las 
diferencias de género (MIMP, 2016; Valega, 2019). Bajo esa premisa, gran parte de los 
escenarios en los cuales se produce las agresiones contra féminas, constituirían violencia de 
género, con la precisión que ambos preceptos no son del todo correlativos, por cuanto el 
segundo sitúa sus bases en la cimentación e imposición de sus premisas del sistema de 
género, dicho en otras palabras, de aquellos paradigmas en relación de lo masculino y lo 
femenino, analizados previamente. (MIMP, 2016). 
Una visión global 
La violencia de género es un conflicto, que no es indiferente al mudo. Los índices tanto de 
mujeres y niñas víctimas de éste flagelo, es preocupante: se manejan cifras aproximadas 
donde señalan que una de cada tres mujeres fue agredida sexualmente, compelida a mantener 
relaciones sexuales o vejada de diversas formas, ocurre frecuentemente con personas 
allegadas a ella. Una de cada cuatro mujeres ha sido vejada en pleno proceso de embarazo. 
Las mujeres que sufren tanto maltrato físico como abuso sexual,  están propensas en un 16% 
más, de procrear un niño debilitado al nacer; poseen altísimas posibilidades de sufrir 
interrupción del embarazo y, en determinadas provincias, la cifra se acrecienta a un 50% 
más, de adquirir el virus del VIH. 
Se pronostica que, de cada cinco mujeres, una en el mundo sufrirá violación sexual y/o 
tentativa, en el transcurso de su vida. Generalmente los jóvenes, forman gran parte de las 
víctimas. Se promedia que en nuestro planeta aproximadamente unas 600 millones de 
mujeres, habitan en países que excluyen de pena, la violencia del hogar. La reiterada 
inoperatividad de prevenir y sancionar la violencia contra las mujeres -incluidas niñas-, 
ocasionan se agudice el problema. 
22 
La exposición sexista de las mujeres y las niñas, se manifiesta como una violación de sus 
derechos individuales. La falta de represión de quienes cometen esta clase de agresiones, y 
los miedos que provocan sus acciones tienen consecuencias en todas las mujeres y niñas. 
Del mismo modo incide a nivel internacional, ya que limita su aporte que ellas brindarían a 
la paz, el avance y el desarrollo internacional. (Fondo de Población de las Naciones Unidas 
UNFPA, 2017). 
La relación entre los Derechos humanos y las mujeres 
El término derechos humanos, desde una perspectiva de prototipos éticos con efectos 
jurídicos, emergen de la necesidad humana de contar con entornos adecuados para un modo 
de vida digno, ello ha sido consecuencia de un prolongado proceso de edificación y mutación 
en el transcurso de los últimos dos siglos. Pese a ello, no debe establecerse una cronología 
histórica recta en la especificación de los derechos, sí se examinan las discusiones temáticas 
efectuadas por los entes internacionales, conforme a la secuencialidad de los sucesos. Se 
especula que tanto los derechos civiles y políticos forman parte de los derechos de "primera 
generación"; mientras los derechos sociales, económicos y culturales, pertenecen a la 
"segunda generación"; y los derechos: a la paz, a un ecosistema equilibrado y al desarrollo, 
pertenecen a la "tercera generación", mientras que los derechos de los pueblos forman parte 
de la "cuarta generación". Últimamente se ha  desplegado en este acontecer un concepto de 
los derechos humanos que en cierta medida desaprueba la importancia global del 
androcentrismo y del paradigma del hombre de occidente. Como correlato de ello, se ha 
evidenciado la atención primordial de las necesidades de los sujetos, independientemente 
del género, raza, edad o de cualquier otra cualidad. La afirmación de esta disparidad no 
conlleva a la fragmentariedad o categorización del ser humano, ergo, contribuye a una 
verdadera universalización de los derechos humanos, así como de los individuos y, sobre la 
base del principio de pluralidad y el acatamiento de las divergencias y de la multiplicidad. 
Actualmente, es indispensable considerar los tópicos: derechos humanos y violencia de 
género contra féminas, desde una óptica que brinde opciones de un cambio cultural, 
debiendo tenerse en consideración temáticas que se entrelazan estrechamente con el reparto 
disímil del poder en las sociedades, requiriéndose cambios drásticos en este tópico. 
Asimismo, la óptica de la sociedad que demanda el acatamiento de los derechos de las 
mujeres, debe instalarlas en el eje central de las evoluciones con sus variadas maneras de 
discernir, apreciar y comportar. Sus vivencias auténticas y usuales deben tomarse 
referencialmente en la reformulación de la magnitud del concepto “derechos humanos”, 
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dado que su concepción y pragmatismo no son aislados en la vida de los individuos. La 
evolución de la democratización en Latinoamérica y los países del Caribe, luego de una fase 
donde se evidenciaron cuantiosas aberraciones a los derechos humanos, brindan hoy por hoy 
un amplio panorama social, para la sensibilización, las denuncias, el respaldo y apoyo ante 
acontecimientos de éste tipo. Empero, la fase de liberación de los paralelismos de género 
aún se encuentran en proceso, no obstante con el pasar del tiempo se ve reflejado un mayor 
consenso, en el extremo que es ineludible estigmatizar a las mujeres con perspectivas de 
sumisión o de sometimiento en la interrelación de ambos sexos y de la misma manera tendría 
que cambiarse el concepto de las acometimientos que se despliegan en contra ellas y 
reivindicar sus derechos a estar exentas de actos que impliquen violencia. En Latinoamérica, 
esto, nos inclina a colegir subsecuentemente: 1) el goce integral de los derechos humanos es 
un clausula importante de la evolución y la actuación del ejercicio ciudadano, y 2) que se 
evidencian confrontaciones entre los derechos colectivos e individuales, del mismo modo 
surge una colisión entre el principio de igualdad y el derecho a la diferencia, aristas que 
tendrían que vencerse. Resulta claro el contexto respecto a las conculcación de los derechos 
humanos, donde se perjudican tanto hombres y mujeres, su reacción y su representación se 
modifican  dependiendo el sexo de la persona agraviada. Al mismo tiempo, gran parte de las 
transgresiones a los derechos de las féminas, donde prima la diferenciación y la arbitrariedad, 
de las cuales son objeto, obedecen  neurálgicamente al ostentar la condición como tal. Pese 
a que concurren diversos componentes, tales como: la raza, la posición social, las 
preferencias sexuales, las capacidades diferentes y las ideologías políticas y religiosas, que 
determinan la victimización de las féminas, usualmente todo ataque acometido contra una 
mujer tiene consigo una particularidad que admite conceptualizarla como “violencia de 
género”. Entendemos la acepción violencia de género, como la ejecución de la agresión que 
se evidencia con la latente anomalía entre varones y mujeres en el contexto de sus relaciones 
de poder, y que inmortaliza en la sumisión y degradación en relación de lo femenino a lo 
masculino. Tiene como particularidad responder al patriarcado como engranaje  que incide 
en un cúmulo de destrezas habituales sintetizadas, obstaculizando los derechos de las 
féminas y acrecentando el desbalance y diferencias que coexisten entre ambos sexos. La 
discrepancia entre esta variante de violencia y otras representaciones tales como agresión y 
coerción, gravita en el solo hecho de ser mujer. En el paso de la historia, las diferentes 
modalidades de violencia, se han presentado en las sociedades como consecuencia del 
predominio que ciertos grupos ejecutan sobre otros. Consecuentemente, el conculcamiento 
de los derechos humanos de las féminas que atañen tanto de manera inmediata o indirecta 
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con el régimen de género y los valores culturales absolutos. El quebrantamiento del binomio 
derechos de las féminas y  violencia de género, no constituyen dificultades contemporáneas; 
sugiere comportamientos que en tiempos no muy lejanos eran socialmente aceptados, y que 
encontrándose ajustadas habitualmente a la esfera de la vida privada, eran poco reconocidas. 
Sin embargo, es claro que el cruce de razas en Latinoamérica y el Caribe se cimenta en un 
prototipo asentado en la vejación de las féminas nativas. Por otro lado, investigaciones de 
contenido histórico elaboradas en determinados países, dan a conocer que la violencia física 
o "sevicia" en relación de los varones hacia sus mujeres, eran hechos evidentes y conocidos
entre los siglos XVIII y XIX, considerándose a la agresión como “correctivo”, admisible 
para las mujeres que incumplían sus roles en la sociedad. A pesar de ello, actualmente el 
desasosiego por las mujeres que son víctimas de violencia de tipo físico, sexual y psicológico 
dentro del entorno familiar, laboral y educacional. Ahora, se aprecian reformas 
determinantes en la captación del inconveniente, que manifiestan a la recóndita controversia 
de la esencia de la violencia relacionada entre los géneros, dado que la valoración de la 
violencia como algo nocivo, ya sea en sus diversas manifestaciones de la vida social, es aún 
más genérica. Bajo la premisa violencia de género, conforme al área de relación-ejercicio de 
poder en el cual acontecen los determinados sucesos, se califican como crímenes, las 
vejaciones sexuales, el incesto, el acoso sexual en el centro laboral y en los establecimientos 
educativos, la violencia sexual contra las mujeres recluidas, la violencia de mujeres víctimas 
de trata de personas. No obstante, en éste sector, estas manifestaciones de violencia 
exacerbada no se examinaron prodigiosamente y, de forma genérica, aún no se ejecutan 
investigaciones determinadas respecto este punto o  no se las ha considerado. La 
contrariedad frecuente es la violencia de género, la cual se origina en la esfera doméstica y 
en el entorno familiar; respecto a éste documento se le asigna especial énfasis, puesto que 
en relación a la fémina en los últimos años se han generado prácticas corporativas 
trascendentes, se han incorporado modificaciones fundamentales en las legislaciones y 
codificaciones, asimismo, se han ramificado gestiones agrupadas de féminas. La obscuridad 
de las crónicas producidas entre varones y mujeres, así como sus respectivas causas y 
efectos, las diferentes maneras de distinción, los paradigmas en los cuales se representan y 
la transgresión en torno a los derechos humanos que le corresponden en condición de 
mujeres, no se limitan únicamente a un problema de violencia. No obstante, no pueden ser 
pasibles de análisis los diversos tópicos de la desigualdad social, sin tener en atención este 
supuesto, como una manifestación drástica de la discrepancia y la desigualdad de género 
(Nieves, 1996). 
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La Violencia de Género como conculcación a los Derechos Humanos 
Tanto féminas y hombres, indistintamente, son titulares de una gama de derechos y 
libertades, del mismo modo al respeto de su autodeterminación, conforme a los diversos 
instrumentos internacionales, como: la Declaración Universal de Derechos Humanos, el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, y la Convención sobre la erradicación de las diferentes 
formas de exclusión contra la mujer. 
Del mismo modo, de la gama de derechos recopilados en tales instrumentos, en 
Latinoamérica y el Caribe se han hecho eco voces que demandan a favor de las mujeres 
derechos específicos. De esta manera, se reclaman el derecho a ser agentes receptoras del 
progreso, en perspectiva del incremento de la discriminación social y la secuela de la 
recesión, el coste social de las directrices de acomodo piramidal y las restricciones en materia 
de estrategias sociales para equilibrar los rezagos de las variaciones económicas. Igualmente, 
se reclama el derecho a la contribución a la vida política  y social, en el contexto de una 
evolución equilibrada que conceda la potestad de determinación en las personas. De igual 
manera, se preponderan los derechos de reproducción, asumidos como aquel derecho de la 
mujer a ser atendida adecuadamente en su proceso de gestación, el parto y el post-parto, a 
tener posibilidad de acceder a métodos anticonceptivos suministrados responsablemente, a 
disponer discrecionalmente en qué momento desee procrear hijos y cuántos tener y, lo más 
importante, a tener un libre control de su anatomía. (Comisión Económica para América 
Latina, 1990). 
Aunque es cierto que, a partir de los años 1970, las mujeres de la zona han participado 
activamente en la ideología en resguardo de los derechos humanos, pero ello no implica que, 
necesariamente hayan traído consigo a su entorno reivindicaciones de género. 
Contemporáneamente, a fines de la década de los 80, emerge con gran impacto la cognición 
y pragmatismo de las féminas como sujetas de derecho, que empiezan a poner en tela de 
juicio el enfoque esencial de las categorías sociales y la experiencia de su acatamiento como 
regla. Dado el contexto, sus pretensiones respecto a los derechos humanos también vienen 
como correlato de sus pretensiones constructivas de representaciones recientes en el ejercicio 
de la ciudadanía y de su aspiración de adherirse a ésta en sin distinción alguna, ello en razón 
al principio que acuña el siguiente precepto "derecho a tener derechos". Al mismo tiempo, 
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la incardinación con la temática “violencia de género a los derechos humanos”, brinda 
nuevos postulados para el  análisis y  disputa, para erradicar finalmente con la discriminación 
contra la mujer. Empero, sopesa el hecho en que el prototipo de los derechos humanos se 
cimento sobre la base de que tanto los derechos civiles y políticos -particulares- se ubican 
en el ámbito social, lo cual origina que se ignoren las vejaciones que acontecen en el grupo 
familiar. De esta forma, los crímenes en agravio de las mujeres son considerados de tal forma 
en la medida en que se acercan a los supuestos de hecho tipificados en los textos codificados 
y los tratados entre naciones. Por ende, las mujeres iniciaron su lucha por la reivindicación 
y evolución de sus derechos reconocidos a nivel internacional, de tal manera que las 
relaciones de género se traducen en el vocablo “desigualdad”; igualmente, se ha evaluado 
en realizar una nueva lectura del ámbito público y privado, y, por lo tanto, circunscribir  los 
derechos humanos, dado que esta divergencia ha obstaculizado a las féminas en el ejercicio 
de su ciudadanía. La violencia de género ejercida en el seno del hogar, supone una 
conculcación a las directrices reconocidas en la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos. Adicionalmente, se considera a la agresión contra las féminas, una vulneración al 
derecho a la vida, a la libertad y la seguridad personal (art. 3); del derecho a no ser víctima 
de torturas, penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (art. 5); de la igualdad ante la 
ley y el derecho a igual protección de la ley (art. 7); del derecho a recurrir a un tribunal 
imparcial (arts. 8 y 10); del derecho a transitar libremente (art. 13), y el derecho a la libertad 
de reunión y asociación (art. 20). Últimamente, se ha dado reconocimiento que el precepto 
“violencia de género” supone una vulneración del derecho a la identidad, pues se evidencia 
el grado de sumisión de la fémina respecto al hombre, así como la deformación del ser 
humano; del derecho al afecto, dado que el precepto violencia es contrapuesto a dicha 
manifestación; del derecho a la paz y a mantener relaciones interpersonales, en vista que 
supone un punto negativo en la solución de divergencias; del derecho a la protección, en 
razón que genera un escenario de desasosiego, el cual no emana únicamente del marido y la 
familia, sino del Estado, el cual se muestra indiferente al otorgar un marco de tutela a las 
mujeres, aunado al hecho que, la sociedad minimiza la problemática; del derecho al 
desenvolvimiento personal, dado que las féminas padecen daños psicológicos, lo que 
obstaculiza que exploten determinados talentos; del derecho a participar social y 
políticamente, por cuanto limita la ejecución de actividades extra domésticas 
(excepcionalmente de las nimias vinculadas a roles convencionales), como la intervención 
en colectivos o comisiones; el derecho a la libre expresión, y el derecho a una óptima salud 
corporal y psíquica.  
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En su período de sesiones, específicamente en la cuadragésimo séptima, la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, concuerda que la vulneración de los derechos humanos de 
las féminas, no se restringe a los hechos efectuados o avalados de forma directa por parte de 
los regímenes, sino que, en ellos recaería responsabilidad social y política por los actos 
ocasionados por terceras personas, dado que, se han implementado las directrices 
indispensables para prevenir, indagar y sancionar episodios de agresión. (Organización de 
las Naciones Unidas, 1993). 
De conformidad al presente postulado, el Estado se convertiría en encubridor de tales 
conductas, ello en el supuesto que no garantice a las mujeres un marco de protección 
adecuado para afrontar la eventual vulneración de sus derechos, del mismo modo por mostrar 
una conducta discriminatoria al omitir prevenir y sancionar actos que constituyan violencia 
de género, quitando la posibilidad de incorporar un marco de la protección legal a las mujeres 
donde primen condiciones de igualdad. De la misma forma, se refleja la inoperatividad del 
Estado en erradicar las barreras en torno  a las circunstancias sociales, económicas y 
culturales que forman mujeres frágiles ante la violencia de género, lo cual implica que esta 
sea la causante, en razón que debe coadyuvar a eliminar  las brechas existentes en las 
crónicas de género. Empero, el compromiso principal del Estado, de brindar un marco de 
garantía a los derechos humanos a los habitantes -sin distinción-, en cualquier escenario, no 
erradica la divergencia que se tiene respecto a una intromisión estatal despótica en la esfera 
privada de los ciudadanos y, por otro lado, la vigilancia de cualquier circunstancia que 
obstaculice la cimentación de las relaciones familiares neutrales; ambos tópicos importan un 
estudio sistematizado, el cual debe circunscribirse al contexto de las libertades 
unipersonales. Dado que los derechos humanos son inherentes, es imposible  preponderar 
unos encima de otros. Consecuentemente, los derechos de las mujeres deben tener el mismo 
énfasis que las restantes, y en bloque ponderarse con los más substanciales. La aplicación de 
una perspectiva integrada con conexión a los derechos humanos es lo que puede garantizar 
su existencia fáctica, con la finalidad que sean reducidos a meras categorías formales. 
(Comisión Económica para América Latina, 1992). 
Antecedentes en la tipificación del delito de Feminicidio en el Perú 
Ley N° 29819 
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El antecedente a la incorporación del delito de Femicidio en el Perú, fue el apartado 107 del 
Código Penal, el cual se viabilizó como resultado de la publicación de la Ley Nº 29819, de 
fecha 27 de Diciembre de 2011, el cual señala textualmente; 
Articulo 107.- Parricidio-Feminicidio 
“El que, a sabiendas, mata a su ascendiente, descendiente, natural o adoptivo, o a quien es o 
ha sido su cónyuge, su conviviente, o con quien este sosteniendo o haya sostenido una 
relación análoga será reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince años. 
La pena privativa de libertad será no menor de veinticinco años, cuando concurran 
cualquiera de las circunstancias agravantes previstas en los numerales 1, 2,3 y 4 del artículo 
108. 
Si la víctima del delito descrito es o ha sido la cónyuge o la conviviente del autor, o estuvo 
ligada a él por una relación análoga el delito tendrá el nombre de feminicidio” (Artículo 
único de la Ley N° 29819). 
La incorporación de la figura del feminicidio en la legislación penal, se produjo como 
corolario de la publicación de la Ley N° 29819, de fecha 27 de diciembre de 2011, el cual 
alteró el artículo 107° del Código Adjetivo, añadiendo al feminicidio al  figura penal de 
parricidio. Cierto es que, la anexión del delito de feminicidio involucró un reconocimiento 
de ciertos matices en torno a su tipificación, delimitó el hecho sobre la base de la 
correspondencia que el sujeto activo mantenía con la mujer (sujeto pasivo); determinándose 
que, si la persona que mataba tenía o había tenido relación conyugal, el conviviente o alguna 
persona vinculada en una relación símil para con la víctima, el feminicidio era el tipo penal 
aplicable. Sin embargo, dicha clasificación en su estructura típica presenta deficiencias, dado 
que no da una definición extensa que lo clasifique como un ítem de violencia de género. 
Como antítesis, lo define como el ejercicio de la violencia por la pareja y/o expareja de la 
agraviada (Laporta, 2012). Este conocimiento, conforme emana de lo reseñado en éste 
capítulo, resulta escasa, pues la violencia ejercida contra las mujeres se convierte en una 
problemática estatal donde sus causas estructurales que inciden en el ámbito individual. De 
manera adicional, hace hincapié que no existe norma extra penal que busque prevenir la 
violencia por cuestiones de género, de igual forma, integrar su sanción y erradicación a través 
diferente dispositivos jurídico-políticos. Aunque cierto es que, se encontraba vigente la  Ley 
N° 26260 - Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, publicada el 24 de diciembre 
de 1993, su campo de estudio no abarcaba el problema de violencia de género, limitándose 
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únicamente a contextos de violencia entre convivientes, cónyuges, ascendientes, 
descendientes y parientes hasta el cuarto grado de consanguineidad, además de sus 
cohabitantes. 
Ley N° 30068 
Posteriormente, la Ley N° 30068, publicada el 18 de julio del 2013, considero otorgar al 
delito de feminicidio una tipificación independiente, incorporándolo al artículo 108-B, de 
forma que sea abarcado como expresión de violencia por cuestiones de género. En 
consecuencia, se estableció el siguiente texto legal: 
Artículo 108-B.- Feminicidio 
Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de quince años el que mata a una 
mujer por su condición de tal, en cualquiera de los siguientes contextos: 
1. Violencia familiar; […]
La pena privativa de libertad será no menor de veinticinco años, cuando concurra cualquiera 
de las siguientes circunstancias agravantes: 
1. Si la víctima era menor de edad […]
La pena será de cadena perpetua cuando concurran dos o más circunstancias agravantes. 
Conforme puede advertirse, la reforma amplificó los alcances de la figura legal del 
feminicidio sin restringirlo a la sujeción victimario-víctima; sino delimitó el evento en 
relación a la acción y el entorno. En éste estadío la interpretación sistémica del delito de 
feminicidio, tanto del componente “por su condición de tal”, así como los escenarios de 
comisión, esencialmente del inciso cuatro, cimentaron las bases,  en que la comisión del 
delito castigaba la muerte de féminas en estadío de diferenciación estructural. De esta forma, 
quedó establecido que la figura del feminicidio supone un tipo de violencia basada en 
cuestiones de género. 
Ley N° 30323 
Posteriormente, mediante el artículo 1° de la Ley N° 30323, publicado el 07 de mayo de 
2015, modificó la figura del feminicidio, en el sentido que en la parte in fine del texto legal 
se añadió “en caso el sujeto activo procreara hijos con la víctima, del mismo modo sería 
sancionado con pena de inhabilitación tipificada en el inciso 5 del artículo 36° del Código 
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Penal”, ello con referencia a la imposibilidad de ejercer de la patria potestad, curatela o 
tutela.  
Decreto Legislativo N° 1323 
El Decreto Legislativo N° 1323 publicado el 06 de enero de 2017, mantuvo incólumes los 
elementos estructurales de la figura penal, agregando como agravante el término “que la 
víctima fuera adulta mayor” y modificó el término “padece discapacidad” a “tiene 
discapacidad”, lo cual obedeció al ajuste del modelo social de la discapacidad conforme a lo 
señalado en la Ley N° 29973 (Ley General de la Persona con Discapacidad). Del mismo 
modo, incorporó como agravante, igualmente del sometimiento al tráfico humano, el serlo a 
cualquier tipo de explotación humana. Asimismo, añadió la agravante del inciso 8) conexo 
a la comisión del delito por el agente con cognición de la presencia de hijas o hijos de la 
víctima o de niños, niñas o adolescentes que se encontraran bajo su tutela. Que, esta reforma 
adicionalmente aprobó la inhabilitación de conformidad al artículo 36° del Código Penal, 
sin que sea óbice su aplicación al inciso 5) del mismo.  
Dejando a salvo el correspondiente debate sobre las agravantes de la pena de manera 
genérica, resultó correcta la incorporación de una perspectiva intergeneracional que 
circunscribiera en el marco de protección a las personas adultas mayores, de un enfoque de 
discapacidad que no vea de forma anómala la discapacidad y del prototipo de la tutela 
integral de los niños, niñas y adolescentes.  
El delito de Femicidio vigente en la Ley Nº 30819. 
En definitiva, la Ley N° 30819, publicada el 13 de julio de 2018, que modifica el la figura 
legal del femicidio, se establece el presente texto: 
Artículo 108-B.- Feminicidio: 
Será reprimido con pena privativa de libertad no menor de veinte años el que mata a una 
mujer por su condición de tal, en cualquiera de los siguientes contextos: 
1. Violencia familiar. […]
La pena privativa de libertad será no menor de treinta años cuando concurra cualquiera de 
las siguientes circunstancias agravantes: 
1. Si la víctima era menor de edad o adulta mayor. […]
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La pena será de cadena perpetua cuando concurran dos o más circunstancias agravantes. 
En todas las circunstancias previstas en el presente artículo, se impondrá la pena de 
inhabilitación conforme a los numerales 5 y 11 del artículo 36 del presente Código y los 
artículos 75 y 77 del Código de los Niños y Adolescentes, según corresponda.  
La más reciente modificación en el Código Adjetivo, incorporara dos agravantes: (i) la 
acción del agente en estado de ebriedad, bajo el efecto de drogas tóxicas, estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas o sintéticas; y (ii) la agravante de comisión del delito con la 
presencia de cualquier niña, niño o adolescente, y no solo de los hijos de la víctima o niños 
que hubieran estado bajo su cuidado, como se señalaba precedentemente. 
Es preciso mencionar que la normativización y exegesis de la figura legal de feminicidio, se 
ha incardinado con la Ley N° 30364 - Ley para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
Contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar, publicada el 23 de noviembre de 2015, 
y su Reglamento de fecha 27 de julio de 2016. Este bloque de medidas, no solo otorga el 
derecho a las mujeres de una vida libre de violencia, sino que además engloba el derecho a 
la no discriminación, prohibición de no estigmatizar y  estereotipar, bajo concepciones de 
sumisión y subordinación, empero, desentrañan el significado de violencia contra la mujer 
por ostentar tal condición, concerniente en el tipo penal.  
En definitiva, es menester hacer precisión que la Ley N° 30364, su reglamento y la figura 
legal de femicidio forman el engranaje  más pertinente en la técnica legislativa, para 
enfrentar a la violencia contra las féminas basadas en cuestiones de género que, nuestra patria 
afronta.  
Consecuentemente, no se restringe a una reglamentación penal del femicidio, sino que 
institucionalizan políticas públicas de prevención y protectoras a las víctimas de violencia, 
cimentada en cuestiones de género (Laporta, 2012). 
Principio de Legalidad 
Repercusiones del principio de legalidad 
El principio de legalidad constituye la garantía penal más transcendental en el avance del 
Derecho penal contemporáneo, al reconocer que todo ciudadano anticipadamente tome 
conocimiento con precisión qué comportamientos están prohibidos y se hallen coercionados 
con la imposición de un castigo y qué conductas son lícitas (Castillo, 2012). Se cimenta en 
el aforismo nullum crimen, nulla poena sine praevia leage, es decir, determinado 
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comportamiento para ser calificado como un ilícito estará puntualizado de tal forma, con 
anticipación a la ejecución del comportamiento prohibido, y la sanción impuesta debe 
encontrarse previamente descrita en la ley. La legalidad pena, constituye, un límite a la 
actividad persecutoria del Estado, en el extremo que únicamente podrán reprimirse los 
comportamientos tipificados previamente como ilícitos en una norma ex ante a la 
consumación del ilícito. 
Bajo esta premisa, el principio de legalidad acoge determinados componentes: 
La Legalidad en sentido formal: Involucra, en primer lugar, la discreción autoritaria y 
fundamental de la ley, dicho de otro modo, en materia penal los delitos y las penas solo 
podrán regularse por medio de una ley, esta regulación no puede deponerse a otros 
compendios normativos, ni por la tradición, ni por el poder ejecutivo, ni por el poder judicial, 
pueden irrogarse la creación de normas penales, dicha facultad está restringida solo al poder 
legislativo y a través de leyes orgánicas, en los supuestos en los cuales se desarrollen 
Derechos Fundamentales y potestades públicas. 
La Legalidad en sentido material: Involucra una gama de precisiones, las cuáles son: 
Taxatividad de la norma: las normas tienen que ser claras, ésta exigencia admite cuatro 
componentes: a) La proscripción de la retroactividad de la ley penal, se debe considerar 
como pauta genérica que, las leyes penales son irretroactivas, salvo en el supuesto que 
favorezcan más al reo -lex praevia-; b) La interdicción de la equivalencia en el marco del 
derecho penal, lo cual significa, formar juicios y comportamientos sobre la base de la 
existencia y similitud de otro escenario -lex estricta-; c) Reserva legal, donde el 
conglomerado de crímenes y sus sanciones punitivas son determinadas por la norma, y 
únicamente serán creados por ésta, suprimiéndose otras formas de legislación en materia 
penal, tales como el derecho consuetudinario y las resoluciones judiciales. El juez 
especializado en la rama penal, para poder imponer una condena y/o solicitar la agravación 
de una pena, debe estar respaldado de una ley codificada -lex scripta-; y d) El parlamentario 
debe emitir las normas, de tal forma que la descripción de conducta u omisión punible, sea 
exacta y certera, delimitándose a una posibilidad mínima, una sentencia subjetiva por parte 
de los tribunales en la configuración de la  conducta prohibida –lex certa- (Donna, 2008). 
Conforme al principio de legalidad, de forma exclusiva la dación de una ley, implica la 
creación delitos, y solamente puede considerarse como delito, aquella conducta que 
taxativamente la ley determine. Entre tanto, si la ley no prohíbe una conducta, el ser humano 
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tiene autonomía para efectuarla. Desde esta perspectiva, el principio de legalidad, debe 
construirse desde las sistematizaciones primigenias, con la finalidad que se determine una 
prolija individualización de determinado delito, y de quienes resultasen responsables, y que 
oportunamente tomen cognición de la acusación que existe en su contra, con la finalidad de 
ejercer irrestrictamente su derecho a la defensa, garantizándose la igualdad de armas, en 
razón que no es viable reprimir dos veces un mismo comportamiento o delito. 
La descripción típica del delito de Feminicidio. 
Que, uno de los principales inconvenientes y detracciones que presenta la doctrina en torno 
a la figura del femicidio, se justifica en la descripción típica que efectúa el parlamentario en 
el Artículo 108-B, del código adjetivo actual, y que seguidamente vamos a expresar; 
El que mata a una mujer por su condición de tal’’ 
Realizando una escueta reseña, cabe precisar que en la descripción típica del Feminicidio, 
se ha agregado como premisa fundamental “el que mata a una mujer por ostentar la condición 
de tal”. Sobre la base de esta premisa, realizaremos la siguiente interrogante, ¿qué es lo que 
puntualmente ha considerado el legislador?, en primer término habría que claramente 
establecer sí una mujer asesinada por ostentar tal condición, nos llevaría a colegir 
automáticamente que se trata de delitos de odio, los cuales tienen connotación cuando una 
determinado agente agrede a otro(a) determinado únicamente por ser integrante de cierta 
clase social, por su nacionalidad, edad, religión, sexo, por su origen étnico, nivel socio-
económico, ideología o filiación política, discapacidad u orientación sexual, siendo este 
acontecimiento tipificado como agravante del delito y está prescrito en el inc. 2, letra d) del 
artículo 46° del Código Penal; 
“Artículo 46°.- Circunstancias de atenuación y agravación (…) 
2. Son circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas taxativamente para castigar 
el delito y no sean componentes de la conducta punible, las siguientes: (…) 
d. Producir el delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de cualquier índole” 
Es éste estadío, se presenta el primer problema, donde se aparta en proporción con la 
contravención al principio de legalidad, ergo, es menester resaltar; que en el supuesto de 
producirse el supuesto típico del “homicidio de una fémina, por ostentar tal condición”, 
indudablemente estaríamos ante la agravante señalada precedentemente, lo cual implicaría 
que la agraviada fue asesinada por tratarse simplemente de una “mujer”; tal comportamiento 
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evidentemente a consideración del derecho penal, se subsumiría en un crimen de odio 
producido por “la discriminación” que emerge como consecuencias del odio y la intolerancia 
hacia las féminas. 
A modo de conclusión respecto a ese componente de la estructura típica de la figura del 
femicidio, creado por el parlamentario, resulta confuso y limita el desarrollo y represión de 
los delitos de odio, en razón que, cada vez que nos ubiquemos frente a un hecho de esta 
envergadura, por imperio del Principio de especialidad, tendría que aplicarse necesariamente 
el Artículo 108-B.- Feminicidio. 
Por otra parte, alineándonos en sentido rígido a la conculcación del Principio de legalidad, 
es menester extender el estudio íntegro del tipo, en tanto que el Poder Legislativo ha 
advertido escenarios donde el homicidio de una fémina por ostentar dicha condición, se 
tipificaría como Femicidio. 
Contexto de Violencia familiar 
Con la finalidad de delimitar el escenario puntualizado por el tipo penal que regula la figura 
del Femicidio, resulta importante, como punto de partida, dilucidar la noción del término 
violencia, conceptuándose como una conducta intencionada que logra producir daños 
psíquicos y/o físicos a otro sujeto, generalmente, un actuar vehemente propende a adquirir o 
aplicar cierta la fuerza, en esa línea de pensamiento, asumimos que la violencia en el 
contexto del seno familiar, es una concepción esgrimida para describir a “la violencia 
desplegada en el campo de la coexistencia parental, que ejerce indistintamente cualquiera de 
sus integrantes entre sí”. Alcanza determinadas acciones constitutivas de violencia, a partir 
de la utilización de la fuerza material, el acometimiento, el acoso, o el amedrentamiento, 
producido en un hogar, cometido incluso, por un integrante de la familia contra otro (Mora, 
2008). 
Ahora, la utilidad normativa de acoger la violencia familiar, se basa en la premura de 
incorporar dispositivos para tutelar los derechos esenciales de los miembros de un círculo 
familiar ante los habituales agravios, ofensas, degradaciones y violaciones sexuales, como 
consecuencia de las relaciones en el seno familiar. Aunque, es innegable que las expresiones 
de violencia familiar no se originan de forma exclusiva contra las mujeres, son éstas -a lo 
largo de su ciclo de vida- las perjudicadas de forma continua. Asimismo, el domicilio 
constituye un lugar de elevada inseguridad para salvaguardar la integridad de niños y  
mujeres, resultando esencialmente de dicho escenario, la nomenclatura de violencia familiar. 
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Resulta innegable, empero, que la persona que produce actos de  violencia no se restringe a 
dichos espacios; es así que hallamos supuestos atentados en la vía pública, los centros 
educativos y/o centros laborales y habitualmente en las áreas transitadas por las víctimas. 
En el Perú, se publicó la Ley Nº 30364 - Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, de fecha 23 de noviembre del año 
2015; este compendio legal contiene entre sus diversas normas, la conceptualización del 
término Violencia familiar, debiendo considerarse lo siguiente: 
“Artículo 6.- Definición de violencia contra los integrantes del grupo familiar.- La violencia 
contra cualquier miembro del grupo familiar es cualquier comportamiento o conducta que 
le origine la muerte, menoscabo o sufrimiento físico, sexual o psicológico y que se origina 
en el marco de una concordancia de responsabilidad, familiaridad o poder, a través de un 
integrante a otro del grupo familiar. Se asume especial tratamiento con las niñas, niños” 
Lo que puede resaltarse en éste párrafo, es que reconoce a la VIOLENCIA FAMILIAR, 
como aquel comportamiento “originado en el marco de una relación de compromiso, 
familiaridad o poder, dirigido por un miembro contra otro del entorno parental’’, 
interpretando de forma restrictiva, esta norma jurídica ha intentado especificar los 
potenciales sujetos que conforman el círculo familiar, en el apartado siguiente; 
“Artículo 7. Sujetos de protección de la Ley.- (…) b. Los componentes del entorno familiar. 
Concíbase en tal condición, a cónyuges, ex cónyuges, convivientes, ex convivientes; 
padrastros, madrastras; ascendientes y descendientes; los familiares en línea colateral 
respecto de los cónyuges y convivientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo 
de afinidad; a quienes, sin ostentar indistintamente las circunstancias antes mencionadas, 
coexisten en un domicilio en particular, circunstancialmente no haya de por medio relaciones 
de carácter contractual y/o laboral; y quienes en común hayan concebido hijos, sin considerar 
su convivencia o no, al instante de originarse la violencia.” 
Si adoptamos rigurosamente lo mencionado, se encontraría delimitado el número de 
integrantes que conformarían el entorno parental, es en quiénes recaería la comisión del 
delito de femicidio, bajo la modalidad de VIOLENCIA FAMILIAR. 
Dado este contexto, se ve superada la imprecisión introducida con la norma abrogada 
precedentemente, al femicidio, la cual contenía el vocablo “correspondencia equivalente”, 
para elegir a las variantes en el contexto de una relación de pareja equiparables al matrimonio 
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o de distinto tipo de relación sentimental entre el sujeto activo y la agraviada, con motivo 
que no es posible determinar de forma exacta las circunstancias en las que determinada 
relación privada puede ingresar íntimamente a dicha esfera, lo cual puede ocasionar 
tergiversaciones y altercados al instante de optar que relación resulta ser “equivalente” y 
cuál no. 
Coacción, hostigamiento o acoso sexual. 
Abordaremos tratando de puntualizar cada una de las concepciones descritas en este 
contexto, concerniente a la tipología del delito de Feminicidio; 
Coacción: “Violencia física, psíquica o moral para obligar a una persona a decir o hacer 
algo contra su voluntad” 
Podemos establecer que el concepto de libertad personal en sentido lato, se ve vulnerado, o 
sea, se contrae a una libertad asumida como la libertad de autodeterminación, la capacidad 
de elegir con libre albedrío entre dos o más tópicos. En las imposiciones, la maldad surge 
como apremiante, en el ínterin de las coacciones, la maldad es ulterior. En determinado 
grupo de la doctrina, sin embargo, no concibe la inminente maldad que establezca la 
categoría del ilícito en el cual nos hallemos, por cuanto ésta circunscrita por la etapa del 
albedrío que perturbe la aspirada coacción, la cual presume una afectación a la libertad de 
efectuar lo emprendido, afligiendo la agresión, en consecuencia, a la etapa de ejecución, 
mientras tanto, la intimidación perturba a la etapa motivacional, de configuración de la 
voluntad. 
Hostigamiento o Acoso Sexual; 
La conceptualización que adopta la Organización Internacional del Trabajo (OIT), quien la 
detalla como una “conducta relacionada a la sexualidad, de forma repulsiva y agraviante 
para el sujeto que lo padece. Para la configuración del acoso sexual, necesariamente 
confluyen ambos matices contrapuestos: no deseado y ofensivo”. Por otra parte, los 
organismos internacionales la definen como el “Proceder de connotación sexual asociado a 
los interacciones físicas e invitaciones, indagaciones de índole sexual, exposición de material 
pornográfico y requerimientos de connotación sexual, ya sean orales o de hecho. Esta clase 
de comportamiento tiende a ser denigrante y es propenso a originar problemas relacionados 
a la salud y seguridad; es segregacionista en el supuesto donde la fémina tiene razones 
motivadas para profesar que su censura podría producirle complicaciones en su centro 
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laboral, en temas referidos a su contratación y/o ascenso, incluso, cuando se origina en un 
ámbito de desempeño profesional discrepante”. 
Dentro del análisis relacionado al acoso sexual, es menester enunciar dos preceptos 
elementales: 
Discriminación hacia la mujer o diferenciación de género: toda diferenciación, supresión 
o limitación cimentada en el sexo, que se incardine como objetivo a socavar o abolir el 
reconocimiento, el disfrute y ejercicio de las féminas a los derechos humanos y su 
autonomía, del mismo modo, a los derechos de índole laboral. 
Violencia contra la mujer: todo comportamiento cimentado en su correspondencia a las 
mujeres, que busque como objetivo su muerte, detrimento o padecimiento fisiológico, sexual 
o psicológico, del mismo, las intimidaciones de ciertas conductas, la coacción o  privación 
de la libertad, pudiendo efectuarse tanto en la vida pública y/o privada. El precepto violencia 
es una expresión muy peligrosa y distintiva para las féminas. 
¿Cómo se exterioriza el acoso sexual? Ante dicha interrogante, es preciso señalar que el 
acoso sexual puede exteriorizarse de diferentes modos: 
Como chantaje: cuando se imponen parámetros a la mujer, con la obtención de un incentivo 
laboral -incremento de remuneración, impulso o inclusive la estabilidad en el trabajo, 
condicionándola que consienta propuestas de índole sexual. 
Como clima laboral hostil: donde el comportamiento conlleva a escenarios de 
amedrentamiento o degradación del sujeto pasivo -mujer-. Las conductas que encuadrarían 
como acoso sexual, alcanzan los siguientes contextos: 
Física: violencia física, tocamientos indebidos, aproximaciones innecesarias. 
Verbal: acotaciones y preguntas en torno al físico, el modus vivendi, las preferencias 
sexuales y las llamadas telefónicas de caracter ofensivo. 
No verbal: silbos, señas con contenido sexual, exposición de elementos pornográficos. 
Empero, no existe en la legislación interna de nuestro país, una de contenido penal, 
circunscrita a la Ley Nº 30364 – Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar, que puntualice de forma clara, la 
conceptualización que concerniría abordar en el denominado “hostigamiento o acoso 
sexual”, generándose con ello aristas, debido a que la terminología, solamente es utilizada 
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para definir el delito de Feminicidio. Desde este enfoque, tratando de definir los 
concepciones, debemos recurrir a las axiomas establecidos por los organismos 
internacionales, los cuales han sido señalados precedentemente, del mismo modo cabe 
recalcar en señalar si el hostigamiento o acoso sexual proviene de uno de los integrantes del 
entorno familiar, la tipificación  aplicable es bajo la circunstancia de Violencia Familiar, en 
consecuencia, el presente inciso está circunscrito quienes no forman parte del círculo 
familiar. 
De la misma forma, emergen algunas dudas, en torno a los alcances de los conceptos, por 
cuanto, en razón a lo argumentado precedentemente por la OIT, el hostigamiento o acoso 
sexual, tendría que ser de índole sexual y de violencia, por tanto, estos preceptos se 
convertirían en escenarios de violencia sexual y distinción a las féminas, encontrándonos 
frente a otra coyuntura, dado que el hostigamiento o acoso sexual es un modo de 
discriminación, en éste contexto discutiríamos una tipificación duplicada, en esta 
oportunidad, en correlación con el inciso 4, que establece lo siguiente; “4. Cualquier modo 
de discriminación contra la mujer…” 
Concluimos que, este apartado detalla concepciones cuya circunscripción admiten una 
amplia brecha en su valoración, lo cual tiende a distorsionarse con otros conceptos abordados 
en otros apartados, en torno de las contextos donde se produce la figura del Femicidio, lo 
que conlleva a imprecisiones y falta de certeza, vulnerando en consecuencia el Principio de 
legalidad, en una de sus manifestaciones; lex certa. 
Abuso de poder, confianza o de cualquier otra posición o relación que le confiera 
autoridad al agente. 
La excesiva arbitrariedad del poderío, es un escenario que modifica la responsabilidad penal, 
que incrementa  la misma, al momento que el agente aprovecha su condición de superioridad, 
potestad, mando, o cualquier circunstancia que le otorgue autoridad, ejerciendo 
desmedidamente su autoridad, prerrogativa o actividad, o con negligencia, menoscabo, 
detrimento o conculcación de derechos elementales o intereses específicos, prevaleciendo 
facultades desmedidas, despojadas o jactanciosas; o bien, presumiendo de inamovilidad. 
De este modo, es factible señalar que este acontecimiento se plasma al momento que un jefe 
o superior, aprovechan su cargo y sus potestades ante cualquiera persona situada en 
condiciones de sometimiento o dependencia. 
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Pese a ello, debemos realizar una primera exhortación en torno a los lineamientos de este 
apartado, por cuanto los términos esgrimidos corresponden a la definición del vocablo 
Violencia Familiar (1er inciso) señalado en el “Artículo 6: Definición de violencia contra 
componentes del círculo familiar.- La violencia desplegada contra un componente del 
entorno familiar se traduce en el acto o comportamiento que ocasiona su muerte, detrimento 
o flagelo corporal, de índole sexual o psíquico, produciéndose en el marco de una relación 
de compromiso, familiaridad o sumisión, infligida por un miembro del entorno familiar 
contra otro”. 
Cualquier forma de discriminación contra la mujer, independientemente de que exista 
o haya existido una relación conyugal o de convivencia con el agente  
Conforme se advierte, el tópico en mención señala como contexto en el delito de feminicidio, 
la segregación frente a las féminas, apelando a la Ley Nº 30364 - Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familia, 
definiéndolo del modo siguiente; 
“Artículo 2: Principios rectores.- En la exegesis y pragmatización de la presente ley, y 
habitualmente, en cualquier régimen que ampare el Estado por intermedio de sus 
instituciones públicas y organismos, de igual forma en el comportamiento de la colectividad, 
se establecen predominantemente determinados principios: 
Principio de igualdad y no discriminación; El trato igualitario entre varones y mujeres se 
encuentra garantizado. Impídase cualquier apariencia de diferenciación. Compréndase por 
segregación, indistinta forma de discriminación, excepción o prohibición, basada en 
cuestiones de sexo, que asuma como propósito o corolario socavar o invalidar la afirmación 
y ejercicio de los derechos adquiridos por los individuos. (…)” 
Consecuentemente, del análisis del apartado anterior, de forma automática nos lleva a colegir 
que, en los crímenes de odio, conforme se ha expuesto en el tópico desarrollado respecto el 
concepto de delito; “por motivo de ser fémina”, en ese contexto,  los delitos de odio se 
materializan con el aliciente de un comportamiento violento causado únicamente con motivo 
de su integración a una categoría social, como su edad, etnia, religión, sexo, invalidez o 
preferencia sexual, nacionalidad, nivel socio-económico, ideología o afiliación de carácter 




“Artículo 46°.- Circunstancias de atenuación y agravación (…) 
2. Componen circunstancias agravantes, siempre que no estén previstas taxativamente para 
castigar el delito y formen parte de los elementos constitutivos del tipo, las siguientes: (…) 
d. Ejecutar el  delito bajo móviles de intolerancia o discriminación de cualquier índole”. 
Consecuentemente, se llega a concluir que, este escenario preexiste en la legislación 
punitiva, y que su adhesión en el crimen de femicidio, coadyuvando a convertirse en 
improductivas determinadas agravantes generales, aunado a lo señalado, resulta importante 
hacer hincapié que la confrontación asumida en ésta disposición en contraste  con la 
establecida en la enunciación del delito de Femicidio (tratado como inciso primero), 
apuntalado al precepto de “por la condición de tal”, colisionando una de las vertientes del 
Principio de legalidad, concerniente a la prolijidad y precisión de la normativa. 
La vulneración 
El principio de legalidad o de prevalencia de la ley, se erige como un principio elemental; si 
determinado Estado se constriñe a tal principio, consecuentemente, las acciones de los entes 
públicos se encontrarían subordinadas a la carta magna y la supremacía de la ley. La 
legislación penal, a pesar de su particularidad genérica, tendrá que describir de forma 
concreta, categórica, y prolija, el comportamiento prohibido así como la sanción que arrastra 
su comisión, intrínsecamente en los componentes de éste principio en concreto, poseemos la 
obligación de la lex certa, denominado además “Principio de Taxatividad”, que se enlaza en 
forma concisa con la perspectiva proteccionista del Principio de Legalidad, en el extremo de 
que únicamente si los crímenes y sanciones están determinadas con notoria evidencia 
permanece en salvaguarda el individuo del abuso y/o atropello, además con su rol jurídico-
penal, por ende, no puede expandir un resultado provisorio genérico un ley cuyo supuesto 
de hecho y consecuencia jurídica no logre ser distinguida con claridad por el sujeto de 
derecho. De esta forma, determinadas definiciones normativas, ambiguas e inciertas, 
conforme hemos advertido, al efectuar el análisis pormenorizado de los escenarios aplicables 
al Feminicidio, se colige, dejar a la libre voluntad del juez el fallo respecto de qué 
comportamientos son delitos, cuáles son sus alcances y de qué forma se reprime, siendo que 
esta medida debe atañer en forma exclusiva al legislador. 
En definitiva, de nada vale pretender que el castigo esté prescrito en un cuerpo legal, si la 
misma se enuncia de manera tan abstracta que el sujeto de derecho desconoce qué tipo de 
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comportamiento se punibiliza, es más, la propia norma no se esgrime como un límite práctico 
a la facultad sancionadora del juez. 
Fundamentos Político Criminales para la incorporación del delito de Feminicidio en el 
Perú. 
Contemporáneamente, aunado a la sensibilidad exacerbada de la sociedad ante el contexto 
de violencia contra las féminas -específicamente la que acontece en la esfera privada de las 
relaciones intolerantes entre parejas, ya sean actuales o anteriores- y el despliegue del 
sistema judicial para afrontarla, se han producido debates intensos alrededor del control del 
marco jurídico-penal de aplicación a la represión de estos comportamientos. 
Falta de tipicidad en el Código Penal 
Anterior a la dación de la ley N° 30068, nuestra legislación punitiva no tenía previsto una 
figura penal autónoma predeterminada a aquella que sancione la muerte de una mujer, esto 
es, no se encontraba regulado el homicidio por cuestiones de género; en consecuencia, el 
atentado contra una mujer se encontraba tipificado como homicidio simple en el artículo 
106; como parricidio en el artículo  107; y como asesinato en el artículo 108 del código 
penal; o sea, lo que ocasiona en numerosos casos una carente distinción entre la muerte de 
un varón con respecto a la muerte una fémina, la cual tiene características particulares de 
cruenta violencia. 
La influencia de las convenciones y declaraciones internacionales que coadyuvan a 
erradicar la violencia contra la mujer 
Dentro de la comunidad internacional, gozamos de  la Convención 111 de OIT, sobre 
Convención de Naciones Unidas: “Eliminación de toda discriminación contra la mujer” que, 
en su apartado 2, reprime toda conducta constitutiva de segregación hacia la mujer, y que 
los países partes tienen que implementar directrices orientadas a erradicar dicha exclusión, 
acogiendo disposiciones y tutela normativa a los derechos de la fémina, fundamentadas en 
la igualdad con los varones, por canalización de los tribunales. 
La Declaración de las Naciones Unidas sobre “Erradicación de la violencia contra las 
mujeres”, amparada por la Asamblea General de la ONU en el año 1993, por su parte, ofrece 
un campo de acción extenso y ventajoso para conceptualizar la violencia contra la fémina, 
no obstante, para desenlaces específicos, como muestra un botón, la supervisión del 
conflicto, donde es necesario implementar definiciones activas más concretas. En dicho 
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cuerpo supra-constitucional, se delimita esta modalidad de violencia como “cualquier suceso 
de violencia basada en cuestiones de género que materialice o pueda materializar 
menoscabos o detrimentos físicos, sexuales o psíquicos en la fémina, inclusive las 
intimidaciones de tales hechos, la amenaza o la privación ilegal de la libertad, ya sea en la 
esfera pública como privada”. En dicho cuerpo legal internacional, se precisa que el 
acometimiento contra la fémina abarca, entre otros, “la violencia corporal, sexual y psíquica 
que se origina en el entorno familiar y en la sociedad en general, comprendidos los castigo, 
el abuso sexual infantil -niñas-, la violencia concerniente con el patrimonio, la violación 
conyugal, la amputación en las partes íntimas femeninas y otras métodos habituales 
perniciosos para la fémina, la violencia no marital y la explotación sexual, el acoso sexual y 
laboral, en las centros educativos y en cualquier otra esfera, la trata de personas, el ejercicio 
obligatorio del meretricio y la violencia consumada o consensuada por el Estado”. (United 
Nations, 1993). 
Igualmente, en el estatuto de Roma relativo a la Corte Penal Internacional, añade el precepto 
género, y puntualiza que: “incluye a ambos sexos; masculino y femenino; en el marco de la 
sociedad”. Aunque este axioma es limitado, el mismo ha sido cuestionado desde diversos 
enfoques, en la cual, se subraya el común denominador a los diferentes constructos teóricos 
respecto a la conceptualización del vocablo género; la construcción social que 
implícitamente recae en la mentalidad de la masculinidad y feminidad, en determinado 
contexto. (Reátegui, 2016). 
La función tutelar del Estado en proteger la violencia contra la mujer 
El derecho a la vida, correspondiente a todos los ciudadanos como sujetos de derecho, se 
erige en la condición sine qua non para la presencia de otros derechos. En conclusión, 
ampararla, es un rol esencial del Estado, no es improvisado que el legislador oportunamente 
haya señalado en el artículo 1 de nuestra Carta magna; “La defensa a la persona humana y 
el respeto a su dignidad son el fin supremo a la sociedad y el estado”; este dispositivo supra-
legal resulta una premisa fundamental, por cuanto, si bien es cierto el Estado ha 
implementado diversas arterias ilustrativas y de connotación política, las mismas resultan  
insuficientes para contener el elevado índice de homicidios contra mujeres, resultando 
primordial el acogimiento de parámetros de orden socio- educacional (Reátegui, 2016). 




La conculcación del Principio de Igualdad. 
La legislación penal actual que incorpora al femicidio como figura penal autónomo, ha 
incitado un cúmulo de cuestionamientos y detracciones, dentro de las cuales destaca, el 
hecho que resultaría discriminatorio, al conculcarse el principio constitucional de igualdad: 
Primeramente, la no incorporación a los demás sujetos vulnerables, los cuáles no ingresan a 
la esfera de protección del Derecho Penal, como es el caso de los infantes, los ancianos, las  
personas con capacidades diferentes y la comunidad LGTBI. 
La divergencia en la  imposición de penas, lo cual conlleva a imponer condenas elevadas, 
cuando trate de un homicidio contra una mujer, en contraste con la de un hombre. 
Discriminación de personas transexuales, quienes al ser víctimas de homicidio bajo los 
supuestos que establece la norma, estos eventos delictuosos no se encuadrarían en el tipo 
penal de feminicidio, debido al vacío normativo sobre identidad de género. 
El Tribunal Constitucional, señala que el principio de igualdad funciona: 
(i) como baremo en el ejercicio normativo, administrativo y judicial de los poderes del 
Estado (ii) como una herramienta de represión jurídica ante un eventual ejercicio arbitrario 
del poder (iii) como obstáculo para la perennización de circunstancias apoyadas en posturas 
prohibidas (diferenciación conculcatoria a la dignidad del ser humano); y (iv) como 
manifestación de súplica al Estado, con la finalidad de desburocratizar los impedimentos 
políticos, económico, sociales y culturales; imponiéndose barreras a la igualdad de 
oportunidades respecto de los varones. 
El precepto igualdad como derecho, por otra parte, avala la legalidad de las normas, y que 
el compendio de las mismas, se ejecute a todos sin limitación y/o restricción. De esta forma, 
resulta ilógico cualquier  desigualdad; solo se soportan aquellos que únicamente ostenten 
plataforma objetiva, es decir, verificables, es decir, legalmente plausibles. Por tal motivo, el 
Tribunal Constitucional del Perú, ha destacado que el rótulo “igualdad ante la ley”, no se 
contrapone a la subsistencia de leyes disímiles a circunstancias en las qué, se confronten: 1.- 
La presencia de diferentes contextos y, que consecuentemente la preeminencia de la 
distinción; 2.- La confirmación de un fin específico; y 3.- La presencia de racionalidad, por 
tanto, su admisión a partir de la óptica de dispositivos, valores y principios de índole 
constitucional. En otros términos, la anexión de la figura del femicidio resulta ser 
segregacionista, en razón que exceptúa a los varones de la esfera de protección penal rígida, 
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reprimiéndolos inflexiblemente cuando violentan a una mujer, sin otro argumento de rigor 
científico que el de su pertenencia al género masculino, dicho de otra manera, podría suponer 
una gestión objetiva en vista que se trata de un régimen destinado a ponderar la situación de 
detrimento que padecen las mujeres como resultado de prototipos culturales. 
En esa línea, el precepto “no discriminación”, contiene un binomio de expresiones: uno 
negativo, consistente en la proscripción categórica de toda acción o medida nociva para un 
integrante del grupo segregado, que se cimente sobre alguna de las peculiaridades de 
identidad que diferencian al grupo y lo ubican desde la perspectiva del sometimiento social; 
y uno positivo, sintetizado en la legitimación de políticas o posturas concretas propensas a 
deponer las barreras que sosiegan a los miembros de los colectivos excluidos, la  plenitud en 
el ejercicio de sus derechos y libertades. Se refiere a los denominados actos positivos. Estos, 
en mayor magnitud que la igualdad formal, pretenden conseguir una igualdad material, es 
decir, instaurar un equilibrio sustantivo que promueva y resguarde a los sectores frágiles, y 
de este modo enmendar los valores de orden constitucional. Esta modificación y el 
acrecentamiento del panorama, inhiben percibirse como una práctica aislada, en sentido 
despectivo, paradójicamente El Estado, ante toda “afirmación positiva” que pretenda 
concertar el contexto perjudicial de los aislados, se efectúa como resultado de un precepto 
constitucional. De esta forma, una norma dispositiva (específicamente de connotación penal) 
que evidencia un trato diferenciado entre mujeres y varones, donde la mujer resulta más 
favorecida, únicamente conseguirá estar justificada y comprendida como una acto positivo 
de comprobar una condición previa imprescindible: el escenario nocivo en el cual se sitúa la 
mujer per se. (Reátegui, 2016). 
El Principio de Igualdad Constitucional y su implicancia en el Derecho Penal. 
La organización estandarizada de una colectividad, donde prime el estado de derecho, se 
cimenta en dos soportes esenciales: el principio de “igualdad” y el principio de “tolerancia”. 
Dichos tópicos infunden las doctrinas libertarias y democráticas de un Estado, al advertirse 
en el apartado segundo del artículo 2° de la carta magna, se plantea: “A la igualdad ante la 
ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 
condición económica o de cualquier otra índole”. Tal apoteosis pragmática -de jerarquía 
constitucional- alcanza un enfoque transcendental en nuestro país, sobre la base que nuestro 
territorio comprende una diversidad de etnias y cultos, de forma que, la incompatibilidad 
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indistintamente de los puntos señalados, no avala, menos justifica un trato disímil (Peña, 
2013). 
En la complejidad del tema abordado, tenemos que diferenciar la enunciación rígida de un 
derecho, de no amparar un tratamiento diferenciado, prevaleciendo la igualdad ante la ley, 
además de legitimar su ejercicio en delimitados contextos sociales. Carmona Cuenca, señala 
que, consecutivamente se discrepa entre un principio de igualdad “material” o real. Bajo esta 
premisa, el principio de igualdad formal, compone un argumento esencial del Estado liberal 
de Derecho, el cual fue expresado por Leibholz como una reivindicación a la identidad del 
régimen jurídico de los pobladores, lo cual involucra la igualdad de tratamiento en la 
normativa interna y el pragmatismo del derecho. Al mismo tiempo, el principio de igualdad 
material es asumido como una exégesis de la consonancia formal en el Estado social de 
derecho que, toma en consideración la coyuntura social existente de los ciudadanos, ello 
despliega a una equiparación práctica de los mismos (Carmona, 1994). 
Establézcase que una primera premisa es el status que la normatividad enuncia en torno a la 
igualdad de todos y sin distinción ante la ley, de los ciudadanos, y otra, los dispositivos y 
componentes que se deben proyectar para la concreta cristalización de tales derechos. Sería 
infructuoso que la constitución enuncie la “igualdad de los sexos”, cuando algunos 
organismos promuevan conductas discriminatorias, partiendo de ello, es que, la real 
materialización de la mencionada “igualdad constitucional” pretenda prescindir de ciertos 
inconvenientes o barreras que obstaculicen su concretización; lo cual no implica proyectar 
reglamentaciones en dicho sentido, excepto promover a la par los valores de igualdad en los 
integrantes de determinada sociedad. En reiteradas oportunidades, tanto los prejuicios y las 
pautas sociales, arraigadas antiguamente, obstaculizan una convivencia social, sobre la base 
de una política de igualdad. (Peña, 2013). 
Concertamos del mismo modo, en pretender, que el sistema democrático de derecho, 
involucra relacionar a los equivalentes acorde a sus incuestionables divergencias, 
estableciendo la eficacia de reglamentaciones que instauren un trato individual, en cuanto a 
personas con capacidades diferentes, personas de la tercera edad, mujeres en proceso de 
gestación, personas con trastornos mentales, etc. Sobre la base de la aprobación del principio 
de que las legislaciones no pueden brindar un trato igualitario a todos, dado que deben 
considerarse las discrepancias humanas para realizar equivalentes diferencias en los 
resultados normativos, el principio de igualdad trata esencialmente de parametrar en qué 
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momento está permitido imponer diferenciaciones en estas ramificaciones legales. De esta 
forma, dicho principio se enuncia en el precepto genérico “no discriminación” que reside 
estrictamente en la supresión de determinadas discrepancias de los seres humanos, como 
motivos trascendentes para la distinción normativa. (Carmona, 1994). De esta manera, al 
enunciarse que el respeto de los contrastes individuales (…) como premisa fundamental del 
Estado de Derecho, es certificar plenariamente el derecho a la libertad axiomática, a través 
del desarrollo de capacidades y discrepancias propias, ello simboliza el carácter más genuino 
que asume el Estado para consolidar el arquetipo de igualdad entre los individuos, ya sean 
públicos o privados, por tanto, estar exclusivamente al tanto y acatando las distinciones 
personales, puede hacerse un uso efectivo del derecho al trato sin distinciones, una muestra 
clara de ello es, el respeto en el ámbito del Derecho Laboral o administrativo, las 
divergencias que eventualmente puedan producirse entre varones y féminas (Tozzini, 2005); 
contrario sensu, de la propia enunciación de la distinción positiva, emana la presencia de un 
trato discriminatorio, el cual pierde, de forma sensata e ineludible, su discernimiento, cuanto 
a ese tratamiento distintivo, lejanamente a promover una igualdad pragmática, ocasionando 
un incremento en la desigualdad y un efecto contrapuesto a aquel que se pretende anhelar. 
(Polaino, 2005). 
El Tribunal Constitucional, en la sentencia recaída en el Exp. N° 1711-2004, en su 
fundamento 3, ha señalado: “La igualdad, como derecho esencial se encuentra consagrado 
en el artículo 2° de la Constitución Política. También, conforme ha precisado este supremo 
intérprete de la constitución, en la sentencia recaída en el Exp. N° 48-2004-AI-TC, el 
derecho a la igualdad ante la ley. Al respecto, la primera, significa que la norma debe ser de 
aplicación a todas las personas sin distinción alguna, a quienes se encuadren en el contexto 
en el supuesto de hecho de la norma; entretanto, que la segunda, involucra el hecho que el 
propio tribunal no puede diferir de forma arbitraria el sentido de sus fallos en materias 
esencialmente símiles, y aunado a ello, cuando el tribunal en mención, tenga a consideración 
desligarse de sus precedentes, tiene que procurar para ello una vasta y prolija argumentación. 
No obstante, la igualdad, aparte de encontrarse comprendida como un derecho fundamental, 
del mismo modo, es un principio constitucional que forma parte de la estructura de un estado 
social y democrático de derecho, asimismo, forma parte del dinamismo de los poderes 
públicos. De esta manera, permite establecer que no toda diferencia constituye precisamente 
una discriminación, por tanto, no se aparta toda forma de diferenciación en el trato; la 
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igualdad únicamente será conculcada cuando haya un tratamiento diferenciado que no se 
justifique de forma ecuánime y reflexiva”. 
Dicho lo anterior, la opción, sin cuestionamiento es fortalecer la idea íntegra  de igualdad 
entre varones y mujeres, motivo por el cual la ley no debe hacer distinción entre ambos; 
argumento aparte, se advierte en la pluralidad orgánica, biológica y anatómico estructural, 
que debe puntualizarse entre ambos sexos, lo cual en un inicio no debe encarnar la 
hegemonía que tendría el hombre respecto a la mujer, máxime, si al situarnos en un contexto 
deportivo, se ha evidenciado la colosal potencia que posee una mujer –fisiológicamente 
hablando-, a la vez debe añadirse que el sometimiento económico ha sido relativizado, pues 
en algunos casos, la mujer puede generar mayores ingresos económicos que un hombre. 
(Peña, 2013). 
A propósito, Feraldo Cabana, señala: “Me contrapongo a considerar un tema tan manoseado 
en torno  al sometimiento físico de la mujer respecto del hombre. La problemática no estriba 
en la fuerza física, sino en la cualidad; la mujer socialmente está limitada a reconocer que el 
hombre ejerza violencia en contra de ella, y no responde frenéticamente pese a tener los 
medios y oportunidad para realizarlo. El varón socialmente está restringido a consentir la 
práctica de la violencia contra la mujer como la forma adecuada para obtener su obediencia; 
ya sea en el caso de su esposa, conviviente, novia o hija. (Feraldo, 2006). 
El asunto no transita por lineamientos etiológicos (Biológicos), sino por el contrario, recae 
en posturas o categorías sociales, en la cual el precepto “machismo”, ha comprometido 
reconocer una presunta “relación de supremacía y subordinación” respecto del hombre hacia 
la mujer, lo que indispensablemente es disponible por los representantes irregulares de la 
moral, para argumentar sanciones penales desatinadas como el caso del “Feminicidio”; 
supuesto típico que tiene como consecuencia la deshonra de la mujer por su condición de 
tal. (Peña, 2013). 
Polaino Navarrete, en concordancia con Serrano Castro, subraya que si desde un inicio, en 
el escenario de una relación de pareja se evidencia la imposición y supremacía del varón 
sobre la fémina; de igual forma, en una relación de convivencia, advirtiéndose que la fémina 
se ubica en un entorno de segregación y subordinación, se reprime legítimamente una 
situación de divergencia impaciente, en la cual la misma mujer sale afectada, dado que, luego 
de batallar esa igualdad por muchos años, modificando un ordenamiento jurídico por imperio 
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de la ley, castigaba esa distinción, en consecuencia, se finiquita con un reconocimiento de 
sumisión (Serrano, 2009). 
Conforme se muestra en la doctrina, la contrariedad de la violencia sobre la fémina exhortaba 
un conocimiento distinto del asunto que desbordase esta rígida esfera (evolución de leyes 
penales) y examinará, incluso como ya se ha realizado en literatura  internacional, que estas 
conductas entre el hombre y la mujer, no conforman sino una expresión de las relaciones de 
poder históricamente heterogéneos, además a la exclusión por parte del hombre, en 
conclusión comprende la necesidad de acoger, en esta disciplina, una óptica de género, lo 
cual evidentemente determina la postura que debe afrontarse ante dicha problemática. La 
obligación de proteger los derechos inherentes al trabajo de una mujer por ser el caso, a 
declarar nulo el despido adoptado por el empleador, cuando advierte que se encuentra en 
estado de gestación, es un apuntalamiento de la garantía laboral perceptible, sin embargo, en 
el caso del Derecho Penal, el cimiento de la punibilidad recae en el bien jurídicamente 
protegido; la vida del ser humano y, esta es de análoga valía, independientemente de su 
género (Peña, 2013). 
El Tribunal Constitucional, destaca lo siguiente: “La distinción hacia la fémina es un 
fenómeno que subsiste en los distintos estados, lo cual conculca el derecho a la igualdad sin 
ser víctima de segregación por causa aparente o circunstancial. Respecto, a lo que el tema 
amerita, es menester hacer énfasis, que la segregación afirmada en el sexo, es una variante 
de violencia contra las féminas, que colisiona su derecho a su integridad y qué sin titubear, 
la erradicación de sus distintos matices de diferenciación a la fémina, importa un tema de 
connotación social, asimismo, un deber internacional del Estado” (Exp. Nº 05652-2007-
PA/TC). 
En el Perú, qué duda cabe, que aún conserva grietas de diferenciación hacia la mujer, del 
mismo modo respecto a personas con determinadas particularidades raciales; continúan 
desarrollando los rasgos de una cultura sexista, donde el hombre ha diseñado las leyes, que 
codifican en determinada sociedad, el comportamiento de la mujer. Aquellas posiciones 
sociales inician a través de representaciones y sistemas extremadamente rigurosos, que se 
trasmiten generacionalmente, formando un escenario desfavorable para la validez fáctica del 
principio de igualdad, en especial en Latinoamérica en oposición de los países que 
conforman la Europa occidental, donde considerablemente se ha evolucionado en dicha 
nebulosa. (Peña, 2013). 
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Conforme señala Morillas Cueva; disertar respecto a la violencia de género implica 
ubicarnos en un debate con un extraordinario impacto, que comprende diversas posturas y 
consecuentemente se requiere de soluciones multidisciplinarias. Su importancia en el ámbito 
social es innegable y el brío adherente para hacerle frente cada vez es más agudo, y de forma 
participativa, no obstante, aún insuficiente. Aparentemente, por aquella habitual presencia 
en los diversos y mediáticos escenarios que impliquen el debate, que se presentan 
relativamente como un fenómeno actual. No es de esa forma, solo que aparece en contextos 
diferentes. Durante siglos, señala, este tipo de violencia parece arraigado a los hábitos del 
dominio masculino, considerándose inclusive como algo aceptado al interior del ambiente 
familiar o, al menos como medida interna en la esfera doméstica, habitualmente con la 
reserva de la mujer (Morillas, 2002). 
La cuestión en debate, es establecer si dichas relaciones de supremacía o de sometimiento -
si desea llamarse de esa forma-, deben ser enfrentadas íntegramente por el Derecho Punitivo 
y, de establecer si el principio de “Igualdad constitucional-, puede ser cimiento de su 
justificación, ahora bien, respecto al fortalecimiento de un bien jurídico -digno y necesario 
de protección penal- aparte de los bienes jurídicos intrínsecos, tales como: la vida, el cuerpo 
y la salud, etc. Consecuentemente, debemos de evidenciar las críticas y oposiciones que las 
aparentes situaciones de subordinación de la mujer respecto del hombre, puedan ser 
estimadas como un componente, orientado a establecer un disvalor superlativo del injusto 
típico, ya sea lesiones y/o homicidio. De qué manera se exhiben los escenarios de 
desprotección a la víctima, las cuales son ventajosas para el autor, respecto a la consumación 
del delito, tenemos un homicidio con alevosía y si el móvil es abominable -supuesto de 
ferocidad y/o placer-, es de igual forma, componente del delito de homicidio con la agravante 
de gran crueldad, si el sujeto activo predispone a padecimientos superfluos a su pareja, para 
la prosecución de su propósito delictivo, es decir, su ejecución.  
Lo señalado, simboliza un escenario complicado de analizar, pues los precursores de 
imponer un castigo de un derecho penal de género, desconocen que la infracción en 
ocasiones es producido de manera única, particular o explíquese de propia mano, otro 
supuesto es que participen otros sujetos, con co-dominio funcional del hecho, pero carentes 
de toda conexión parental con respecto a la víctima. El bien jurídico vida tiene equivalente 
valor, sea que se  trate un varón o una mujer, un anciano, un niño etc. Claro está que este 
tipo de ataques, del mismo modo, se ocasionan en una menor escala; la segregación que en 
la actualidad soporta la mujer a manos del varón, no se combate con el derecho punitivo, 
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sino, con diferentes mecanismos de control social. Si se adoptara la posición qué, el derecho 
punitivo, es el responsable de erradicar toda apariencia de discriminación, consecuentemente 
bajo esa premisa, ratificaríamos la punibilidad del delito de “Gaycidio”, pues como es 
conocido, los homosexuales continuamente son blanco de discriminación ¿Que argumento 
se emplearía para rechazar dicha homologación punible, no es acaso que respecto a dicho 
sector, no se tutela además el principio de “igualdad constitucional”? Determinada sección 
social que se consideren segregados, excluidos, adoptarían un tratamiento igualitario a través 
del derecho punitivo, constituyendo esta herramienta jurídica, un filtro de cada una de las 
diferenciaciones que adolece determinado sector social. Nosotros, asumimos como postura,  
que el vínculo parental debe ser acogido sobre una “circunstancia mixta” a tener en 
consideración al instante de la individualización y determinación judicial de la pena, 
logrando aplicarla ya sea agravante o atenuante, lo que conllevaría a impedir dificultades en 
la oportunidad de delimitar el grado de implicancia en la acción delictiva, de aquellos sujetos 
que no tienen la condición de familiar; en consecuencia, los delitos de parricidio e 
infanticidio, tendrían que ser abolidos del ordenamiento jurídico. (Peña, 2013). 
Acogiendo lo señalado por determinada sección de la doctrina, precisaremos que el Derecho 
punitivo ha de regirse por razones de juiciosa equivalencia; todos los comportamientos 
estructural y objetivamente símiles han de ser castigados en igual magnitud. Un homicidio 
es cometido por un sujeto, independientemente sea varón o mujer. (Polaino, 2005). 
Debe iniciarse por reestructurar socialmente, el rol de la mujer, por ende, es insuficiente con 
la emisión de normas que reconozcan su inserción en la vida social, económica, cultural y 
política del Estado, dicho de otra forma, debe haber predisposición a ello, la concientización, 
interiorización, y educación respecto a los valores esenciales, tales como de igualdad, que 
han de ser transgredidos y compartidos en los centros de estudios y, sobre todo en el seno de 
la familia; es de advertir que la adopción del machismo, muchas veces se inculca en el hogar, 
sobre todo cuando  los mismos padres son quienes transmiten a sus hijos, que su desempeño 
tiene que ser exclusivamente como encargada en las labores del hogar, de criar a la prole, y 
de adoptar un rol de sometimiento respecto al varón. En ocasiones, la mujer yerra de más 
machista que el mismo hombre. Empero, esas privaciones, supresiones o discriminaciones 
no pueden ser remediadas en la esfera de injerencia por parte del Derecho Punitivo, 
postulándose en la escuela española qué, el derecho punitivo de ninguna manera será en tal 
sentido autosuficiente. Demanda recorrer con un conglomerado de directrices de orden 
social y jurídico, respaldadas estas últimas, por distintas secciones del marco legal. 
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Igualmente, el principio de mínima intervención que se verifica en cada uno de los procesos, 
comprende un prolijo manejo del derecho altamente autoritario (Morillas, 2002). 
La supresión de la violencia contra la mujer supone el acogimiento decidido y masivo de 
drásticas posturas pedagógicas, que promuevan la igualdad de ambos géneros y que 
desechen los roles preestablecidos en la sociedad como normales. La concientización social 
y la potencial influencia del rol de la mujer en la vida cotidiana, son trascendentales para 
coadyuvar a modificar la visión dominante, ordinariamente aceptada como sumisa al hombre 
y su familia, para cimentar su real enfoque, esto es, la que concierne como un ser humano. 
Información depurada, proporcionada a la víctima para que tenga conocimiento oportuno de 
cómo actuar y dónde concurrir, si es víctima de maltrato; avance en la atención y protección 
eximida a la agraviada por tales delitos, y permanente comunicación con las entidades que 
lo ofrezcan; profesionalización y especialización de los distintos operadores sociales y 
jurídicos, viabilizando que su participación se sitúe, armoniosamente, a la resolución de los 
conflictos de las víctimas que padecen los maltratos; intensificación de la efectividad del 
engranaje legal, coordinando el contingente desempeño de sus diversas etapas y 
jurisdicciones. 
Las diversas fuentes de información, desempeñan un rol trascendental en el respectivo plan, 
en razón que aprovechan la coyuntura difunden contenido publicitarios, que da cuenta de un 
abierto señalamiento a la mujer, en  comerciales donde son expuestas como tentación de los 
varones en torno adquisición de determinados bienes (cigarros, bebidas alcohólicas, 
cosméticos, etc), convirtiéndose en una promoción sexista; de la misma forma se sugiere 
dicho escenario, en el cual el marido impide a su cónyuge a que trabaje, encargándole  el 
desempeño exclusivo de las labores domésticas. Asimismo, la filiación de la mujer con 
artículos de aseo y de uso doméstico, encasillándolas a cumplir con las ocupaciones del 
hogar. 
Edificar una gama de delitos fundamentadas en una presunta correlación de preeminencia 
del varón hacia la mujer, justificándose en juicios de reivindicación social, en concierto con 
el principio de igualdad, concibe a la legislación penal como una tribuna enfocada a la 
solución de las distinciones de índole sexual -dominante aún en el ámbito social- por ser 
disconformes con los mecanismos que erigen la materialización del injusto penal, de igual 




Consecuencias del delito de Femicidio en el derecho penal  
Dentro de las funciones y objetivos del Derecho Penal, es menester señalar, teleológicamente 
qué busca el Derecho Penal, ello en correlación con la normativa que incorpora el delito de 
femicidio, en ese sentido, corresponde hacernos la siguiente interrogante: ¿Qué rol 
desempeña Derecho Punitivo en nuestra sociedad?, ¿El Derecho Punitivo, es acaso un 
generador de dinamismo social o únicamente se le faculta su intervención en la prevención 
de infracciones a la ley?, ¿es acaso un generador de valores y/o conductas?. En torno a este 
punto,  Miguel Polaino Navarrete, señala que, el Derecho Penal tiene como función 
preponderante el resguardo de los bienes jurídicos, así como la prevención de la 
criminalidad, cabe recalcar, de determinados bienes y valores que son parte integrante de la 
convivencia social, y que resultan determinantes para el desarrollo de la vida en sociedad. 
De igual forma, recalca qué la “Protección y prevención” se erigen un dueto innato y 
sostienen una vinculación de medio a fin. El Derecho Penal  se encarga de tutelar bienes 
jurídicos, consecuentemente, se le atribuye garantía normativa, con la consigna de obtener 
la prevención lesiva de los mismos, es decir, el impedimento de delitos a posteriori. (Polaino, 
2005). 
Una temática distinta formula el mismo autor al discutir en torno al rol que el derecho penal 
tiene en torno al control social, siendo este vocablo muy extenso y abstracto para tomarlo en 
consideración en el sistema penal. En síntesis, el indicar que rol del Derecho Penal dentro 
de un marco de control social no coadyuva o resulta intrascendente en los lineamientos del 
ordenamiento jurídico penal, ya que las directrices de este objetivo no obedece de forma 
exclusiva al ordenamiento jurídico en conjunto, sino también tiene incidencia respecto a 
determinados componentes condicionantes (García, 2005). 
Aunado a ello, dicho autor no tiene como premisa que, el Derecho Punitivo, mantiene la 
protección de los valores íntegros esenciales de una sociedad (función ético- social), sino 
que, cumple un rol el cual busca proteger y prevalecer determinados comportamientos que 
salvaguarden los principios éticos en determinada sociedad. El motivo por el cual este papel 
no le concierne al Derecho Penal, es que, de consentir este juicio se encontraría en latente 
peligro, el hecho de tergiversar los fines del Derecho Punitivo con la moral y/o la ética social. 
Ante esta coyuntura, es preciso analizar tanto al derecho penal y la ética como ramas 
autónomas, de manera que nos ubicaríamos en un escenario donde un Derecho Penal 
moralmente ecuánime, su única función será la tutela de bienes jurídicos (Valencia, 2011). 
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Finalmente, Polaino Navarrete descarta que el Derecho Penal, cumple una función 
propagandística, lo cual coadyuvaría a reflexionar, si este, funciona como un mecanismo del 
dinamismo social que, origina en la sociedad determinados cambios de actitud y garantiza 
con ello la defensa de un precepto social al “ilustrar” a sus habitantes. En este marco 
contextual, manifiesta de forma análoga al asunto del rol ético-social: “El Derecho Punitivo, 
no puede ni debe ser artífice del dinamismo social: ello extralimita sus funciones tales como: 
de promover la innovación en determinada sociedad, así como, el aleccionamiento de sus 
ciudadanos. Logra y debe, a lo máximo, circunscribirse a garantizar la tutela de los derechos 
fundamentales, pero de ningún modo aplicar conductas”. (Polaino, 2005). 
Lo reseñado precedentemente, puede descartarse como funciones que legitiman el Derecho 
Penal: el rol del control social, el rol ético- social y el rol promotor por resultar 
imperceptibles, enigmáticas o autónomas en paralelo al sistema jurídico. Es por este motivo 
qué, los ideales que persigue el Derecho Punitivo, serían: la tutela de bienes jurídicos (como 
rol preponderante) y la garantía y eficacia de las normas. 
Luigi Ferrajoli, examina y detalla teleológicamente el Derecho Penal, y es, sin lugar a dudas, 
quien determina qué, son dos los objetivos que éste apremia: en primer lugar sería la 
prevención de los injustos y en secundariamente sería la prevención de las penas volubles. 
Ello, en concordancia teleológica a la prevención de delitos, puede enunciarse que éste 
gravita, en métodos plausibles, en la protección de la agraviada y/o afectada por la infracción 
penal. Empero, conviene dilucidar que esta finalidad preventiva de disminución de ilícitos 
no esgrime para determinar alguna demarcación máxima en torno a las penas (puesto que al 
efectuarlo, se admitiría una infamia para quien acarree la infracción, dado que se podría 
agravar desproporcionalmente ésta, con la finalidad evitar que no se ejecuten más delitos, lo 
cual implicaría una fórmula infructuosa para tal fin, “irracional” o “improbable”), sino 
únicamente el mínimo legal por debajo del cual no resulta factible (Ferrajoli, 2009). 
Luigi Ferrajoli, en concordancia al tópico secundario del Derecho Punitivo (prevención de 
penas volubles), asevera que sin lugar a dudas este es un elemento esencial que usualmente 
es negado por vastas doctrinas relacionadas la pena, dado que muchas veces únicamente se 
tiene en consideración a la parte afectada por la comisión del ilícito en concreto. Bajo ese 
marco contextual, el autor sugiere que este rol esencialmente alude y protege a quien 
delinque, al cual se le impone penas ilegales debido a determinadas tenacidades de orden 
informal, público o privado. Este precepto concuerda con el hecho de que esta teoría no 
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resulta explicativa, sino más bien normativa, dado que se pretende con la imposición de la 
pena a quien ejecuta un delito, no es desplegar una represalia, sino que busca negarla (se 
encamina a no “continuar” con el reproche, sino todo lo opuesto, al margen de lidiarla). Por 
lo antes señalado, se funda la represión no por el hecho de garantizarla, sino, con la finalidad 
de evadirla. En esa línea, lo que el Derecho Penal se plantea no es la satisfacción de la avidez 
de represalias al aplicar un castigo, sino todo lo contrario, por cuanto pretende corregir esa 
problemática y prever sus expansiones. (Ferrajoli, 2009). 
Entonces, puede colegirse a modo de resumen que, Luigi Ferrajoli arroga al Derecho Penal 
una dimensión binaria protectora: la primera constituida por la prevención de los delitos, la 
cual apunta en el interés del colectivo, es decir, en la tutela de la persona ofendida; y la 
segunda constituida por la prevención de las penas que sean parcializadas o ilegales, la cual 
recae en la esfera tanto del reo, así como, de quien recaiga sospecha y es acusado como tal. 
Tal binomio funcional, conforme sugiere el autor, sin titubeo, representa una pugna en un 
proceso penal de cierto modo discordante, en razón que prima facie favorece a la protección 
social al procurar potenciar la prevención y la represión de los crímenes, mientras la segunda 
se decanta por la defensa particular (delincuente) al extender la prevención de las sanciones 
penales que sean irracionales o despóticas. (Valencia, 2011). 
Criterios advertidos por el Derecho Penal para considerar una conducta como 
delictiva. 
Un apartado trascendental el cual se encuentra incardinado en el Derecho Penal, es la 
conceptualización normativa del delito. Una aproximación más minuciosa a esta expresión 
evidentemente contribuirá a comprender, cuales son los fundamentos que consideran o 
deban considerar al feminicidio como un delito, y a la vez una problemática estatal. Que, de 
conformidad a lo estipulado en el artículo 77° del Código Adjetivo Peruano “son delitos y 
faltas, las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas por la ley”. A modo de exégesis 
del mencionado articulado, tanto Richard Flores y Yolanda Zegarra, señalan que: “(…) el 
parlamentario nacional no delimita conceptualmente que es una conducta delictiva. En 
contraste, se circunscribe a indicar las particularidades de los actos constitutivos de delito”. 
Ello significa que no puede demarcarse un precepto del vocablo “delito”, y adicionalmente 
lo que puede mencionarse son las circunstancias exiguas que han de presentarse para tener 
en cuenta determinado acto como delictuoso. Bajo la premisa anterior, el tema de estudio 
del Derecho Penal no se enfoca en un comportamiento aislado, es decir, un acto apartado 
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completamente de un determinado escenario, dado que lo considera como un componente 
de la tipicidad que integra una parte de un todo, lo que consecuentemente sería  el delito en 
sí. Los doctrinarios, en esa línea, proporcionan un paradigma claro: “(…) el hecho de servir 
una taza de chocolate caliente a determinada persona, no tiene relevancia penal. Si por el 
contrario, servir una taza de chocolate a sabiendas que una persona padece diabetes, y que 
puede producirle un shock, lo cual indefectiblemente acaece” (Ale & Gómez, 2004). 
Otro aspecto ineludible a tener en consideración, es el hecho que al determinar un 
comportamiento como delito o falta, debe haber determinación del agente para la comisión 
de una delimitada conducta, encaminada a un objetivo o al desvalor de determinado acto. 
Por otra parte, no puede considerarse como delito a determinado hecho u omisión que es 
adecuado en torno a la liberalidad del derecho, lo cual implica, una contraída a lo 
parametrado por el ordenamiento legal, consecuentemente, está absolutamente permitida. Se 
infiere que todo comportamiento que se contraponga a dicha voluntad, debe ser considerado 
como un delito. 
En definitiva, tendría que indagarse si el solo actuar y el hábitat en el cual se desarrolla éste, 
son vastos para ser clasificados como delito. En resumen: ¿cómo debe ser comprendida una 
acción?, ¿será suficiente preguntar desde que momento actúa una persona, o tendría que 
considerarse en su defecto en qué trayectoria se despliega?. En torno a estas incógnitas, se 
tendría que evaluar que toda conducta, desde una perspectiva jurídica, para considerarse 
como tal, debe expresarse en comportamientos de viable realización por determinado 
individuo, el cual busca de manera directa o indirecta conculcar determinado bien jurídico. 
Con lo señalado se desea explicar que un acto en la esfera jurídica se traduce en un 
comportamiento humano con relevancia en el mundo exterior, el cual es sometido o al menos 
sometible a su albedrío (Ale & Gómez, 2004). Consecuentemente, cabe mencionar que 
determinados efectos provocados por fuerzas de la naturaleza y/ animal, o los simples 
abstracciones de determinado individuo o condiciones intrínsecas no logran ingresar a dicha  
esfera como conducta estrictamente en sentido jurídico. 
De lo reseñado precedentemente, podríamos reflexionar que, el considerar al feminicidio 
como un crimen  se encontraría justificado, dado que esta acepción no solo tiene en 
consideración el accionar en sí, sino, además el escenario (substancialmente social), donde 
se despliegan estos comportamientos. Del mismo modo, puede conjeturarse, que el agente 
que ejecuta un homicidio contra una mujer poseería un incuestionable propósito para la 
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realización de determinada conducta, la cual debe ser arrogada en un sentido estrictamente 
jurídico. (Valencia, 2011). 
Bien jurídico como componente de tutela por parte del Derecho Penal con la 
incorporación del Femicidio como infracción. 
Es axiomático el hecho que por cuestiones político-criminales orientadas a cimentar la 
tipificación del femicidio como un infracción a la ley penal, los que se busca tutelar como 
bien jurídico, es la protección de la mujer en su conjunto, cabe señalar, su integridad 
indistintamente de sus expresiones, ya sea física, psicológica, moral y sexual, haciendo 
atingencia en aquellas relaciones y/o vínculos de afinidad, relación de hecho u otros tipos de 
relaciones sentimentales, conforme lo enmarcado en la nueva ley. Pese a ello, no es 
suficiente con realizar esta referencia y es determinante en este estadío, puntualizar la 
naturaleza del precepto “bien jurídico”, dado que con el transcurso de los años se han 
generados incipientes debates con la finalidad de delimitarlo y fundamentarlo al mismo 
tiempo (Valencia, 2011). En ese contexto, es gravitante evocar a Claus Roxin, asevera que 
el punto de partida para intentar demarcar el significado de bien jurídico, es el delimitar los 
principios inherentes en la carta magna, dado que en ella se consagran los límites vinculados 
a la libertad de la persona, enmarcándose los límites al imperio punitivo del Estado. 
Asimismo, se colige que: “los bienes jurídicos son acontecimientos o propósitos necesarios 
en la persona para su libre desenvolvimiento, en el contexto de un régimen social, global y 
organizado, fundándose en la concepción de tales fines o para emprender el propio régimen”. 
Como señala el autor, tal enunciado, se refiere a “escenarios concretos y objetivos” y no a 
“ventajas” de carácter genérico, coligiéndose que esta acepción engloba por un lado, a los 
estados hallados previamente por el Derecho y, de otro lado, a la observancia obligatoria de 
reglas creadas propiamente por él. Aunado a ello, aquella limitación del bien jurídico se 
obtendrá un conjunto de consideraciones que deben tenerse en cuenta. Como primer punto, 
Roxin señala que las exhortaciones punitivas ilegales (petición efectuada por determinada 
autoridad judicial empleando la coerción si se hace caso omiso; constituyendo este supuesto 
la base de ese requerimiento irracional y arbitrario) no salvaguardan bienes jurídicos, siendo 
insostenibles, lo cual no tiene un efecto práctico, tanto para la libertad que un individuo 
ostenta en un Estado liberal, así como, en la idoneidad como engranaje de un régimen social 
cimentado en dichos paradigmas. Como segundo punto, se hace referencia que las simples 
indecencias no colisionan bienes jurídicos, dado que no limitan la libertad personal, 
resultando innecesarias y perjudiciales para la sociedad, puesto que se originan diferencias 
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sociales inútiles que distinguen o excluyen a individuos integrantes de  una sociedad (ej. 
Pretender sancionar las relaciones entre personas del mismo sexo u otras calificadas 
indecentes). Por tanto, conforme lo señalado por el autor, el no tener en consideración las 
indecencias más inocuas en la esfera del Derecho penal, no implica que se encuentren 
desprotegidas penalmente, como en determinados casos,  ya sean “emociones” o análogos. 
Roxin, finalmente postula que, si bien es cierto, dicha postura de bien jurídico es de índole 
legal, y, no por tal motivo no resulta obstaculizada, dado que intrínsecamente en el contexto 
de los fines constitucionales la misma se encuentra propensa al dinamismo a futuro 
(accesible al cambio social y la evolución del avance científico). Como paradigma de ello, 
el autor refiere como supuesto que, en determinado Estado, la sanción de conductas 
exhibicionistas sea ilegal porque colisiona con la tranquilidad pública, sin embargo, puede 
ocurrir que en el transcurso de los años se instaure en determinada sociedad que dicho 
comportamiento simplemente constituye un disturbio de connotación psíquica, inocua para 
la sociedad; consecuentemente la imposición de la sanción no resultaría útil para 
salvaguardar un bien jurídico, sino, la misma se encamina a repeler una simple amoralidad, 
por lo que dicha sanción se eliminaría. Por otra parte, supondría un error estimar el precepto 
“bien jurídico” como algo indiscutible. En esa línea, Roxin, señala: “(…) únicamente aporta 
un razonamiento de enjuiciamiento que se desarrollará en la rama jurídica, y que, tanto el 
parlamentario y el operador jurídico examinarán en la dación y exégesis de una norma, 
delimitándola”. (Roxin, 1997). 
El Derecho Penal de Género 
Serrano Maillo, a partir de un enfoque criminológico, subraya que el vocablo “género” 
constituye uno de los tópicos más perturbadores en el ínterin de la vida personal de los 
sujetos. En consecuencia, al resultar de factible comprensión, ser varón o mujer, aflige las 
elecciones que un individuo realiza en su vida y labor cotidiana. Inclusive, la variable que 
entrelaza de manera más consistente con el crimen es el género: frente a varones, féminas, 
quienes producen un índice elevado de crímenes que se ejecutan en la sociedad (Serrano 
2009). Ello, es una referencia básicamente criminológica, dado que la valoración que deberá 
verificar el derecho penal, a fin de conceptualizar su marco de injerencia, lo cual se obtiene 
desde diferentes puntos de vista. El comportamiento que el legislador enuncia como 
“punibles”, emerge de una base legitimadora de alcance colectivo: el suceso, como 
condición humana que concibe un período de menoscabo o de puesta en peligro de un bien 
jurídicamente protegido. A partir de una perspectiva rigurosamente penal-sustantiva, el 
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tratamiento de infravalor, se obtiene a partir del menoscabo que la acción u omisión 
exterioriza como un elemento material, luego se encauza a la representación fáctica y 
normativa de la conducta humana, con ajuste a un “Derecho Penal de Acto”. Gestado tal 
razonamiento en torno a los crímenes de homicidio y sus emanados, indicaríamos que la 
estructura típica del comportamiento efectuada por el agente, se asocia exclusivamente con 
el actuar imputable a cierto individuo, sin tener en cuenta su edad, sexo, raza u otro 
componente de carácter social, económico u antropológico. Una cuestión es el acogimiento 
criminológico y otro el acogimiento punitivo,  el primero de ellos, al tratarse de una rama 
exegética, propende a examinar las causas que conllevan a un individuo a la comisión de 
delitos, de igual forma a los procesos de victimización, en tanto que el segundo de ellos, se 
orienta a evaluar acciones, pasibles de ser encuadrados en el ámbito normativo del precepto 
legal in comento (Peña, 2013). 
Lo abordado, atañe un lineamiento de la perspectiva de la dogmática penal, la cual se  
concreta en el efecto de una política criminal; empero, no puede dejarse de observar que el 
parlamentario casi siempre se enfoca en otra dirección, para adelantarse en valoraciones o 
juicios, de cuya matriz, se edifican sobre la base del status social de las personas -clichés-  y 
con ello, con elevada intensidad en organizaciones sociales, en la cual el sexo femenino, se 
encuentra en un escenario de sumisión respecto del género masculino. De esta forma, y con 
repercusiones, el legislador -varón-, es quien delimita casi en su totalidad el comportamiento 
penalmente prohibido, habría que enfocar sus vertientes, atendiendo a los sistemas 
paternalistas, incurriendo en la positivización de tipos penales encaminados a articular 
funciones o posiciones sociales; los crímenes de connotación sexual son un claro ejemplo, 
máxime, en los ordenamientos jurídicos de otras épocas, estadío en el cual se salvaguardaba 
el “Honor Sexual”, considerándose que el delito de violación sexual, ontológicamente 
hablando presentaba - lo concreto era, el varón como sujeto activo y la fémina como sujeto 
pasivo-, únicamente desde un enfoque heterosexual; en el cual la femenina, necesariamente 
sería quien ostenta dicho honor sexual, en tanto que,  aquella fémina que ya habría iniciado 
su  vida sexual, asimismo, la meretriz y la cónyuge, no ingresaban a la esfera de protección 
penal; de esa forma, se determinó un crimen debidamente orientado a recopilar un norte 
social del hombre seductivo, en razón que solo al varón podía atribuírsela la autoría de dicho 
ilícito, de la misma forma que, el señalado como “Rufián”, de ese badulaque que subsiste a 
expensas del dinero que su mujer genera como consecuencia de ejercer el oficio del 
meretricio (Peña, 2013). 
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En conclusión, el hombre, es quien invariablemente ha diseñado los destinos de la política 
criminal de determinado Estado, en dicha  disposición, el destino de las mujeres en la 
transición de la punibilidad  y victimización de los comportamientos ilícitos, cimentándose 
en aportes y prejuicios de connotación social. Cabe además, responsabilizar a la ciencia de 
dicho estereotipo social. 
La transgresión al Principio de Culpabilidad. 
El Principio de Culpabilidad, como garantía particular, se circunscribe a un bloque de 
fundamentos básicos inherentes a todo Estado Constitucional de Derecho, funciona como 
demarcación al poder punitivo, y se reproducen en contextos necesarios ya sea para la 
facultad punitiva, así como, para la determinación de la pena. Se piensa que en torno al 
vocablo “principio de culpabilidad,” pueden circundar diversas barreras del ius puniendi, 
que coinciden, en requerir como hipótesis de la punición que logre inculparse a quien se 
atribuye el acto que lo causa. (Puig, 1998). De forma que este umbral debe arrogarse como 
el “canal más liberal y psico-socialmente más seguro que hasta el momento ha hallado para 
poner límite al ius puniendi del Estado”. Sustenta que el derecho punitivo ha situado al 
principio de culpabilidad como uno de los diversos principios de la legitimación del ius 
puniendi del Estado. Dicho de otra forma, como otro de los cánones de dirección, 
elaboración y delimitación del imperio punitivo del Estado. Es óptimo que en un estado de 
derecho, se alcanza a aseverar que el principio de culpabilidad resulta ser el más 
trascendental, por cuanto emana directamente del Estado de Derecho, en razón que su 
vulneración atañe a la ignorancia del significado de individuo. (Zaffaroni, Aliaga & Slokar, 
2002). 
En consecuencia, el respeto a la establecimiento de un derecho punitivo de culpabilidad por 
el acto, engloba la consideración a la dignidad humana y garantiza a las colectividades que 
únicamente serán castigadas por sus actos (o en su defecto por su negligencia) pero no por 
causa de sus pensamientos, dogmas, personalidad o presunta peligrosidad, que se erigen 
como el soporte de los métodos restrictivos predominante en los regímenes autoritarios 
(Lascano, 2002). 
Conforme señala  Roxin, un sistema jurídico cimentado en los principios convenientes de un 
Estado liberal de Derecho, se decantará constantemente en dirección a un derecho punitivo 
de acto. La determinación en torno a la preferencia de una u otra, es tan significativa que, 
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puede ratificarse que el Derecho penal tendrá que organizarse de modo radicalmente disímil, 
conforme se base, ya sea de acto o de actor (Roxin, 1993). 
El principio de culpabilidad, puede comprenderse como el establecimiento de exigencias que 
un Estado tendrá en cuenta para poder aseverar que determinado crimen puede ser imputado 
a determinado autor, es decir, poner de conocimiento con anticipación qué hipótesis y 
escenarios, de carácter esencialmente jurídico, serán considerados al instante de decidir si el 
ilícito atribuible es o no a cualquiera. Por ende, puede colegirse de este concepto que, un 
Estado, no debe estrictamente inculpar a un individuo sobre la base de argumentos 
puramente arbitrarios o discrecionales, que puedan accionarse al instante de evaluar el delito, 
sino, que los criterios deben ser claros y concisos,  que su valoración permita evidenciar (o 
no) la autoría de determinado ilícito. Por otra parte, este principio, del mismo modo opera 
como núcleo esencial que determinado Estado debe perseguir para argumentar y justificar la 
concretización de un reproche penal, qué únicamente no obedece a la premura de la defensa 
social o sobre la base de directrices que tienen como objetivo prever delitos, asimismo, 
respecto a la pena, la misma debe estar reconocida concretamente para un agente 
determinado que haya colisionado uno o distintos bienes jurídicos, donde hipotéticamente al 
individuo que ejecute un ilícito igual y bajo idénticas condiciones y escenarios, le sea 
aplicable el mismo castigo o se desista de ello (Castillo, 2002). 
El principio de culpabilidad muestra distintas expresiones: 
El principio de responsabilidad personal o personalidad de las penas. 
En razón de éste principio, el cual tiene como premisa fundamental “el hecho de no hacer 
responsable al individuo por una conducta impropia”. Ningún ciudadano sin excepción, 
puede ser condenado por el actuar de otro, es decir, por la realización del hecho punible por 
distinto individuo. Únicamente podrán penarse las acciones propias. 
Principio de responsabilidad por el hecho propio. 
La función del derecho punitivo, consiste en la represión de comportamientos, depurando 
las abstracciones, las actitudes subjetivas, el carácter y la forma de ser, o la temple del 
individuo. Es inadmisible que los delitos repriman pensamientos, episodios intrínsecos, 
maneras de comportarse o guiarse en su vida o particularidades personalísimas del sujeto 
activo. El Derecho Punitivo de acto, que nos gobierna por función del principio de 
culpabilidad, reprime al sujeto que realice una acción específica, tipificada y descrita en la 
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parte especial del Código adjetivo o en ciertas normativas de carácter especial, además  el 
castigo constituye la represión al hecho concreto y plausible, individualmente. 
El principio de imputación personal 
A través de este principio no resulta sensato sancionar al agente de una conducta típica y 
antijurídica que desconoce su posición de imputable (los inimputables, alienados mentales 
y personas que presenten minoría de edad) o cuando se presente una causa de justificación 
incardinada a la culpabilidad. 
Formulación del Problema 
Problema General 
¿Cómo incide el delito de feminicidio en el  principio de igualdad constitucional en el distrito 
judicial de Trujillo – 2019? 
Problemas Específicos 
PE1: ¿Cómo incide el principio de legalidad del delito de feminicidio en el principio de 
igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019? 
PE2: ¿Cómo incide los fundamentos políticos criminales del delito de feminicidio en el 
principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019? 
Justificación 
Este proyecto de investigación busca aportar académicamente a la comunidad jurídica; en 
primer lugar, se busca conceptualizar los principios constitucionales de  Igualdad, legalidad, 
así como los fundamentos políticos criminales, y posteriormente, analizar cómo es que se 
llega a conculcar  éstos con la incorporación del Femicidio, en la legislación interna. 
Consecuentemente, el desarrollo el presente trabajo de investigación anhela obtener impacto 
jurídico, dado que los estudios realizados sobre la materia, hacen referencia que la 
incorporación de éste delito a la legislación peruana, arrastraría un sin número de 
controversias, en primer orden por no ajustarse al marco constitucional, del mismo modo, su 
incorporación no tendría fundamentos políticos criminales, siendo ello así, analizaremos el 
marco normativo y doctrinario.  
Este esfuerzo por obtener una posible solución a una problemática jurídica produce 
entusiasmo por desentrañar el conocimiento, para la obtención de nuevos datos, desde el 
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estado de obscurantismo, la duda, la sospecha, hasta llegar a un dictamen, y finalmente al 
estado de certeza que aspiramos. 
Que, la finalidad que tiene esta tesis, es de investigar si efectivamente el delito de 
Feminicidio per se  incide en el  principio de igualdad constitucional en el distrito judicial 
de Trujillo – 2019, para coadyuvar a mejorar con juiciosidad el tema materia de estudio; y 
así convertirse en un precedente en la comunidad jurídica.  
Teórica 
 Es de suma importancia  puesto que  a través de esta investigación se dará a conocer 
conceptos teóricos detallados en cuanto al delito de Feminicidio y el Principio de Igualdad 
Constitucional, para contribuir a mejorar la comprensión de del tema de estudio; y así 
convertirse en un precedente del campo del Derecho Penal y Causas y Formas del Fenómeno 
Criminal. 
Implicaciones prácticas 
Pues lo obtenido de este estudio se convertirá en la base para futuras investigaciones que 
deseen investigar a fondo “El delito de feminicidio y el principio de igualdad constitucional 
en el distrito judicial de Trujillo – 2019”; motivando a los investigadores a poder materializar 
soluciones efectivas y en consonancia a los principios instituídos en un estado de derecho. 
Relevancia social 
Debido a que lo concluido en la investigación  va a permitir identificar cómo incide el delito 
de femicidio en el  principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 
2019, y si con ello se logra establecer si el delito de femicidio conculca el Principio de 
Igualdad Constitucional; lo cual definitivamente tendrá un impacto positivo en la comunidad 
jurídica, a fin de dar posibles soluciones al problema. 
Epistemológica  
Pues en la investigación se va describir la realidad de la investigación en cuanto a la 
incidencia del delito de Femicidio en el Principio de Igualdad Constitucional en el distrito 
judicial de Trujillo – 2019; se evaluarán sus implicancias y se analizaran premisas filosóficas 





Debido a que se trata de una investigación concatenada, que ha considerado los métodos 
científicos, pues se va a emplear un diseño correlacional-causal, y así analizar la incidencia 
del delito de Femicidio en el  principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de 
Trujillo – 2019, con lo señalado por los operadores del derecho; haciendo posible que se 
realicen otras investigaciones vinculadas a la problemática del delito de Femicidio. 
Hipótesis 
Hipótesis General 
El delito de feminicidio incide significativamente en el principio de igualdad constitucional 
en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
Hipótesis nula 
Ho: El delito de feminicidio no incide significativamente en el principio de igualdad 
constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
Hipótesis especificas 
H1: El principio de legalidad del delito de feminicidio incide significativamente en el 
principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
H2: Los fundamentos políticos criminales del delito de feminicidio incide significativamente 
en el principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
Objetivos 
Objetivo General 
Determinar la incidencia del delito de feminicidio en el principio de igualdad constitucional 
en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
Objetivos Específicos 
O1: Determinar la incidencia del principio de legalidad del delito de feminicidio en el 
principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
O2: Determinar la incidencia de los fundamentos políticos criminales del delito de 




2.1. Tipo y diseño de investigación 
El presente trabajo investigación es de tipo “No experimental”, por cuanto describe los 
diversos criterios que valieron de sustento para la investigación titulada “El delito de 
feminicidio y el principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 
2019”, y en el cual se utilizan conocimientos de las ciencias jurídicas, relacionados con 
valores cuantitativos; teniendo en cuenta las variables “El delito de Feminicidio” y 
“Principio de Igualdad”. 
El diseño a aplicar será el Correlacional - Causal, con enfoque de tiempo Transversal. A 
la cual se le delimita como la investigación que se efectuará sin considerar deliberadamente 
variables. En éste diseño se visualizan los fenómenos conforme se presentan en su contexto 
natural, para posteriormente analizarlos detalladamente. 
O1 
M      R 
O2 
Dónde 
M: Muestra de estudio 
O1: Variable delito de feminicidio 
O2: Variable Principio de igualdad constitucional 
R: Correlacional causal 
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MATRIZ DE OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES 





“Los conceptos de femicidio y feminicidio se desarrollan en 
la lectura feminista desde principios de la década de 1990, 
para analizar los numerosos asesinatos contra las mujeres, 
se han desarrollado tipologías para distinguir las 
características o ámbitos en que estos crímenes ocurren, 
como el feminicidio íntimo, familiar, sexual, etc. “En 
cuanto al feminicidio ha sido definido como la muerte 
violenta de mujeres, por el hecho de ser tales o asesinato de 
mujeres por razones asociadas a su género”. (Toledo, 
2009). 
La variable delito de 
Feminicidio está 
compuesta por dos 
dimensiones 
referenciales: Principio 
de Legalidad y 
Fundamentos Político 
criminales obtenidos del 
autor, y está compuesta 















 “La estructura básica de toda sociedad democrática de 
derecho, se cimenta sobre dos sostenes fundamentales: el 
principio de ‘‘igualdad’’ y el principio de "tolerancia”. Son 
estos íconos los que infunden las ideas libertarias y 
democráticas de Estado, cuando en el apartado segundo del 
artículo 2° de la carta magna se propone lo siguiente: ‘‘A la 
igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado por 
motivo de origen, raza, sexo, idioma religión, opinión, 
condición económica o de cualquier otra índole’’ (Peña, 
2013). 
La variable Principio de 
Igualdad Constitucional 
está compuesta por una 
dimensión: Marco 
Constitucional, obtenido 
del autor, y está 




   Doctrinario 
Ordinal 
   Normativo 
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2.2. Escenario de estudio 
La investigación titulada “El delito de feminicidio y el principio de igualdad 
constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019”, y los criterios o fundamentos 
que han servido para fundamentarla, es una investigación que involucra una vulneración 
al principio de igualdad, por cuanto se evidencia una distinción entre hombre y mujer, 
respecto a la protección del bien jurídico vida, al tener un margen de protección ultra-
tuitiva la vida de la mujer, bajo la premisa de ser un delito de género, cuando lo que 
existe son seres humanos independientemente de su sexo; problemas que se exige sean 
solucionados. 
2.3. Participantes 
La investigación titulada “El delito de feminicidio y el principio de igualdad 
constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019”, como primordiales partícipes 
tenemos: jueces, fiscales y abogados penalistas. 
2.4. Técnicas e instrumentos de recolección da datos 
Las técnicas e instrumentos que hemos recabado para la compilación de antecedentes 
de la presente investigación, son los siguientes: 
Técnicas: 
Encuesta: Es un procedimiento de investigación, dentro de los diseños de investigación 
cuantitativos, la cual nos permitirá establecer los diversos criterios de la investigación 
designada “El delito de feminicidio y el principio de igualdad constitucional en el 
distrito judicial de Trujillo – 2019” 
Instrumentos: 
Cuestionario: Es un instrumento que permite estructurar la información que consiste 
en un cuestionario de preguntas determinadas de antemano que se plantean de forma 
concatenada y se enuncian con los mismos métodos, debidamente validados. 
2.5. Procedimiento 
Una investigación con rigor científico es válida cuando se encuentra debidamente 
respaldada en información revisable, que al mismo tiempo responda a lo que se pretende 
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demostrar con la hipótesis formulada. Dicho de este modo, es indispensable realizar 
planificadamente un proceso de recolección de los datos, y teniendo definidos los 
objetivos sobre la calidad y profundidad de la información que se va a recolectar. 
2.6. Método de análisis de información 
Siendo que se trata de una investigación cuantitativa, los métodos de análisis de datos 
se presentan en forma descriptiva y teórica, en base a los razonamientos jurídicos que 
se coligen de la investigación; para estos efectos se han realizado encuestas. 
Estadística descriptiva. 
Mediante las tablas de distribución de frecuencias y las figuras estadísticas para 
presentar el comportamiento de los niveles de las variables de estudio. 
Estadística inferencial. 
Mediante la prueba de Shapiro Wilk para probar la normalidad de las variables y la 
correlación de Spearman para contrastar las hipótesis de estudio. 
2.7. Aspectos éticos 
Para la elaboración del presente trabajo de investigación se ha respetado los parámetros 
de originalidad y el respeto de las fuentes citadas. 
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III. Resultados
3.1 Descripción de las variables de estudio 
3.1.1. Variable: Delito de feminicidio 
Tabla 1 
Distribución de operadores jurídicos de acuerdo al nivel de comprensión del delito 
de feminicidio en el Distrito Judicial de Trujillo – 2019. 
NIVEL DE COMPRENSIÓN DEL DELITO 
DE FEMINICIDIO 
Nº % 
Alto 2 7% 
Medio 28 93% 
Bajo 0 0% 
Total 30 100% 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
Interpretación. 
En la Tabla 1, se observa la distribución de los operadores jurídicos, según su nivel de 
comprensión respecto al delito de feminicidio en el Distrito Judicial de Trujillo; podemos 
afirmar que el 93% de los operadores jurídicos ostentan un nivel “medio” de 
comprensión, mientras que el 7% ostentan un nivel “alto” de comprensión al delito de 
feminicidio en el Distrito de Trujillo en el año 2019. 
3.1.2. Variable: Delito de feminicidio por dimensiones 
Tabla 2 
Distribución de operadores jurídicos de acuerdo al nivel de comprensión del 
principio de legalidad en el delito de feminicidio en el distrito judicial de Trujillo – 
2019. 
NIVEL DE COMPRENSIÓN DEL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
Nº % 
Alto 2 7% 
Medio 28 93% 
Bajo 0 0% 
Total 30 100% 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
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Interpretación. 
En la Tabla 2, se observa la distribución de los operadores jurídicos, según su nivel de 
comprensión respecto al principio de legalidad en el delito de feminicidio en el Distrito 
Judicial de Trujillo; podemos afirmar que el 93% de los operadores jurídicos ostentan un 
nivel “medio” de comprensión, mientras que el 7% ostentan un nivel “alto” de 
comprensión al principio de legalidad en el delito de feminicidio en el Distrito de Trujillo 
en el año 2019. 
Tabla 3 
Distribución de operadores jurídicos de acuerdo al nivel de comprensión de los 
fundamentos políticos criminales en el delito de feminicidio en el distrito judicial de 
Trujillo – 2019. 




Alto 18 60% 
Medio 11 37% 
Bajo 1 3% 
Total 30 100% 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
Interpretación. 
En la Tabla 3, se observa la distribución de los operadores jurídicos, según su nivel de 
comprensión respecto a los fundamentos político criminales en el delito de feminicidio 
en el distrito judicial de Trujillo; podemos afirmar que el 60% de los operadores jurídicos 
ostentan un nivel “alto” de comprensión, el 37% de los operadores jurídicos ostentan un 
nivel “medio” de comprensión, mientras que el 3% ostentan un nivel “bajo” de 
comprensión a los fundamentos polito criminales en el delito de feminicidio en el distrito 
de Trujillo en el año 2019. 
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3.1.3. Variable: Principio de Igualdad Constitucional 
Tabla 4 
Distribución de operadores jurídicos de acuerdo al nivel de comprensión del delito 
del principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
NIVEL DE COMPRENSIÓN DEL 
PRINCIPIO DE IGUALDAD 
CONSTITUCIONAL 
Nº % 
Alto 6 20% 
Medio 24 80% 
Bajo 0 0% 
Total 30 100% 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
Interpretación. 
En la Tabla 4, se observa la distribución de los operadores jurídicos, según su nivel de 
comprensión respecto al principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de 
Trujillo; podemos afirmar que el 80% de los operadores jurídicos ostentan un nivel 
“medio” de comprensión, mientras que el 20% ostentan un nivel “alto” de comprensión 
al principio de igualdad constitucional en el distrito de Trujillo en el año 2019. 
3.2 Análisis Inferencial: En las variables de estudio 
3.2.1. Delito de Feminicidio y principio de igualdad constitucional 
Tabla 5 
Distribución de operadores jurídicos de acuerdo al nivel de comprensión del delito 
de feminicidio y principio de igualdad constitucional en el Distrito Judicial de 
Trujillo – 2019. 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
Alto Medio
Recuento 1 1 2
% 16,7% 4,2% 6,7%
Recuento 5 23 28
% 83,3% 95,8% 93,3%
Recuento 6 24 30
% 100,0% 100,0% 100,0%
Delito de Feminicidio
Total






En la Tabla 5 se muestra la distribución de operadores jurídicos, según nivel de 
comprensión respecto al delito de feminicidio y principio de igualdad constitucional: 
Respecto al principio de igualdad constitucional, del grupo de operadores que tienen un 
nivel “alto” de comprensión, el 83.3% de ellos tienen a su vez un nivel “medio” de 
comprensión del delito de feminicidio y el 16.7% tienen a su vez un nivel “alto” de 
comprensión del delito de feminicidio, luego del grupo de operadores que tienen un nivel 
“medio” de comprensión del principio constitucional, el 95.8% de ellos tienen a su vez 
un nivel “medio” de comprensión del delito de feminicidio y el 4.2% tienen a su vez un 
nivel “alto” de comprensión del delito de feminicidio. 
Tabla 6 
Prueba de hipótesis sobre la incidencia del delito de feminicidio en el principio de 
igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
Salida SPSS versión 25.0 
Interpretación. 
Con respecto a la prueba de hipótesis: El delito de feminicidio incide significativamente 
en el principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
El estadístico de prueba coeficiente Tau B de Kendall fue de 0.200 que por ser un valor 
positivo se podría decir que existe una influencia positiva son embargo como el valor es 
menor o igual a 0.200 entonces esta relación entre dos variables es baja, luego se tiene 
una significancia de 0.438 que al ser mayor a 0.05 y se concluye que se rechaza la 
hipótesis de investigación; por lo tanto: 
Se puede concluir que el delito de feminicidio no incide en el  principio de igualdad 













0,200 0,230 0,775 0,438
30
CORRELACIÓN
N de casos válidos
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3.2.2. Delito de Feminicidio en el principio de legalidad y principio de igualdad 
constitucional. 
Tabla 7 
Distribución de operadores jurídicos de acuerdo al nivel de comprensión del delito 
de feminicidio en el principio de legalidad y principio de igualdad constitucional en 
el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
 
Interpretación. 
En la Tabla 7 se muestra la distribución de operadores jurídicos, según nivel de 
comprensión respecto al delito de feminicidio en el principio de legalidad y principio de 
igualdad constitucional: Respecto al principio de igualdad constitucional, del grupo de 
operadores que tienen un nivel “alto” de comprensión, el 83.3% de ellos tienen a su vez 
un nivel “medio” de comprensión del delito de feminicidio en el principio de legalidad y 
el 16.7% tienen a su vez un nivel “alto” de comprensión del delito de feminicidio en el 
principio de legalidad, luego del grupo de operadores que tienen un nivel “medio” de 
comprensión del principio constitucional, el 95.8% de ellos tienen a su vez un nivel 
“medio” de comprensión del delito de feminicidio en el principio de legalidad y el 4.2% 







Recuento 1 1 2
% 16,7% 4,2% 6,7%
Recuento 5 23 28
% 83,3% 95,8% 93,3%
Recuento 6 24 30
% 100,0% 100,0% 100,0%
Principio de legalidad
Total







Prueba de hipótesis sobre la incidencia del delito de feminicidio en el principio de 
legalidad sobre el principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de 
Trujillo – 2019. 
 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
Salida SPSS versión 25.0 
 
Interpretación: 
Con respecto a la prueba de hipótesis: El delito de feminicidio en el principio de legalidad 
incide significativamente en el  principio de igualdad constitucional en el distrito judicial 
de Trujillo – 2019. 
El estadístico de prueba coeficiente Tau B de Kendall fue de 0.200 que por ser un valor 
positivo se podría decir que existe una influencia positiva sin embargo como el valor es 
menor o igual a 0.200 entonces esta relación entre dos variables es baja, luego se tiene 
una significancia de 0.438 que al ser mayor a 0.05 se concluye que se rechaza la hipótesis 
de investigación; por lo tanto: 
Se puede concluir que el delito de feminicidio en el principio de legalidad no incide en el 




















0,200 0,230 0,775 0,438
30
CORRELACIÓN
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3.2.3. Delito de Feminicidio en los fundamentos político criminales y principio de 
igualdad constitucional 
Tabla 9 
Distribución de operadores jurídicos de acuerdo al nivel de comprensión del delito 
de feminicidio en los fundamentos polito criminales y principio de igualdad 
constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
 
Interpretación. 
En la Tabla 9 se muestra la distribución de operadores jurídicos, según nivel de 
comprensión respecto al delito de feminicidio en los fundamentos político criminales y 
principio de igualdad constitucional: Respecto al principio de igualdad constitucional, del 
grupo de operadores que tienen un nivel “alto” de comprensión, el 66.7% de ellos tienen 
a su vez un nivel “alto” de comprensión del delito de feminicidio en los fundamentos 
político criminales y el 33.3% tienen a su vez un nivel “medio” de comprensión del delito 
de feminicidio en los fundamentos político criminales, luego del grupo de operadores que 
tienen un nivel “medio” de comprensión del principio constitucional, el 58.3% de ellos 
tienen a su vez un nivel “alto” de comprensión del delito de feminicidio en los 
fundamentos político criminales, el 37.5% tienen a su vez un nivel “medio” de 
comprensión del delito de feminicidio en los fundamentos político criminales y el 4.2% 
tienen a su vez un nivel “bajo” de comprensión del delito de feminicidio en los 
fundamentos político criminales. 
Alto Medio
Recuento 4 14 18
% 66,7% 58,3% 60,0%
Recuento 2 9 11
% 33,3% 37,5% 36,7%
Recuento 0 1 1
% 0,0% 4,2% 3,3%
Recuento 6 24 30












Prueba de hipótesis sobre la incidencia del delito de feminicidio en los fundamentos 
político criminales sobre el principio de igualdad constitucional en el distrito judicial 
de Trujillo – 2019. 
 
Fuente: Encuesta realizada a los operadores jurídicos, Noviembre del 2019. 
Salida SPSS versión 25.0 
 
Interpretación: 
Con respecto a la prueba de hipótesis: El delito de feminicidio en los fundamentos político 
criminales incide significativamente en el  principio de igualdad constitucional en el 
distrito judicial de Trujillo – 2019. 
El estadístico de prueba coeficiente Tau B de Kendall fue de 0.055 que por ser un valor 
muy cerca a cero se podría decir que esta relación entre dos variables es nula, luego se 
tiene una significancia de 0.757 que al ser mayor a 0.05 y se concluye que se rechaza la 
hipótesis de investigación; por lo tanto: 
Se puede concluir que el delito de feminicidio en los fundamentos político criminales no 




















0,055 0,178 0,310 0,757
30
CORRELACIÓN




Al iniciar la presentación de los resultados, se tomó en cuenta el desarrollo de los 
objetivos específicos, para finalmente llegar al objetivo general de la presente 
investigación. En ese sentido en primer lugar presentamos la Tabla 1, donde se observa 
la distribución de los operadores jurídicos, según su nivel de comprensión respecto al 
delito de feminicidio en el distrito judicial de Trujillo; podemos afirmar que el 93% es 
decir casi la totalidad de los operadores jurídicos ostentan un nivel “medio” de 
comprensión al delito de feminicidio en el distrito de Trujillo en el año 2019; se puede 
señalar a Luciano Censori (2014) donde afirma que el rol de la mujer en terminado 
contexto histórico, es importantísimo y que además se advierte cuando se está bajo 
situaciones de interrelación con ambos sexos, y en qué momento emergen los escenarios 
de violencia, entonces desde esa óptica, puede analizar de qué se trata el 
femicidio/feminicidio, y cuáles fueron las razones de su acogimiento en las legislaciones 
de ciertos países en forma autónoma al delito de homicidio. 
 
En ese mismo sentido en la Tabla 2, se observa la distribución de los operadores 
jurídicos, según su nivel de comprensión respecto al principio de legalidad en el delito 
de feminicidio en el distrito judicial de Trujillo; podemos afirmar también que en casi 
la totalidad de los operadores jurídicos (93%) ostentan un nivel “medio” de comprensión 
al principio de legalidad en el delito de feminicidio en el distrito de Trujillo en el año 
2019, se podría mencionar a Ramos (2015) donde analiza la violencia contra la mujer 
desde el punto de vista criminológico-jurídico y da luces sobre el punto de partida que 
es desde su nacimiento, sus diferentes contextos, del mismo modo, respecto a sus 
ramificaciones y la diversa legislación internacional, en disposición a efectuar un 
enfoque desde la perspectiva de la normativización del feminicidio/femicidio, 
actualmente, en los países latinoamericanos.. 
 
También en la Tabla 3, se observa la distribución de los operadores jurídicos, según su 
nivel de comprensión respecto a los fundamentos político criminales en el delito de 
feminicidio en el distrito judicial de Trujillo; podemos afirmar que el 60% de los 
operadores jurídicos ostentan un nivel “alto” de comprensión, el 37% de los operadores 
jurídicos ostentan un nivel “medio” de comprensión, mientras que el 3% ostentan un 
nivel “bajo” de comprensión a los fundamentos polito criminales en el delito de 
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feminicidio en el distrito de Trujillo en el año 2019; se puede señalar a Gutiérrez (2017) 
donde hace un estudio del delito de feminicidio y la prevención de la violencia de 
género, y donde se plantea la necesidad de evitar posibles daños potenciales a víctimas 
del delito de feminicidio, pues la solución no radica únicamente en buscar castigos o 
reprimendas graves contra el culpable de feminicidio, es decir, tipificar como un delito 
grave, el feminicidio, pero sin solucionar el tema preventivo de violencia de género 
resulta un fracaso para la sociedad, cuyo fin supremo es el individuo y su desarrollo, 
razón demás para otorgar una adecuada tutela. 
 
Respecto a la segunda variable de estudio, en la Tabla 4, se observa la distribución de 
los operadores jurídicos, según su nivel de comprensión respecto al principio de 
igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo; podemos afirmar que el 80% 
de los operadores jurídicos ostentan un nivel “medio” de comprensión, mientras que el 
20% ostentan un nivel “alto” de comprensión al principio de igualdad constitucional en 
el distrito de Trujillo en el año 2019; estos resultados se afirman con respecto a la 
investigación dada por Arangurí (2018) donde afirma que La conculcación del principio 
de igualdad se trasluce en primer término por encima del resto de individuos pasibles, 
quienes no forman parte del marco de protección del Derecho Penal (niños, ancianos, 
personas con capacidades diferentes y personas integrantes de la comunidad LGBT); así 
mismo Lata (2015) plantea dando énfasis en el marco constitucional, doctrinario y legal 
en conexión al principio de igualdad y no discriminación, respecto a cada persona, sin 
hacer distinciones al género que pertenece. 
 
Al analizar la incidencia entre las variables de estudio; en primer lugar se presenta la 
Tabla 5 donde se muestra la distribución de operadores jurídicos, según nivel de 
comprensión respecto al delito de feminicidio y principio de igualdad constitucional: 
Respecto al principio de igualdad constitucional, del grupo de operadores que tienen un 
nivel “alto” de comprensión, el 83.3% de ellos tienen a su vez un nivel “medio” de 
comprensión del delito de feminicidio y el 16.7% tienen a su vez un nivel “alto” de 
comprensión del delito de feminicidio, luego del grupo de operadores que tienen un 
nivel “medio” de comprensión del principio constitucional, el 95.8% de ellos tienen a 
su vez un nivel “medio” de comprensión del delito de feminicidio y el 4.2% tienen a su 




Con respecto a la prueba de hipótesis: El delito de feminicidio incide significativamente 
en el  principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
Se presenta la Tabla 6 y se observa el estadístico de prueba coeficiente Tau B de Kendall 
fue de 0.200 que por ser un valor positivo se podría decir que existe una influencia 
positiva son embargo como el valor es menor o igual a 0.20 entonces esta relación entre 
dos variables es baja, luego se tiene una significancia de 0.438 que al ser mayor a 0.05 
y se concluye que se rechaza la hipótesis de investigación; por lo tanto: 
Se puede concluir que el delito de feminicidio no incide en el  principio de igualdad 
constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
En segundo lugar se muestra la Tabla 7, distribución de operadores jurídicos, según 
nivel de comprensión respecto al delito de feminicidio en el principio de legalidad y 
principio de igualdad constitucional: Respecto al principio de igualdad constitucional, 
del grupo de operadores que tienen un nivel “alto” de comprensión, el 83.3% de ellos 
tienen a su vez un nivel “medio” de comprensión del delito de feminicidio en el principio 
de legalidad y el 16.7% tienen a su vez un nivel “alto” de comprensión del delito de 
feminicidio en el principio de legalidad, luego del grupo de operadores que tienen un 
nivel “medio” de comprensión del principio constitucional, el 95.8% de ellos tienen a 
su vez un nivel “medio” de comprensión del delito de feminicidio en el principio de 
legalidad y el 4.2% tienen a su vez un nivel “alto” de comprensión del delito de 
feminicidio en el principio de legalidad. 
Con respecto a la prueba de hipótesis: El delito de feminicidio en el principio de 
legalidad incide significativamente en el  principio de igualdad constitucional en el 
distrito judicial de Trujillo – 2019. 
 
Entonces se presenta la Tabla 8 y se observa el estadístico de prueba coeficiente Tau B 
de Kendall fue de 0.200 que por ser un valor positivo se podría decir que existe una 
influencia positiva sin embargo como el valor es menor o igual a 0.20 entonces esta 
relación entre dos variables es baja, luego se tiene una significancia de 0.438 que al ser 
mayor a 0.05 se concluye que se rechaza la hipótesis de investigación; por lo tanto: 
Se puede concluir que el delito de feminicidio en el principio de legalidad no incide en 




También se realiza el análisis desde otra arista, tal es así que en la Tabla 9 se muestra la 
distribución de operadores jurídicos, según nivel de comprensión respecto al delito de 
feminicidio en los fundamentos político criminales y principio de igualdad 
constitucional: Respecto al principio de igualdad constitucional, del grupo de 
operadores que tienen un nivel “alto” de comprensión, el 66.7% de ellos tienen a su vez 
un nivel “alto” de comprensión del delito de feminicidio en los fundamentos político 
criminales y el 33.3% tienen a su vez un nivel “medio” de comprensión del delito de 
feminicidio en los fundamentos político criminales, luego del grupo de operadores que 
tienen un nivel “medio” de comprensión del principio constitucional, el 58.3% de ellos 
tienen a su vez un nivel “alto” de comprensión del delito de feminicidio en los 
fundamentos político criminales, el 37.5% tienen a su vez un nivel “medio” de 
comprensión del delito de feminicidio en los fundamentos político criminales y el 4.2% 
tienen a su vez un nivel “bajo” de comprensión del delito de feminicidio en los 
fundamentos político criminales. 
Con respecto a la prueba de hipótesis: El delito de feminicidio en los fundamentos 
político criminales incide significativamente en el  principio de igualdad constitucional 
en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
 
Entonces en la Tabla 10, se observa el estadístico de prueba coeficiente Tau B de 
Kendall fue de 0.055 que por ser un valor muy cerca a cero se podría decir que esta 
relación entre dos variables es nula, luego se tiene una significancia de 0.757 que al ser 
mayor a 0.05 y se concluye que se rechaza la hipótesis de investigación; por lo tanto: 
Se puede concluir que el delito de feminicidio en los fundamentos político criminales 









1.  A la luz de los resultados y la discusión pertinente, adecuado; el estadístico Tau B de 
Kendall fue de 0.200 por lo que existe una relación positiva baja entre el delito de 
feminicidio y el principio de igualdad constitucional, luego se tiene una significancia 
de (0.438 > 0.05) donde se rechaza la hipótesis de investigación; por lo tanto: Se puede 
concluir que el delito de feminicidio no incide en el principio de igualdad 
constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
2.  A la luz de los resultados y la discusión pertinente, adecuado; el estadístico Tau B de 
Kendall fue de 0.200 por lo que existe una relación positiva baja entre el principio de 
legalidad y el principio de igualdad constitucional, luego se tiene una significancia de 
(0.438 > 0.05) donde se rechaza la hipótesis de investigación; por lo tanto: Se puede 
concluir que el principio de legalidad en el delito de feminicidio no incide en el 
principio de igualdad constitucional en el distrito judicial de Trujillo – 2019. 
3.  A la luz de los resultados y la discusión pertinente, adecuado; el estadístico Tau B de 
Kendall fue de 0.005 por lo que no existe una relación entre los fundamentos político 
criminales y el principio de igualdad constitucional, luego se tiene una significancia 
de (0.757 > 0.05) donde se rechaza la hipótesis de investigación; por lo tanto: Se puede 
concluir que los fundamentos político criminales en el delito de feminicidio no incide 








1. Dado que la presente investigación rechaza la hipótesis de investigación, se sugiere 
realizar investigaciones con otras variables y relacionarlas a la variable Feminicidio, dado 
que se estaría dando preponderancia al bien jurídico “vida de las mujeres”, respecto del 
hombre, conculcando de esta forma los derechos fundamentales, así como tratados 
internacionales;  los cuáles tienen premisas similares:  
“A la igualdad ante la ley” (…). 
“Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley” 
(...). 
Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta 
Declaración y contra toda provocación a tal discriminación” (…).  
Consecuentemente, no existe justificación alguna para fundamentar un mayor marco de 
protección al bien jurídico vida de la mujer, en tanto la vida humana es una sola 
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A nivel internacional:  
Censori (2014), en su 
ensayo “El delito de 
femicidio y su 
Constitucionalidad”. 
Plantea efectuar un 
análisis sistémico de la 
cuestión, buscando los 
fundamentos de este 
agravamiento. Para 
ello, comienza con 
antecedentes históricos 
sobre el rol de la mujer 
a lo largo de los 
tiempos, hasta la 
actualidad, a fin de 
advertir bajo qué 
contexto se dan las 
relaciones entre ambos 
sexos, y en qué 
momento emergen las 
situaciones de 
violencia. A partir de 
En relación al delito 
de Feminicidio 
 “Los conceptos de 
femicidio y feminicidio 
se desarrollan en la 
lectura feminista desde 
principios de la década 
de 1990, para analizar 
los numerosos 
asesinatos contra las 
mujeres, se han 
desarrollado tipologías 
para distinguir las 
características o 
ámbitos en que estos 
crímenes ocurren, como 
el feminicidio íntimo, 
familiar, sexual, etc.  
“En cuanto al 
feminicidio ha sido 
definido como la 
muerte violenta de 
mujeres, por el hecho 
¿Cómo incide el 
delito de 




el distrito judicial 










a la comunidad 
jurídica; en 






























el  principio de 
igualdad 
constitucional 
en el distrito 
judicial de 


































































   
MUESTRA: 
En vista que 










Cuestionario de cada 
variable: Delito de 
Feminicidio y 




Se llevará a cabo 
mediante la valoración 
(juicio de expertos) de 
los ítems por parte de 
un grupo de 3 expertos 





























ese momento, se estará 
en óptimas condiciones 
para comprender qué es 
el 
femicidio/feminicidio, 
y por qué fue acogido 
en los ordenamientos 
jurídicos de algunos 
países en forma 
independiente al delito 
de homicidio. 
Lata (2015) “El 
Feminicidio y el 
principio de igualdad de 
la constitución”. Esta 
investigación pretende 
poner en conocimiento 
a todos los 
profesionales del 
derecho que 
intervengan en un 
proceso penal; en 
relación con la figura 
del feminicidio, estando 
obligados a observar el 
número 4 del artículo 
66 de la Constitución de 
la República del 
Ecuador que indica: “Se 
reconoce y garantizará 
a las personas: 4.- 
Derecho a la igualdad 
formal, igualdad 
de ser tales o asesinato 
de mujeres por razones 




“(…) a nuestro 
entender, la vida vale 
igual, sea una mujer, de 
un niño, de un anciano, 
de un hombre, etc., y 
vaya que también estos 
ataques se producen a 
una menor escala-; la 
diferenciación que 
sufren actualmente las 
mujeres a merced del 
hombre, no puede 
lidiarse con el derecho 
Penal, sino con 
diferentes medios de 
control social. Sí 
fuésemos de la idea que 
el derecho penal ha de 
encargarse de excluir 
toda apariencia de 
discriminación, 
entonces bajo esta 
misma premisa, 
tendríamos que admitir 
la penalización del 
delito de ‘‘Gaycidio’’, 
en razón que es 
conocido que los 
homosexuales son 











analizar cómo es 
que se llega a 
conculcar  éstos 
con la 
incorporación del 









jurídica, ya que 
los estudios 
realizados sobre 
la materia, hacen 
referencia que la 
incorporación de 
éste delito a la 
legislación 
peruana, 
acarrearía un sin 
el distrito 
judicial de 
Trujillo – 2019? 
 
H2: 




te  en los 
fundamentos 
políticos 
criminales en el 
distrito judicial 
de Trujillo – 
2019 
H3: 




te  en el principio 
de legalidad en el 
distrito judicial 

















el principio de 
legalidad en el 
distrito judicial 











































cuestionario, se utilizó 
la prueba estadística 
de fiabilidad 
Coeficiente Alfa de 
Cron Bach; luego se 
procesó los datos a 
través del uso del 
Programa Estadístico 



































desarrollar forma parte 
del proceso 
constitucional donde 
compete efectuar donde 
se fundamenta las 
razones al ser aplicado.  
Esta materia se justifica 
desde la perspectiva 
técnica porque existe el 
diagnóstico 
investigativo con los 
lineamientos 
suficientes para 
encausar la propuesta 
de investigación.  




práctico factibles de la 
figura del Feminicidio, 
que permitirá mejorar 
su planeamiento y 
ejecución de la 
propuesta.  
Cabe resaltar que la 
presente investigación 
constituirá un aporte 




En relación al 
Principio de Igualdad 
Constitucional: 
“La estructura básica de 
toda sociedad 
democrática de 
derecho, se cimenta 
sobre dos sostenes 
fundamentales: el 
principio de 
‘‘igualdad’’ y el 
principio de 
<<tolerancia>>. Son 
estos íconos los que 
infunden las ideas 
libertarias y 
democráticas de 
Estado, cuando en el 
apartado segundo del 
artículo 2° de la carta 
magna se propone lo 
siguiente: ‘‘A la 
igualdad ante la ley. 
Nadie debe ser 
discriminado por 
motivo de origen, raza, 
sexo, idioma, religión, 
opinión, condición 
económica o de 
cualquier otra índole’’. 
número de 
cuestionamientos
, en primer orden 
por no adecuarse 
al marco 
constitucional, 






siendo ello así, 
analizaremos el 
marco normativo 
y doctrinario.  
Este esfuerzo por 
obtener una 






para la obtención 
de nuevos datos, 




llegar a una 
opinión, y 
finalmente al 









se esgrime como 
modelo para otras 
universidades 
similares,  de la misma 
rama, que puedan tomar 
como referencia para 




investigativo es viable 
desde la opinión 
técnica, ya que el 
investigador tiene que 
efectuar su estudio en el 
Tribunal de Garantías 
Penales estar al tanto 
directamente de la 
realidad y del problema 
materia de estudio, para 
obtener información de 
diversas fuentes, sin 
ningún tipo de 
inconveniente hasta 
llegar a la formulación 
de una propuesta viable 
ante problemática 
esbozada. 




de la violencia contra 
Dicha consagración 
programática -de nivel 
constitucional- alcanza 
un sentido 
transcendental en el 
Perú, en la medida que 
nuestra Nación se 
encuentra comprendida 
por una gama de razas, 
etnias y de religiones, 
de manera que la 
incompatibilidad en 
cualquiera de los 
aspectos mencionados, 
no justifica, menos 
legitima un trato 
disímil”. (Peña Cabrera, 
2013, p. 95) 
estado de certeza 
que necesitamos. 
Que, la finalidad 
que tiene esta 









el distrito judicial 





tema materia de 
estudio; y así 
convertirse en un 





las mujeres”. La 
presente investigación 
tiene como punto de 




de sus orígenes, de sus 
diferentes 
connotaciones, así 
como de sus 




orden a realizar un 
enfoque del panorama 
de la tipificación del 
feminicidio/femicidio 
efectuado, hasta la 
actualidad, en los países 
de Latinoamérica. Para 
delimitar los objetos de 
la investigación, se 
traerá a colación tres 
clasificaciones 
diferentes, a saber: 
países que han acogido 
leyes autónomas (es 
decir, externas del 
Código Penal), como 
Costa Rica y 





que se decantan por la 
aplicación del tipo 
penal autónomo de 
femicidio/feminicidio, 
pero circunscribiéndolo 
en el Código Penal, 
como es el caso de 
México; y, por último, 
las iniciativas 
legislativas que han 
adoptado el 
femicidio/feminicidio 
como calificador y 
agravante del delito de 
homicidio en los 
Códigos Penales, 
adoptado por Chile y 
Perú. 
Jhoanna Caterine Prieto 
Moreno (2016), en su 
tesis titulada: “El 
Feminicidio en el 
Derecho Penal 
Colombiano”. Plantea 
Para iniciar el trabajo 
propuesto en esta 
investigación, resulta 
de gran importancia 
hacer referencia a tres 
conceptos: violencia, 
género y mujer. Estos 
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conceptos, a pesar de su 
autonomía en el devenir 
del trabajo, se 
entrelazarán para 
identificar dos 
situaciones distintas: de 
un lado la violencia de 
género, que se produce 
en contra de un grupo 
poblacional, sean 
hombres o mujeres, por 
pertenecer a cualquiera 
de estos géneros de la 
especie humana o 
también por diferentes 
aspectos propios de la 
personalidad de cada 
uno de ellos; del otro, la 
violencia en contra de la 
mujer, en donde la 
víctima es sólo este ser, 
y nos centraremos en el 
tipo de violencia 
extrema, la muerte de 
las mujeres en razón a 
su condición de mujer o 
feminicidio. 
Vilma Begoña Gamboa 
González (2018), en su 
tesis titulada: “El 
Feminicidio como tipo 
penal de Violencia de 
Género en Venezuela”. 
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Plantea que el 
desarrollo de este 
trabajo de 
investigación, pretende 
determinar la eficacia 
de la Ley Orgánica 
Sobre el Derecho de las 
Mujeres a una Vida 
Libre de Violencia; así 
como también estudiar 
el fenómeno del 
feminicidio como tipo 
penal de violencia de 
género en Venezuela, 
ya que el mismo ha sido 
un tema muy trillado en 
la últimas décadas a 
nivel académico y 
jurídico, que ha girado 
en gran medida sobre la 
interpretación de cara a 
los usos originales en la 
lengua inglesa. 
A nivel Nacional: 
Reyna Gissella 
Gutiérrez Gamboa 
(2017). En su tesis 
titulada “El delito de 
feminicidio y la 
Prevención de la 
Violencia de Género en 
Huánuco - 2016”. 
Plantea, que existe la 
99 
 
necesidad de evitar 
posibles daños a 
potenciales víctimas del 
delito de feminicidio, 
pues la solución no 
radica únicamente en 
buscar castigos o 
reprimendas graves 
contra el culpable de 
feminicidio, es decir, 
tipificar el feminicidio 
como un delito grave, 
pero sin solucionar el 
tema preventivo de 
violencia de género 
resulta un fracaso para 
la sociedad, cuyo fin 
supremo es el individuo 
y su desarrollo, razón 
demás para otorgar una 
adecuada tutela. 
 
Gladys Beatriz García 
Quispe (2019), en su 
tesis titulada: “El delito 
de feminicidio y la 
vulneración de los 
derechos humanos, en 
el distrito de San Juan 
de Lurigancho, Lima 
2015”. Plantea 
determinar la relación 
que existe entre el delito 
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de feminicidio y la 
vulneración de los 
derechos humanos en 
los AA.HH. San Carlos 
y Canto Rey del distrito 
de San Juan de 
Lurigancho, en el año 
2015; donde la 
violencia contra la 
mujer es sólo una de las 
múltiples 
manifestaciones de 
violencia que presenta 
el distrito de San Juan 
de Lurigancho dentro 
del contexto nacional 
del fenómeno social 
violencia de género, en 
la que las mujeres 
históricamente han sido 
sojuzgadas y 
discriminadas de 
diferentes índoles y 
entre otras la lesión más 
grave es la que viola el 
bien jurídico protegido 
como es la vida de la 
persona; singularmente 
el derecho humano más 
básico y fundamental 
en vista que sin cuya 
existencia no es posible 
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ejercitar ningún otro 
derecho. 
Misael Román García 
Ureta (2019), en su tesis 
titulada: “Derecho 
comparado del Perú 
entre Chile y España, 
sobre el delito de 
feminicidio en el año 
2018”. Plantea analizar 
el derecho comparado 
del Perú, Chile y 
España, sobre el delito 
de feminicidio en el año 
2018. El estudio fue 
descriptivo simple, la 
muestra lo conformaron 
la documentación 
recabada del Ministerio 
Público, el instrumento 
de recolección de 
información fue el 
fichaje. Los resultados 
Chile tipificó el delito 
de feminicidio, con 
penas mayores cuando 
se cumplen algunos 
agravantes, como suele 
ocurrir, tenía falencias 
graves, al no 
contemplar los 
crímenes cometidos por 
parejas, exparejas o con 
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quien la mujer haya 
tenido un hijo. No 
resultan en 
consecuencia afectados 
los novios, los que 
matan a menores y 
hombres que no tenían 
vinculación con las 
asesinadas. En España 
se realizaron reformas 
en la Ley Orgánica 
14/1999 que modifico 
la Ley Penal y Procesal 
Penal en materia de 
protección a las 
víctimas de malos 
tratos, Ley 11/2003 
medidas concretas en 




Medidas de protección 
integral contra la 
violencia de género, 
Ley orgánica 13/2003 
que reglamentó la 
prisión preventiva y 
Ley Orgánica 13/2003 
que reglamenta la orden 
de protección a las 




Walker Steve Cuenca 
Quiróz (2019), en su 
tesis titulada: “La 
vulneración del 
Principio de Mínima 
Intervención del 
Derecho Penal y el de 
Igualdad de la 
Constitución por parte 
de la Política Criminal 
Estatal al incorporar el 
delito de Feminicidio 
en el Código Penal”. 
Plantea determinar la 
manera en que la 
política criminal estatal 
vulnera el principio de 
mínima intervención 
del Derecho penal y el 
de igualdad de la 
Constitución al haberse 
incorporado el delito de 
feminicidio en el 
Código Penal; para 
cumplir con tal 
propósito se ha 
estructurado una 
investigación que se 
basa en una 
metodología orientada 
por la revisión 
sistemática de la 
literatura que ha 
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desarrollado el tema en 
específico, 
concretamente la 
legislación que incluye 




desarrollada al respecto 
y las disertaciones que 
sobre el particular ha 
desarrollado la 
doctrina. 
José Agustín Rodríguez 
Ponce (2018), en su 
tesis titulada: “El 
artículo 108-B del 
Código Penal 
incorporado por la Ley 
N° 30068 sobre 
Feminicidio y la 
vulneración del derecho 
de Igualdad ante la ley”. 
Plantea proponer una 
iniciativa legislativa, 
modificatoria del 
artículo 108-B de la 
Ley N°30068 sobre 
feminicidio del Código 
Penal, que reivindique 
los derechos de 
igualdad del hombre 
frente a la mujer. Como 
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hipótesis se tuvo que si 
se propone y aplica una 
medida legislativa que 
modifique el artículo 
108-B del Código 
Penal, entonces se 
reivindicará los 
derechos de igualdad 
del hombre frente a la 
mujer afectada por este 
artículo de la Ley 
N°30068, ley de 
feminicidio, en cuanto 
pena. 
A nivel Local: 
Arangurí (2018) en su 
tesis titulada  “La 
Inconstitucionalidad 
del delito de 
Feminicidio en el 
Código Penal Peruano”. 




a la vigencia de la ley 
que incorpora el 
Feminicidio dentro del 
código penal peruano 





MATRIZ DEL INSTRUMENTO 









DIMENSIÓN INDICADOR ÍTEMS  































































01.- ¿ Considera que el delito de Feminicidio vulnera el Principio de Legalidad,  
desde el punto de vista del marco constitucional  
02.- ¿Considera que los legisladores han acertado al incorporar el delito de 
Feminicidio en la legislación Peruana han respetado los parámetros del Principio 
de Legalidad? 
03.- ¿Considera que la tipificación del delito de Feminicidio,  existe un trato 
diferenciado entre el bien jurídico vida, respecto de la mujer para el hombre? 
04.- ¿Considera correcta la incorporación del delito de Feminicidio como tipo 
penal autónomo al delito de Homicidio en la legislación peruana 
05.- ¿Considera que la tipificación del delito de Feminicidio en la legislación 
peruana ha contribuido a la reducción de la muerte de mujeres? 
06.- ¿Considera que el delito de Feminicidio genera antonimias con otros tipos 






07.- ¿Considera adecuada la tipificación del delito de Feminicidio como política 
criminal adoptada por el Estado para hacer frente a las constantes muertes de 
mujeres? 
08.- ¿ Considera que la incorporación del delito de Feminicidio a la legislación 
peruana, responde a populismos legislativos?’ 
09.- ¿Considera que la tipificación del delito de Feminicidio carece de técnica 
legislativa?’ 
10.- ¿Considera que el delito de Feminicidio más que un problema criminológico 




CUESTIONARIO DE DELITO DE FEMINICIDIO 
 
Edad: ________          Sexo:   Masculino          Femenino     Puesto Laboral……………… 
El presente cuestionario tiene por finalidad recoger información para establecer el nivel de comprensión de 
la variable delito de Feminicidio. Así mismo se le pide ser extremadamente objetivo, honesto y sincero en 
sus respuestas. Se le agradece por anticipado su valiosa participación y colaboración, considerando que los 
resultados de este estudio de investigación científica permitirán mejorar el marco normativo. 
INSTRUCCIONES: 
El cuestionario consta de 10 ítems. El primer y el segundo ítem constan de tres alternativas de respuesta. 
Lea con mucha atención cada una de los ítems y las opciones de las repuestas que le siguen. Para 
cada ítem marque sólo una respuesta con una equis (x) en el recuadro que considere que se 
aproxime más a su realidad.  
• Si está de acuerdo, marca la alternativa DE ACUERDO (1) 
• Si no está de acuerdo, marca la alternativa EN DESACUERDO (2) 
• Si no está ni acuerdo ni desacuerdo, marca la alternativa NI ACUERDO NI DESACUERDO (3) 
 
N°  Ítems/ Dimensiones  DA ED NAND 
 Dimensión 1: PRINCIPIO DE LEGALIDAD    
1 Considera que el delito de Feminicidio vulnera el 
Principio de Legalidad,  desde el punto de vista del 
marco constitucional  
   
2 Considera que los legisladores han acertado al incorporar 
el delito de Feminicidio en la legislación Peruana han 
respetado los parámetros del Principio de Legalidad 
   
3 Considera que la tipificación del delito de Feminicidio,  
existe un trato diferenciado entre el bien jurídico vida, 
respecto de la mujer para el hombre 
   
4 Considera correcta la incorporación del delito de 
Feminicidio como tipo penal autónomo al delito de 
Homicidio en la legislación peruana 
   
5 Considera que la tipificación del delito de Feminicidio 
en la legislación peruana ha contribuido a la reducción 
de la muerte de mujeres 
   
6 Considera que el delito de Feminicidio genera 
antonimias con otros tipos penales. Ejemplo: Parricidio, 
Homicidio calificado 
   
 Dimensión 2: FUNDAMENTOS POLÍTICO 
CRIMINALES 
   
7 Considera adecuada la tipificación del delito de 
Feminicidio como política criminal adoptada por el 
Estado para hacer frente a las constantes muertes de 
mujeres 
   
8 Considera que la incorporación del delito de Feminicidio 
a la legislación peruana, responde a populismos 
legislativos 
   
9 Considera que la tipificación del delito de Feminicidio 
carece de técnica legislativa 
   
10 Considera que el delito de Feminicidio más que un 
problema criminológico es un problema social 





CUESTIONARIO DE PRINCIPIO DE IGUALDAD CONSTITUCIONAL 
 
Edad: ________          Sexo:   Masculino          Femenino     Puesto Laboral……………… 
El presente cuestionario tiene por finalidad recoger información para establecer el nivel de comprensión de 
la variable Principio de Igualdad Constitucional. Así mismo se le pide ser extremadamente objetivo, 
honesto y sincero en sus respuestas. Se le agradece por anticipado su valiosa participación y colaboración, 
considerando que los resultados de este estudio de investigación científica permitirán mejorar el marco 
normativo. 
INSTRUCCIONES: 
El cuestionario consta de 5 ítems. El  ítem consta de tres alternativas de respuesta. Lea con mucha atención 
cada una de los ítems y las opciones de las repuestas que le siguen. Para cada ítem marque sólo una respuesta 
con una equis (x) en el recuadro que considere que se aproxime más a su realidad.  
• Si está de acuerdo, marca la alternativa DE ACUERDO (1) 
• Si no está de acuerdo, marca la alternativa EN DESACUERDO (2) 
• Si no está ni acuerdo ni desacuerdo, marca la alternativa NI ACUERDO NI DESACUERDO (3) 
 
N°  Ítems/ Dimensiones  DA ED NAND 
 Dimensión 1: MARCO CONSTITUCIONAL    
1 Considera que el delito de Feminicidio  respeta los 
parámetros del marco constitucional. 
   
2 Considera que el delito de Feminicidio colisiona el 
marco constitucional al otorgar un marco punitivo de 
protección superlativo a la vida de la mujer  
   
3 Considera que los legisladores deben evaluar la 
vigencia del delito de Feminicidio por no ser 
constitucional  
   
4 Considera correcta la incorporación del delito de 
Feminicidio como tipo penal autónomo que respeta el 
marco constitucional  
   
5 Considera que el delito de Feminicidio constituye una 
vulneración al Principio de Igualdad?  












BASE DE DATOS DE LA VARIABLE: DELITO DE FEMINICIDIO 
N° 





1 2 3 4 5 6 Ptje Nivel 7 8 9 10 Ptje Nivel Total Nivel 
1 1 3 3 3 1 1 12 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 22 MEDIO 
2 1 3 1 3 1 1 10 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 20 MEDIO 
3 3 1 3 1 1 3 12 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 22 MEDIO 
4 1 1 3 1 1 3 10 MEDIO 1 3 1 3 8 MEDIO 18 MEDIO 
5 1 3 3 3 3 3 16 ALTO 3 3 3 3 12 ALTO 28 ALTO 
6 3 3 3 3 1 3 16 ALTO 1 3 3 3 10 ALTO 26 ALTO 
7 1 1 3 3 1 3 12 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 22 MEDIO 
8 1 1 3 1 2 3 11 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 21 MEDIO 
9 3 1 3 1 1 3 12 MEDIO 1 3 1 3 8 MEDIO 20 MEDIO 
10 3 1 1 1 1 3 10 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 20 MEDIO 
11 1 3 3 3 2 2 14 MEDIO 2 3 1 3 9 MEDIO 23 MEDIO 
12 3 1 1 1 1 3 10 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 20 MEDIO 
13 1 3 1 3 3 1 12 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 22 MEDIO 
14 3 1 3 1 1 3 12 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 22 MEDIO 
15 3 1 3 1 1 3 12 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 22 MEDIO 
16 3 3 3 3 1 1 14 MEDIO 3 1 1 3 8 MEDIO 22 MEDIO 
17 1 3 3 1 1 1 10 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 20 MEDIO 
18 1 3 1 3 1 1 10 MEDIO 3 1 1 3 8 MEDIO 18 MEDIO 
19 3 1 3 1 1 3 12 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 22 MEDIO 
20 1 3 1 3 1 2 11 MEDIO 3 2 2 3 10 ALTO 21 MEDIO 
21 1 1 3 1 1 3 10 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 20 MEDIO 
22 3 1 3 1 1 3 12 MEDIO 1 3 3 1 8 MEDIO 20 MEDIO 
23 1 3 3 3 1 1 12 MEDIO 3 3 1 3 10 ALTO 22 MEDIO 
24 3 1 3 3 1 2 13 MEDIO 1 3 2 3 9 MEDIO 22 MEDIO 
25 1 3 1 3 1 1 10 MEDIO 1 1 1 3 6 BAJO 16 MEDIO 
26 3 1 3 1 1 3 12 MEDIO 1 3 3 3 10 ALTO 22 MEDIO 
27 1 3 3 3 1 1 12 MEDIO 1 3 1 3 8 MEDIO 20 MEDIO 
28 1 3 3 3 1 3 14 MEDIO 3 1 1 3 8 MEDIO 22 MEDIO 
29 3 3 3 3 1 1 14 MEDIO 3 3 1 1 8 MEDIO 22 MEDIO 

















1 2 3 4 5 Total Nivel 
1 3 1 1 3 3 11 MEDIO 
2 3 1 1 3 1 9 MEDIO 
3 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
4 1 3 2 1 3 10 MEDIO 
5 3 3 1 3 3 13 ALTO 
6 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
7 1 3 3 3 3 13 ALTO 
8 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
9 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
10 1 3 3 3 3 13 ALTO 
11 3 1 1 3 2 10 MEDIO 
12 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
13 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
14 1 1 3 1 3 9 MEDIO 
15 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
16 3 1 3 3 1 11 MEDIO 
17 1 3 1 1 3 9 MEDIO 
18 3 1 1 3 1 9 MEDIO 
19 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
20 3 1 1 3 2 10 MEDIO 
21 3 3 3 1 3 13 ALTO 
22 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
23 3 1 1 3 1 9 MEDIO 
24 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
25 3 1 1 3 1 9 MEDIO 
26 1 1 3 1 3 9 MEDIO 
27 1 3 3 1 3 11 MEDIO 
28 3 1 1 3 1 9 MEDIO 
29 3 3 1 3 3 13 ALTO 








ANALISIS DE FIABILIDAD DEL INSTRUMENTO UTILIZADO: DELITO DE 
FEMINICIDIO 
 
Estadísticas de fiabilidad 
Alfa de Cronbach Alfa de Cronbach 




0,758 0,808 10 
 
Se ha calculado el coeficiente de fiabilidad, Alfa de Crombach = 0.758; por ser un valor 
mayor a 0.70, entonces se puede concluir que dicho instrumento es confiable a su 
ejecución en la población de estudio de la investigación. 
 
ANALISIS ITEM POR ITEM 
Estadísticas de total de elemento 
 Media de 



















Ítem 1 22,92 21,210 ,366 ,546 ,742 
Ítem 2 23,42 18,080 ,644 ,741 ,715 
Ítem 3 25,46 19,216 ,758 ,514 ,725 
Ítem 4 26,25 19,674 ,688 ,434 ,732 
Ítem 5 25,12 23,592 ,300 ,222 ,769 
Item 6 22,92 21,210 ,366 ,546 ,742 
Item 7 23,42 18,080 ,644 ,741 ,715 
Item 8 25,46 19,216 ,758 ,514 ,725 
Item 9 26,25 19,674 ,688 ,434 ,732 






ANÁLISIS DE FIABILIDAD DEL INSTRUMENTO UTILIZADO: PRINCIPIO 
DE IGUALDAD CONSTITUCIONAL 
Estadísticas de fiabilidad 
Alfa de Cronbach Alfa de Cronbach 




0,805 0,825 05 
Se ha calculado el coeficiente de fiabilidad, Alfa de Crombach = 0.805; por ser un valor 
mayor a 0.70, entonces se puede concluir que dicho instrumento es confiable a su 
ejecución en la población de estudio de la investigación. 
ANALISIS ITEM POR ITEM 
Estadísticas de total de elemento 
Media de 



















Ítem 1 22,92 21,210 ,366 ,546 ,782 
Ítem 2 23,42 18,080 ,644 ,741 ,795 
Ítem 3 25,46 19,216 ,758 ,514 ,775 
Ítem 4 26,25 19,674 ,688 ,434 ,782 
Ítem 5 25,12 23,592 ,300 ,222 ,799 
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